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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán, y del Trabajo y Previsión Social, señora Javiera Blanco Suárez.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 14 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Las actas de las sesiones 33ª y 34ª, ordinarias, en 22 y 23 de julio del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Once de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los tres primeros hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que establece feriado en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre de cada año con motivo de la fiesta religiosa de Nuestra Señora de Guadalupe de Ayquina (boletín N° 6.064-06).


2.- Proyecto de ley que establece el Día Nacional del Adulto Mayor (boletín Nº 7.970-24).


3.- Proyecto de ley que declara feriado el 20 de agosto para la comuna de Chillán Viejo (boletín Nº 8.889-06).


Con los siete siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, respecto de los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (boletín N° 6.201-02).


2.- Proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y el Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (boletín Nº 9.333-04).


3.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).


4.- Proyecto de ley que crea el acuerdo de vida en pareja (boletines Nos.7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


5.- Proyecto que modifica la Ley de Tránsito en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (boletín Nº 9.411-15).


6.- Proyecto que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (boletín Nº 9.421-08).


7.- Proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (boletín Nº 8.828-14).


Con el último retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, al proyecto de ley que tipifica el delito de incitación al odio racial y religioso (boletín N° 7.130-07).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó el proyecto que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (boletín N° 9.421-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Minería y Energía y a la de Hacienda, en su caso.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite copia autorizada de las sentencias definitivas recaídas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los preceptos legales que se enuncian a continuación: 



1.- Artículos 41, N° 5, y 42, incisos primero y segundo, del decreto ley N° 3.063, Ley sobre Rentas Municipales.



2.- Artículos 166 y 171, inciso segundo, del Código Sanitario.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Envía copia de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 19, N° 1, párrafo segundo, y 22, inciso tercero, del decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a los documentos de trabajo sobre actividad pesquera que esa Secretaría de Estado estudia en el marco del Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica (TPP).



Del señor Ministro de Defensa Nacional (s):



Contesta solicitud, remitida en nombre del Senador señor García, acerca del estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a los funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, de acuerdo con nómina del Consejo de Alta Dirección Pública.



Del señor Ministro Secretario General de Gobierno:



Da respuesta a solicitud de información, requerida en nombre del Senador señor García, sobre el estado del proceso de pago de las indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, según la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.


De la señora Ministra de Desarrollo Social:



Responde solicitud de información sobre posibilidad de abrir un nuevo período de postulación a pensiones de gracia para los exestibadores del sector portuario de Magallanes, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, que fue remitida al Jefe de División de Atención y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Pensiones.



Del señor Ministro de Justicia:



Contesta sendas solicitudes de información, enviadas en nombre del Senador señor De Urresti, relativas a las materias siguientes: 



1.- Estado del proceso de instalación de los juzgados de policía local creados en virtud de la ley N° 20.554, en especial, los correspondientes a las comunas de Corral y Máfil.


2.- Posibilidad de conformar una comisión especial encargada de revisar, en el ordenamiento jurídico nacional, la existencia de normas que impidan o dificulten el pleno desarrollo de las personas con capacidades distintas o especiales.


Contesta consulta, remitida en nombre del Honorable señor García, sobre el estado del proceso de pago de indemnizaciones legales a funcionarios desvinculados de entidades relacionadas con esa Secretaría de Estado, conforme a la nómina informada por el Consejo de Alta Dirección Pública.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Atiende solicitud, enviada en nombre del Senador señor De Urresti, para que se revise la decisión del Comité de Seguimiento de los Programas Pro Empleo que redujo los cupos de las comunas de Valdivia, La Unión, Futrono, Paillaco, Máfil y Mariquina, de la Región de Los Ríos, todas ellas con altos índices de desempleo.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde solicitud de información, formulada en nombre de los Senadores señora Van Rysselberghe y señor Ossandón, sobre las medidas paliativas que esa Cartera considera ante la situación de intenso tránsito en la ruta Coronel-Concepción.


De la señora Ministra de Salud:


Responde solicitudes de información, enviadas en nombre del Senador señor De Urresti, relativas a los siguientes asuntos:



1.- Acciones realizadas con ocasión del incendio que afectó al hogar de acogida Magaly Zapata en la localidad de Reumén, comuna de Paillaco, hecho en el que fallecieron diez personas.


2.- Planes de formación de médicos especialistas en el sistema público de salud y medidas consideradas por esa Secretaría de Estado para resolver el déficit de geriatras en regiones.


3.- Estado de proyectos hospitalarios para las comunas de Lanco, Río Bueno y La Unión y situación del convenio de programación suscrito por esa cartera con el Gobierno Regional de Los Ríos.


Atiende solicitudes de información, formuladas en nombre del Senador señor Navarro, sobre los asuntos que se enuncian a continuación: 



1.- Factibilidad de construir un centro de salud familiar que dé cobertura a las localidades de Menque, Coliumo y Dichato, en la comuna de Tomé.


2.- Evaluación del estado actual del hospital de la comuna de Florida, construido en 1939, y de proyecto de renovación de ese recinto.


Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura:



Refiere antecedentes en respuesta a consulta, remitida en nombre del Senador señor Navarro, sobre los estudios que esa Subsecretaría ha solicitado o ejecutado en lo que atañe al recurso jibia.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones (s):



Da contestación a solicitud de información, recabada en nombre del Honorable señor Ossandón, sobre la mala cobertura y escasa conectividad de la red de telefonía móvil Entel en la comuna de Pirque.


Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:



Contesta petición de antecedentes, hecha en nombre del Senador señor Prokurica, relativa a los motivos técnicos por los que el Plan de Descontaminación de Huasco será implementado en 2016 y a los informes técnicos de las mediciones de MP 10 y MP 2,5 de la zona en los períodos que indica.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:



Atiende consulta, remitida en nombre del Honorable señor Guillier, relativa a la población de inmigrantes en la Región de Antofagasta.



De la señora Directora de Política Multilateral, Ministerio de Relaciones Exteriores:


Remite antecedentes relativos a la implementación de las recomendaciones formuladas por el Comité de Patrimonio de la Unesco sobre proyectos en el borde costero de Valparaíso, materia consultada en nombre del Senador señor Lagos.



Del señor Presidente Ejecutivo (I) de la Corporación Nacional del Cobre de Chile:



Da respuesta a solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, relativa a reuniones sostenidas por esa empresa y representantes del Ministerio de Salud destinadas a intercambiar experiencias en materia de formatos de licitación de proyectos de inversión.


Del señor Superintendente de Casinos de Juego:



Contesta solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, sobre el cronograma de la licitación de casinos de juegos en la comuna de Chillán y de las razones que invocó Termas de Chillán para renunciar a su licencia.


De la señora Directora Nacional de Estadísticas (TP):



Atiende petición, cursada en nombre del Senador señor Navarro, para que le sean remitidas las estadísticas de cesantía en la Región del Biobío, desglosada por comunas.



Del señor Superintendente de Pensiones (TP):



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable señor Matta, relacionada con oficinas de atención al público que las administradoras de fondos de pensiones mantienen en la ciudad de Cauquenes.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Navarro, sobre denuncias recibidas y fiscalizaciones efectuadas a la empresa Essbío por incumplimiento de las normas sobre presión a las que debe ajustarse la distribución de agua potable.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente (TP):



Contesta solicitud de antecedentes, formulada en nombre del Senador señor De Urresti, relativa a la extracción de áridos que se realiza, desde 2012, en la ribera del río San Pedro, comuna de Valdivia.


Del señor Gerente de Trenes Metropolitanos S.A.:



Responde petición de datos, cursada en nombre del Honorable señor García Huidobro, relativa a los planes de la empresa en materia de estado de los servicios y mantención de la frecuencia en el tramo San Fernando-Rancagua.



De la señora Secretaria Ejecutiva del Consejo Regional de Coquimbo:


Pone en conocimiento de esta Corporación la designación, por el período legal correspondiente, del consejero señor José Montoya Ángel como Presidente del referido órgano.


Del señor Director del Instituto de Desarrollo Agropecuario en la Región del Maule:



Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable señor Matta, relacionada con la entrega de forraje a pequeños crianceros de la precordillera pertenecientes a la junta de vecinos Los Hualles y con el fundamento legal para limitar su entrega solo a personas que cumplen requisitos para ser beneficiarios del Programa de Desarrollo Local de dicho servicio.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Mociones



De los Senadores señor Girardi, señoras Allende y Muñoz y señores Guillier y Quintana, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica la tipificación de figuras delictivas del aborto y su penalidad (boletín N° 9.480-11) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Salud.


De los Senadores señora Allende y señores De Urresti, Harboe, Lagos y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que hace aplicable a los funcionarios públicos y municipales el procedimiento de tutela laboral contemplado en el Código del Trabajo para la protección de garantías fundamentales (boletín N° 9.476-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.
Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Prokurica, Bianchi, Guillier, Horvath y Orpis con la que proponen un proyecto de ley que amplía el Fondo de Apoyo Regional creado por la ley N° 20.696 equiparando su monto a los recursos que anualmente se destinen en la Ley de Presupuestos a proyectos de inversión de la Empresa de Transportes de Pasajeros Metro S.A.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de la Primera Mandataria, conforme lo dispone e1 inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.
Proyecto de acuerdo


Del Senador señor Chahuán, mediante el cual solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto que modifique la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, con el fin de conceder a los miembros de las organizaciones de voluntariado los beneficios laborales que indica (boletín Nº S 1.689-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento: 

Informe


De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que adecúa la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (boletín N° 8.886-11) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Queda para tabla.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Senador señor Ossandón solicita recabar el asentimiento de la Sala a fin de autorizar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público, el cual está radicado en la Comisión de Educación.



La nueva fecha que se propone es el lunes 18 de agosto, a las 12.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
ACUERDOS DE COMITÉS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión realizada el día de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de esta sesión ordinaria el proyecto de ley signado con el número 1 en la tabla, esto es, el que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04).



2.- Omitir el primer informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización respecto del proyecto de ley que declara feriado el 20 de agosto para la comuna de Chillán Viejo (boletín Nº 8.889-06) e incorporar la iniciativa en la tabla de Fácil Despacho de la sesión de mañana, miércoles 6 de agosto.



3.- Autorizar a la Comisión de Minería y Energía para discutir en general y en particular el proyecto que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (boletín Nº 9.421-08).



4.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 18 de agosto, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, respecto de las siguientes iniciativas:



a) Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06), y



b) Proyecto que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado. 

)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de entrar al Orden del Día, quiero saludar a la Diputada señora Alejandra Sepúlveda, quien se encuentra en la tribuna acompañada del ex Comité Salvador Allende de la comuna de Pichidegua, a cargo de don Miguel Donoso. 



¡Muy bienvenidos al Senado!



¡Muchas gracias por estar acá! 

PERMISO LABORAL PARA REALIZACIÓN DE MAMOGRAFÍAS Y EXÁMENES DE PRÓSTATA
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, en sesión de 22 de julio del presente año se aprobó en general el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, para otorgar permiso a trabajadoras y trabajadores a los fines de efectuarse exámenes de mamografía y de próstata, iniciativa respecto de la cual no se presentaron indicaciones en el plazo pertinente, por lo que corresponde aprobarla también en particular, a menos que se solicite un nuevo término para formular indicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7.990-13 y 8.372-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 55ª, en 16 de octubre de 2012.



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 29ª, en 8 de julio de 2014.



Discusión:



Sesiones 33ª, en 22 de julio de 2014 (se aprueba en general); 34ª, en 23 de julio de 2014 (se fija plazo para presentar indicaciones).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular el proyecto.



--La iniciativa queda aprobada en particular, reglamentariamente, y despachada en este trámite. 

)-----------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, solicito ampliar el plazo para presentar indicaciones -en lo posible, por quince días más- al proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales, el cual está radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Les parece el lunes 18, a las 12? 



--Así se acuerda. 

V. ORDEN DEL DÍA
AMPLIACIÓN DE VIGENCIA DE PROCEDIMIENTO PARA SANEAMIENTO Y REGULARIZACIÓN DE LOTEOS
La señora ALLENDE (Presidenta).- Conforme a lo convenido por los Comités, corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores García y Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos, y amplía su plazo de vigencia, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.407-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores García y Tuma):



En primer trámite, sesión 26ª, en 18 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 32ª, en 15 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es extender la vigencia de la normativa excepcional de regularización contemplada en la ley N° 20.234 estableciendo un nuevo plazo de cinco años, a fin de otorgar a las familias que habitan en loteos irregulares un período más amplio para acceder a los beneficios del procedimiento abreviado.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto solamente en general, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Montes, Ossandón, Pérez Varela y Tuma.



Cabe tener presente que las letras a) y b) del número 4) y el artículo 6°, nuevo, que se agrega por el número 5) -ambos numerales, del artículo 2° del proyecto-, tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 22 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se transcribe en las páginas 8 a 10 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.     

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión general el proyecto. 



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, las familias que han construido sus hogares en loteos irregulares son varios miles en nuestro país.



Muchas de ellas, a través de sus respectivos comités de vivienda, hacen un enorme esfuerzo por regularizar su propiedad y, también, por incorporar adelantos, como el alcantarillado, el alumbrado público, la pavimentación de calles, intentando, así, mejorar sus condiciones de vida. Y el bien raíz que les interesa regularizar desde el punto de vista jurídico es, probablemente, el único que van a tener en su vida y constituirá herencia para sus hijos. 



Por eso, considero del caso respaldar la gestión que están realizando esas familias y sus dirigentes, que nos parece muy muy loable.



La ley actual establece un procedimiento que facilita la regularización de esos loteos -el Senador Eugenio Tuma fue autor de la iniciativa pertinente-; y, cuando ya lleva un par de años de vigencia, podemos decir que gran parte del objetivo de regularización se ha venido cumpliendo en diversas comunas del país.



Pero todavía quedan muchas familias que no han podido lograr ese propósito. Porque (también es preciso decirlo) la documentación que hay que reunir -los planos firmados por los arquitectos y otros profesionales, los informes que tienen que acompañar a las direcciones de obras municipales- no se consigue de un momento para otro. Se necesitan esfuerzo y trabajo constante durante muchos meses para poder completar la carpeta respectiva.



Por esa razón, a través de este proyecto de ley, que he firmado junto con el Senador Eugenio Tuma, proponemos básicamente seis grandes materias.



Primero, prorrogar por cinco años la ley actual, de tal manera de dar plazo hasta el año 2020 para que las familias y los dirigentes de los loteos presenten ante la municipalidad correspondiente la solicitud de recepción provisoria, acompañada, por supuesto, de los documentos respectivos. 



Segundo, facilitar el proceso de avalúo de las propiedades por parte de las direcciones de obras municipales.



Tercero, facultar para que los programas de subsidios habitacionales y de mejoramiento habitacional del Ministerio de Vivienda y Urbanismo puedan materializarse en terrenos propios del loteo cuando la familia beneficiaria pueda acreditar su dominio. 



Normalmente, aquello se hace a través de la regularización de la pequeña propiedad que lleva adelante el Ministerio de Bienes Nacionales.



Cuarto, facultar el establecimiento de servidumbres de paso y servicios de carácter perpetuo, de tal manera de asegurar el acceso a los loteos. 



Muchas veces el loteo está en medio de otras propiedades y no tiene el acceso correspondiente, lo que genera problemas de convivencia con los propietarios de los bienes raíces vecinos.



Quinto, facultar a la dirección de obras municipales para que pueda, al momento de la recepción provisoria, establecer el carácter de bienes nacionales de uso público para las áreas comunes del loteo cuando se acredite el dominio o la voluntad de cesión de ellas.



Eso es muy importante. Porque ¿cómo pueden presentar proyectos de pavimentación si no tienen acreditado que pertenecen al loteo y que están disponibles los espacios para las calles, para los pasajes?; ¿cómo pueden construir una sede comunitaria si no han podido inscribir el terreno a nombre del comité para levantar allí su respectiva sede? 



Son problemas prácticos que se presentan todos los días y que, legítimamente, las familias y sus dirigentes desean ir resolviendo.



Y sexto, atender al hecho de que en la aplicación práctica de la regularización se han presentado problemas, a veces francamente insalvables, con loteos irregulares emplazados en zonas de riesgo, particularmente en áreas inundables, donde la Dirección de Obras Hidráulicas cuenta con estudios y definiciones sobre las obras de mitigación necesarias para asegurar a los pobladores su integridad física y la de sus bienes. 



Hoy día se les exige a los comités acompañar entre los documentos un informe acerca de las obras de mitigación.



Normalmente, los estudios respectivos abarcan la cuenca completa de un río: las defensas ribereñas, en 4, 5, 10 kilómetros.



¡Es imposible que eso lo haga un comité de vivienda formado por 50, 100, 150 socios!



Primero, se trata de estudios de alto costo. Y en seguida, por supuesto, las obras de mitigación demandan una tremenda inversión.



Sin embargo, la Dirección de Obras Hidráulicas cuenta con los estudios. Y, además, tiene definidos cuáles debieran ser los proyectos de mitigación.



Parece mucho más sencillo, entonces, que el referido ente diga qué inversiones habría que hacer y cómo el Estado se involucra en las soluciones y en el financiamiento de las grandes obras de defensa ribereñas. Ello, para que los pequeños comités de viviendas logren la regularización de los loteos y no deban pensar en pagar por un estudio que costará 30, 40, 50 millones de pesos, ni tampoco en la ejecución de trabajos de mitigación por 5 mil, 8 mil, 10 mil millones.



Quisimos incorporar esta materia en el proyecto original. Sin embargo, no lo hicimos, pues tenemos clara conciencia de que se trata de un asunto de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Pero, sí, esperamos que durante la tramitación de la iniciativa el Gobierno patrocine una indicación en tal sentido y con ello permita que numerosas familias sean favorecidas con la regularización de los loteos.



Este proyecto contribuye a resolver problemas prácticos que ha presentado la regularización. 



Miles de personas anhelan vivir en mejores condiciones, y para ello quieren tener en orden toda la documentación requerida. Pero mientras la Dirección de Obras Municipales no haga la recepción definitiva no pueden inscribir su propiedad en el Conservador de Bienes Raíces. 



Las familias han puesto mucha esperanza en este tipo de iniciativas.



Para muchas personas el sueño de la casa propia se va haciendo realidad a través de programas del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. En este caso se trata de familias que no han recibido subsidio del Estado pero también esperan cristalizar ese sueño tras haber comenzado a construir su casa en un loteo irregular.



Por las razones expuestas, votaré a favor. Y le pido a la Sala que también respalde esta iniciativa.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, para analizar este proyecto -se originó en una moción de los Senadores García y Tuma tendiente a modificar la ley N° 20.234, que establece un procedimiento para sanear y regularizar loteos, y a ampliar su plazo de vigencia- deben tenerse en cuenta los acontecimientos actuales.



El origen de esta iniciativa puede encontrarse en las palabras de la Ministra de Vivienda de la época, señora Patricia Poblete, quien argumentó que los loteos irregulares son “consecuencia de loteos efectuados por propietarios que han dividido de hecho sus terrenos, sin cumplir con las disposiciones legales y han traspasado los sitios a familias de escasos recursos”.



Cabe señalar que con la iniciativa pertinente se pretendía hacer una mejora sustancial en la calidad de vida de aproximadamente 150 mil familias que vivían en condiciones precarias -es decir, sin electricidad, sin agua potable, sin alcantarillado y sin pavimentación- en sectores tanto urbanos como rurales.



En primer lugar, debo hacer presente que la ley N° 20.234 indica en su artículo 1° que “Los loteos de inmuebles, urbanos o rurales, que a la fecha de publicación de esta ley no cuenten con la recepción definitiva de las respectivas Direcciones de Obras Municipales (...) podrán, dentro del plazo de tres años contado desde su entrada en vigencia, acogerse por una sola vez al procedimiento simplificado de regularización a que se refiere esta ley...”.



El referido precepto habla de loteos que no cuenten con recepción definitiva. De ello podemos inferir que sí cuentan con un trámite anterior: permisos de loteo o subdivisión.



En ese contexto, para haber tenido dichos permisos, las correspondientes direcciones de obras municipales deberían haberles exigido acogerse a las normativas correspondientes, señaladas en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



Es importante recalcar el mencionado aspecto, ya que la nefasta experiencia que se vivió con motivo del incendio que afectó a muchos sectores de Valparaíso se complicó por la existencia de viviendas ubicadas en áreas de riesgo de loteos irregulares que no contaban con las condiciones de seguridad, de accesibilidad y de salubridad mínimas para ellas y sus ocupantes.



Los loteos irregulares pueden representar en momentos de emergencia un gran peligro para las familias.



En tal sentido, es necesario buscar buenas soluciones para personas modestas que con mucho esfuerzo han conseguido sus sitios, pues no podemos exponerlas a potenciales peligros derivados de conductas irresponsables.



Por tales consideraciones, aprobaré la idea de legislar, pero con el compromiso de hacer los ajustes correspondientes en el período de indicaciones.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se pidió abrir la votación.



¿Le parece a la Sala?



Acordado, pero sin reducir los tiempos.



Reitero que hay normas orgánicas constitucionales.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.
El señor MONTES.- Gracias, señor Presidente.



Yo presido la Comisión de Vivienda. Entiendo que, como tal, debía rendir informe al comienzo de la discusión.



¡Aún no me acostumbro, Su Señoría, a que no me otorgue la palabra oportunamente...!



Señor Presidente, considero que lo fundamental ya está dicho.



El objetivo del proyecto que nos ocupa es extender por cinco años la vigencia de la normativa excepcional de regularización contemplada en la ley N° 20.234, a los fines de otorgar a las familias que habitan en loteos irregulares un nuevo período para acceder a los beneficios del procedimiento abreviado que permite optar a la regularización.



Asimismo, se realizan adecuaciones para facilitar la aplicación del mecanismo simplificado.



La ley N° 20.234 estableció un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares -no de propiedades- para otorgar una solución a los ocupantes de los predios, independiente del dominio del bien raíz.



Porque hay dominio del bien raíz que se halla regularizado, pero el loteo dentro del cual se constituye el dominio, no. Y creo que este es el problema nodal que da lugar a toda la situación existente. Esto se encuentra desacoplado, no tiene sentido (al final quiero decir algo sobre el particular).



En el año 2012, la ley N° 20.234 fue modificada por la N° 20.562 al objeto de renovar su vigencia y perfeccionar algunas normas (hoy lo estamos haciendo de nuevo), fundamentalmente en cuanto a los requisitos que debían cumplir los beneficiarios y al rol de los organismos públicos que intervienen en el proceso.



El nuevo período ha demostrado que las enmiendas introducidas facilitaron la aplicación de la ley. No obstante, aún hay aspectos que es menester mejorar y complementar, pues muchos loteos irregulares, pese a la prórroga, no han podido incorporarse al procedimiento excepcional.



El plazo prescrito en la ley N° 20.256 está próximo a vencer. Por ello, ahora se propone ampliarlo, para lo cual se dispone un nuevo término, de cinco años, a contar de la entrada en vigencia de la ley en proyecto.



Esta iniciativa se originó en una moción de los Senadores García y Tuma, quienes tuvieron gran sensibilidad para captar la realidad que subyace en su propuesta.



La idea es ayudar a las familias que viven en loteos irregulares por la vía de otorgarles más tiempo para acceder a los beneficios pertinentes.



También se introducen modificaciones con el propósito de facilitar aún más el procedimiento excepcional. Por ejemplo, a la forma de comprobar la tasación máxima de la vivienda del loteo y a la acreditación de la superficie, materialidad y calidad de la vivienda edificada en él.



Los miembros de la Comisión de Vivienda discutimos este proyecto. Escuchamos particularmente a representantes de la Municipalidad de Temuco, a especialistas, a técnicos, y coincidimos en la conveniencia de aprobar la idea de legislar, lo que hicimos por la unanimidad de los presentes, considerando todas las observaciones formuladas.



De todas maneras, pensamos que en la discusión particular habrá que hacer adecuaciones y correcciones.



Yo quiero insistir en una, la que se viene discutiendo por años acá: por qué la regularización de la propiedad está desacoplada con relación a la del loteo.



Ello requiere una modificación del decreto respectivo del Ministerio de Bienes Nacionales en el sentido de que cuando se regularice la propiedad raíz debe hacerse lo propio con el loteo. Porque se da el absurdo de que Bienes Nacionales regulariza las propiedades, pero no las calles, ni los sistemas de iluminación, ni los accesos.



Entonces, a ese respecto se precisa enmendar el decreto pertinente.



Por eso, considero importante que el Ejecutivo estudie el punto y en el trámite del segundo informe presente una indicación para que a futuro no se sigan formando loteos irregulares y el esfuerzo de regularizar propiedad raíz vaya acompañado del de regularizar loteos.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, este proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores García y Tuma, resulta de particular importancia en los casos de loteos irregulares que aún no han podido acogerse a los beneficios de la ley Nº 20.256, que se promulgó el año 2012.



Estoy totalmente de acuerdo con la idea de legislar en esta materia, aunque, tal como se expresó durante su discusión en la Comisión de Vivienda, estimo que deben adoptarse los resguardos pertinentes para evitar abusos por parte de los beneficiarios.



No es misterio para quienes representamos a regiones en esta Corporación la existencia de numerosos loteos irregulares en las diversas comunas de nuestras circunscripciones, los que deben regularizarse con un marco legal adecuado para que las familias que residen en ellos tengan viviendas dignas, con servicios básicos, y puedan integrarse a la comunidad en cuyo seno desarrollan su diario vivir.



Para ese propósito, la moción contempla el otorgamiento de diversas facultades a las direcciones de obras municipales pertinentes con el objeto de concretar la regularización que se persigue.



Como no me cabe duda de que todos los miembros de la Corporación estamos contestes en la necesidad urgente de legislar respecto a los loteos irregulares existentes en las diversas comunas de nuestro país, doy mi voto favorable a esta iniciativa, en el entendido de que durante la discusión particular se le introducirán enmiendas destinadas a perfeccionar su articulado.



Señor Presidente, debo connotar que esta materia ha sido de particular preocupación para el Senador que habla, pues tenemos una situación bastante compleja en Viña del Mar y Valparaíso.



En la Quinta Región se concentra un tercio de los campamentos de Chile. Pero, además, la situación se ha ido consolidando en sectores de Viña del Mar, como Miraflores Alto, Achupallas, Santa Julia, Reñaca Alto, Glorias Navales, donde es necesario proceder con mayor celeridad a la regularización de los loteos irregulares que hoy se hallan justamente en ese trámite, a lo que han apuntado iniciativas de la Administración anterior y de la actual.



Muchos de esos loteos cuentan con pavimentación, en fin, y existen las condiciones requeridas para que los vecinos obtengan sus títulos de dominio. 



Creo que el aumento del plazo pertinente dice relación no solo con la sensibilidad que han manifestado los Senadores Tuma y García, sino también con nuestra especial preocupación por el problema que se aborda.



Voto a favor.

)----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Saludo al 2º Medio del Liceo Mirella Catalán Urzúa, de Paredones.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, en primer término, quiero destacar la moción que presentaron los Senadores Eugenio Tuma y José García.



Lamentablemente, cada cuatro o cinco años debemos tomar iniciativa para crear la famosa “ley de regularización”.



Pienso que nos encontramos ante una buena moción. Sin embargo, ella refleja la precariedad que tenemos en nuestro país en lo que concierne al sistema de desarrollo urbano y al cumplimiento de las normas urbanísticas al momento de la constitución de loteos o de la realización de construcciones.



La ley en proyecto -tal como decía el Senador Montes-, más que destinada a regularizar propiedades o viviendas, persigue como objetivo normalizar loteos, es decir, espacios comunes o bienes nacionales de uso público donde se han realizado construcciones y en que no existe ningún tipo de regularización.



Me parece importante que se cree un mecanismo de regularización integral, porque no es admisible que a estas alturas del desarrollo legislativo y luego de las facultades entregadas tanto a los municipios cuanto al Ministerio de Vivienda tengamos una dualidad contraproducente: la de que por un lado se encuentran regularizadas las propiedades, mientras por otro los bienes donde ellas se emplazan no lo están.



Esa situación es completamente contradictoria y habla de la falta de coordinación entre el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el de Bienes Nacionales como titular de aquellos.



En consecuencia, probablemente en el futuro debiéramos legislar a los efectos de establecer la obligación de la entidad reguladora de crear mecanismos de regularización integral tanto para los bienes nacionales como para los particulares. Por ejemplo, que la autoridad municipal no pueda recepcionar obras si el terreno y los bienes del loteo no se encuentran debidamente regularizados.



Yo aprobaré la idea de legislar, señor Presidente.



No obstante, estimo que hay dos puntos relevantes que deberemos analizar durante la discusión particular.



En primer término, este proyecto, junto con permitir la regularización, simplifica el trámite y disminuye a una declaración jurada simple la naturaleza jurídica del documento que debe presentar el solicitante ante la autoridad correspondiente. 



Solo quiero advertir que parece necesario que el precepto atinente a la declaración jurada simple vaya acompañado de una norma que establezca una sanción para eventuales defraudaciones. Porque puede ocurrir que la simplificación del trámite, pensada de buena fe por los mocionantes y usada probablemente de buena fe por gran parte de los beneficiarios, sea mal utilizada por algunas personas para engañar a la autoridad a fin de regularizar loteos que no les pertenecen.



Por eso, considero que una declaración jurada simple puede ser insuficiente.



En segundo término, la moción circunscribe el concepto “áreas de riesgo” al loteo, sin considerar la propiedad.



Sobre el particular, señor Presidente, debemos ser cuidadosos.



Entiendo que el propósito de la moción es regularizar loteos irregulares. Pero lo que no puede ocurrir es que la ley valide los loteos en zonas de riesgo, ya que ello puede resultar contraproducente para la construcción que se está realizando, dada la falta de aptitud del terreno para tal efecto, lo que pone en riesgo a los habitantes del sector.



Debemos destacar la moción de los Senadores Tuma y García, pues se orienta bien al hacerse cargo de una realidad que muchas veces afecta no solo al desarrollo urbano de ciertas comunas, sino también a la regularización de terrenos y loteos, la que genera un mejoramiento del patrimonio de los ciudadanos, particularmente de los más modestos, quienes no pueden contratar abogados para seguir el procedimiento normal de regularización.



Por eso, aprobaré en general el proyecto. Pero creo que deberemos formular indicaciones durante la discusión particular.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento necesario para que el Senador señor Zaldívar me remplace en la testera, pues deseo fundamentar mi voto.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la ley en proyecto será la tercera relacionada con los loteos irregulares.



Deseo expresarle al Honorable señor García, quien me ha instado a acompañarlo en la iniciativa, que estamos motivados por la observación permanente del comportamiento de la legislación y de cómo numerosos loteos se han ido regularizando, pero muchos otros no, por distintas razones.



La aplicación de la normativa nos ha resultado educadora en cuanto a cómo corregir el ordenamiento o facilitar el acceso a los instrumentos que este pone a disposición de familias muy modestas, que no han elegido vivir en campamentos, sin agua, ni alcantarillado, ni electricidad, ni veredas, ni pavimento, expuestas a las inclemencias del clima o a una catástrofe. La instalación en campamentos y loteos obedece a la desesperación de ofrecer un espacio mínimo al grupo autónomo propio y de terminar con el drama de habitar hacinados o de allegados en las familias de origen.



Por tanto, tenemos una lección que aprender en el sentido de que el Estado, en primer lugar, no está entregando suficientes instrumentos para satisfacer la demanda de vivienda. Los recursos o los instrumentos siempre son escasos, y esa es la razón de la urgencia de ir atendiendo regularizaciones vinculadas con las familias, con el diario vivir, con la calidad de vida.



Desde ese punto de vista, hemos presentado con el señor Senador un proyecto en orden a aumentar el plazo de vigencia de la ley que hoy día permite regularizar los loteos.



Y se simplifica la tramitación para los efectos de la tasación, ya que, muchas veces, la autorización demora porque la primera no se hace. Bastaría, entonces, con cambiar el sujeto del trabajo en el territorio por una declaración jurada respecto del tipo de vivienda.



Se otorga también un plazo para el pronunciamiento del Director de Obras Municipales, de modo que si no lo verifica en 30 días se entendería la aceptación.



La zona de riesgo es una materia en la que debemos trabajar. Varios colegas han manifestado inquietud por llevarse a cabo regularizaciones que pueden incentivar a vivir en situaciones peligrosas. Hay que revisar eso. No por el hecho de que las familias se encuentren en condiciones de irregularidad no vamos a preocuparnos de ellas. Al contrario.



Uno de los obstáculos que han enfrentado los loteos irregulares es el de no hallarse en terrenos susceptibles de una autorización para construir por tratarse de una zona de riesgo. Son áreas que nadie quiere, habita u ocupa, motivo precisamente por el cual van a instalarse campamentos. Es lo que ocurre en numerosos casos.



Entonces, ¿qué es lo que estamos planteando? Modificar esos sectores a través de planes de mitigación y la posibilidad de autorizar los loteos previo el estudio respectivo y cuando cuenten con la aprobación para la ejecución de las obras pertinentes.



Vamos a convertir las zonas de riesgo en lugares en que se pueda vivir; en terrenos que permitan resolver sus dificultades a familias que nunca, por la irregularidad, han recibido un subsidio habitacional, como tampoco para el mejoramiento de una vivienda. El proyecto viene a regularizar la situación a fin de que puedan acceder a ambos, al igual que al subsidio térmico.



Por eso, juzgo que la revisión de la legislación, así como la toma de medidas y la creación de los instrumentos necesarios para que ellas puedan acogerse al beneficio, constituye un avance.


Como lo decía el Honorable señor García, vamos a solicitarle al Ejecutivo, por ejemplo, que patrocine una indicación tendiente a priorizar a esas familias o a los loteos cuando postulen a un subsidio habitacional, o térmico, o de ampliación.



A mi juicio, el incendio en Valparaíso o los terremotos nos han dado la lección de que los sectores de viviendas precarias son los más afectados, los que más sufren y los que menos ayuda pueden recibir del Estado en el momento de la emergencia, y resultan erradicados a una mediagua quién sabe dónde. De lo que se trata es que los loteos irregulares reciban las obras de urbanización, de mejoramiento, de mitigación, frente a la inseguridad o a catástrofes determinadas.



El Senador señor Montes hacía referencia a un asunto importante, relacionado con los espacios comunes. Muchos de los loteos han normalizado el sitio a través del decreto ley N° 2.695, de 1979, dictado para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz. Se ha hecho un uso generalizado de este instrumento para sanear terrenos dentro del radio urbano. Pero el procedimiento no considera qué pasa con el acceso, con los espacios comunes o con las áreas verdes. No se contempla un pronunciamiento al respecto. En virtud del sistema, la municipalidad solo da un número de ubicación en una calle que no tiene ni nombre y que tampoco les permite a los que viven en los loteos determinar con certeza de quién es el espacio público.


Es decir, este último no existe. El que loteó fue un privado. Por tanto, ninguna empresa de servicios básicos -electrificación, agua potable, gas, en fin- se atreve a hacer inversiones ahí, ya que no tiene seguridad alguna de quién es el propietario. Ello no sucedería y sería más simple si se tratara de un espacio público o la Dirección de Obras Municipales declarara que reviste el carácter de bien nacional de uso público.



Me parece que la iniciativa en debate está recogiendo un sentir muy grande de miles de familias que aún no han regularizado, y muchas de ellas, o casi todas, no han podido recibir ninguna ayuda estatal. Si decimos: “Vamos a crear un Estado que ayudará y focalizará los subsidios en los más vulnerables”, aquí tenemos un sector que presenta tal característica y que no ha recibido ninguno en materia de vivienda.



Por último, como el proyecto requiere gran intervención; como es preciso escuchar bastante más a los directores de Obras Municipales; a los dirigentes, ante las dificultades que han experimentado para acogerse a la ley vigente; al Ejecutivo, a fin de saber si habrá predisposición para el patrocinio de una iniciativa que permita invertir de verdad fondos destinados a la urbanización, me parece que conviene fijar un plazo no menor de treinta días para la presentación de indicaciones. Sugiero el 8 de septiembre para tal efecto, fecha en la cual podrían registrarse muchas que apuntaran a lograr el objetivo que se persigue.



Votaré que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Quisiera aprovechar la ocasión para saludar, primero que nada, al Alcalde de Calama, señor Esteban Velásquez, como también a los dirigentes del Movimiento Ciudadano de Calama. Agradecemos su presencia.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Hago otro tanto respecto de la delegación del Liceo Luis Edmundo Correa Rojas, de Curepto.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ.- Seré muy breve, señor Presidente.



Concuerdo con los análisis efectuados por diversos colegas y, en particular, por los autores de la iniciativa, Senadores señores Tuma y García, sobre los problemas a los cuales nos estamos enfrentando, relacionados con la cantidad de loteos irregulares, de familias vulnerables. La situación de irregularidad les impide a estas acceder a beneficios de carácter estatal, a programas de subsidios, a la inversión pública.



Pero la pregunta que debemos responder, ya que a mi juicio se abre solo una ventana en este aspecto -voté a favor en la Comisión-, es por qué la legislación ha tenido que ser modificada en forma permanente; por qué no rindió frutos en el momento de dictarse o al hacerse la primera renovación. Esta es la segunda que efectuamos.



La contestación es que se trata solo de una parte del problema. No hay duda de que aquí se requiere una acción del Estado. En particular, son los Ministerios de Vivienda y de Bienes Nacionales, junto con los municipios, los que tienen que abordarlo de manera integral. Mientras eso no suceda, tendremos que seguir renovando esta especie de esperanza de contar con un instrumento legal que nos ayude a resolver, cada cierto tiempo, la situación de irregularidad en que se encuentran algunos de los loteos existentes en nuestras provincias y regiones.



En consecuencia, además de aprobar la ley en proyecto, el Senado debe abocarse -así se lo hemos planteado al Presidente de la Comisión de Vivienda, Honorable señor Montes- a una acción con el Ejecutivo para que se inicie un plan integral en el que al menos las Secretarías de Estado mencionadas puedan coordinarse a fin de llevar adelante un programa efectivo de regularización.



El Ministerio de Bienes Nacionales tiene un programa y regulariza propiedades, pero no el entorno. Entonces, nos vemos ante el hecho, en numerosas ocasiones, de que existen propietarios, personas con título de dominio, pero sin ninguna posibilidad de que el Estado o los municipios inviertan en calles, en parques y jardines, en infraestructura.



Ello no se resuelve solo por la vía de que algunas normas se relajen para enfrentar el problema, sino que se precisa una acción pública decidida, sostenida y coordinada para poder solucionar las dificultades de cientos de familias que viven en situación irregular, respecto de las cuales al Estado y a los municipios no les es factible llevar adelante programas de beneficio social que sí reciben otras.



Voto a favor de la iniciativa, señora Presidenta, en el entendido de que representa la apertura de una ventana, no de una puerta, para superar cuestiones de fondo en algunos sectores de nuestras comunas, provincias, regiones, donde se encuentran las personas de mayor vulnerabilidad, porque la falta de un título de dominio les impide acceder a un conjunto de programas sociales que irían en su beneficio.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- El último inscrito para intervenir es el Honorable señor Letelier, quien no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 29 señores Senadores se pronuncian a favor, y fijándose el 8 de septiembre próximo como plazo para la presentación de indicaciones.


Votaron las señoras Allende, Muñoz, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Con relación al siguiente asunto del Orden del Día, que es el proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, hago presente a la Sala que el señor Ministro de Educación me manifestó su deseo de estar presente en la discusión.



Como se encuentra en la Cámara de Diputados, podríamos suspender la sesión para avisarle y esperarlo.

El señor ROSSI.- Sigamos con la tabla, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Entonces, continuaremos con el punto siguiente.

COOPERACIÓN TÉCNICA Y CIENTÍFICA ENTRE

CHILE Y SAN VICENTE Y LAS GRANADINAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de San Vicente y las Granadinas”, suscrito en Kingstown el 30 de noviembre de 2012, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.164-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 82ª, en 23 de diciembre de 2013.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal que se persigue es adoptar medidas tendientes a promover el desarrollo de la cooperación técnica y científica entre ambas Partes.



La Comisión discutió la iniciativa en general y en particular, y la aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.



Cabe hacer presente que el proyecto de acuerdo requiere al menos 20 votos para ser acogido, por incidir en normas de quórum calificado.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general y particular.

El señor ORPIS.- Abra la votación, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No hay Senadores inscritos para intervenir.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 23 señores Senadores se pronuncian a favor.



Votaron las señoras Allende, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, Coloma, García, Guillier, Harboe, Larraín, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

CREACIÓN DE SUBSECRETARÍA Y DE INTENDENCIA
DE EDUCACIÓN PARVULARIA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.365-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 20ª, en 3 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son los siguientes:



-Crear la Subsecretaría de Educación Parvularia, órgano administrativo de colaboración directa al Ministro de Educación y que tendrá a su cargo la elaboración, coordinación, aplicación y evaluación de políticas y programas en materia de desarrollo, promoción y entrega de la educación parvularia.



-Crear, dentro de la Superintendencia de Educación, la Intendencia de Educación Parvularia, instancia a la que le corresponderá la tarea de fijar los criterios técnicos del ejercicio de las funciones de la Superintendencia, en relación con los establecimientos que impartan educación parvularia.



-Modificar algunos cuerpos legales a fin de armonizar las normas del sector con las funciones y denominación de los nuevos órganos administrativos.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi e Ignacio Walker.



El texto que se propone aprobar se transcribe en  las páginas 39 a 47 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Cabe tener presente que el artículo 3° de la iniciativa tiene carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación 22 votos favorables.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señora Presidenta, este es, quizás para muchos, uno de los proyectos más importantes. Sin duda alguna, la materia que aborda es de primera relevancia.



Cuando en la Comisión escuchamos a distintos especialistas en educación inicial, nos dimos cuenta de la trascendencia que pueden tener los esfuerzos que hagamos para mejorar la cobertura y la calidad de la educación parvularia.



Un peso invertido en educación parvularia se recupera con creces con la productividad alcanzada en el aprendizaje de esos niños. Un peso representa, finalmente, ocho pesos. ¡Qué mejor inversión!



Por lo tanto, hay que avanzar hacia una mayor cobertura y también hacia una mayor calidad de la educación, porque es efectivo que una educación parvularia de mala calidad puede ser incluso contraproducente para el desarrollo educativo de los niños.



Hoy tenemos un sistema tremendamente enredado, diría yo, desde el punto de vista de la institucionalidad de la educación inicial o parvularia. Tenemos una institucionalidad donde se confunden las funciones y donde a veces se observa duplicidad de funciones. La JUNJI, por un lado, junto con el Ministerio de Educación, ejerce un rol normativo importante en el diseño de las políticas del área, pero además desempeña labores de fiscalización, de supervigilancia y aun de empadronamiento de jardines infantiles.



En consecuencia, tenemos una institución que ejerce funciones normativas (diseño de políticas), a la vez que lleva a cabo tareas de fiscalización, así como de provisión del servicio educativo parvulario.



Evidentemente, eso no es bueno para el sistema y, por lo mismo, este proyecto plantea su modificación, entregando funciones que hoy posee la Junta Nacional de Jardines Infantiles a otros organismos que se crean. Por ejemplo, la Subsecretaría de Educación Parvularia constituirá, sin duda alguna, el espacio donde se diseñarán las políticas públicas en materia de educación inicial. 



Se crea, asimismo, dentro de la Superintendencia, una intendencia cuya finalidad será elaborar los criterios técnicos que orientarán la labor de fiscalización de los jardines infantiles.



Es importante señalar que será la Subsecretaria de Educación Parvularia la que otorgará el reconocimiento oficial o el permiso de funcionamiento a tales entidades.



Al respecto, cabe destacar que en la discusión de este proyecto se abordó la iniciativa que regula los permisos de autorización de los jardines privados. Hoy por hoy, resulta mucho más fácil abrir un jardín infantil que instalarse con una botillería. Por eso estamos trabajando también en los requisitos para obtener un permiso de funcionamiento en el ámbito de la educación parvularia.



Además, hay aspectos que tienen que ver con los funcionarios.



Si uno analiza cuál es la realidad de las distintas instituciones existentes en el nivel parvulario, se dará cuenta de que un número significativo está compuesto por establecimientos municipales. De hecho, el 24 por ciento de la matrícula corresponde a entidades de ese carácter, y el 37 por ciento, a establecimientos educacionales particulares subvencionados; la JUNJI tiene 436 establecimientos, e Integra, 891. Y también hay establecimientos privados y municipales que reciben financiamiento estatal a través de uno de esos dos organismos.



Existen igualmente unos jardines traspasados, llamados “VTF”, cuyos dirigentes, funcionarios y funcionarias nos han planteado que esperan recibir un trato igualitario desde el punto de vista de las condiciones laborales, así como desde la perspectiva de las políticas de financiamiento.



La subvención de un niño de un jardín de la JUNJI es diametralmente distinta de la que se otorga a uno de un jardín de Integra o de un establecimiento en modalidad VTF. Y aquello no tiene ninguna justificación lógica ni técnica.



Por lo tanto, también será necesario homogeneizar las condiciones laborales al interior de jardines infantiles que son parte del Estado o reciben financiamiento de este.



Cabe señalar que del total de instituciones de educación parvularia (11.343), 1.260 son establecimientos sin financiamiento estatal, puramente privados, equivalentes al 11,1 por ciento.



Hay un elemento que igualmente me parece importante señalar, en especial hoy, cuando debatimos la necesidad de terminar con el lucro en la educación. Porque está demostrado que el lucro no es buen motor de la calidad de la enseñanza.



Asimismo, discutimos aspectos relativos a los procesos de ingreso o admisión, como la selección, o lo que significa el copago como barrera de entrada para padres y apoderados, limitando el ejercicio de su libertad al momento de tomar la decisión de elegir un colegio.



Fíjense que es interesante la experiencia que se observa en la educación parvularia. De cero a 4 años (sala cuna y niveles de transición medio menor y medio mayor), no hay copago, no hay lucro y tampoco hay selección. De hecho, los recursos se focalizan, principalmente, en los niños más vulnerables, es decir, en aquellos de los tres primeros quintiles.



Posteriormente, en el rango de 4 a 6 años aparece el lucro, el copago, aunque no la selección, al menos no formalmente y de manera transparente. Sabemos que hoy la selección se restringe solo hasta después de sexto básico, cuestión que pretendemos cambiar con la reforma educacional que se está llevando adelante.



Por cierto, en la actualidad tenemos un problema de cobertura. Sin embargo, existe un compromiso de la Presidenta Bachelet que ya se está implementando: una georreferenciación de los lugares donde debiesen emplazarse los jardines infantiles y las salas cuna, lo cual nos permitirá ir acortando la brecha que tenemos con los países de la OCDE.



La cobertura de salas cuna en las naciones pertenecientes a dicha organización es de 30 por ciento; en Chile, en cambio, es de 17 por ciento. Por tanto, apenas uno de cada 5 o 6 niños lactantes de nuestro país tiene acceso a jardín infantil. Y eso restringe no solo la posibilidad de que un niño reciba educación en un momento muy importante de su vida (el más importante, quizá, desde la perspectiva de poder influir en  su aprendizaje  y en el desarrollo de ciertas habilidades cognitivas y sociales), sino que también limita las opciones de acceso al mercado laboral de las mujeres. Por eso que tiene una doble relevancia lo que se está haciendo en la actualidad en materia de aumento de cobertura de salas cuna y de jardines infantiles en general.



Pero, como ya dijimos con anterioridad, no solo es importante la cobertura. Del mismo modo, se está trabajando fuertemente en el perfil de la carrera de educadora de párvulos, en los currículums y en todo lo que dice relación con el apoyo técnico-pedagógico y el perfeccionamiento permanente de la educadora y su equipo.



De ahí que valga la pena, señora Presidenta, expresar algunas palabras respecto de las condiciones laborales en que ellas se desempeñan.



La verdad es que no existe ninguna razón para que haya un trato tan distinto con otros niveles de la educación. Hoy en día una educadora de párvulos de kínder recibe un salario de dos sueldos mínimos. Y estamos diciendo que la educación parvularia es, quizás, la fase más relevante del proceso educativo, por la permeabilidad que tiene un niño con relación a la estimulación precoz en esa etapa de su desarrollo.



En consecuencia, considero fundamental que, cuando hablemos de plan nacional docente, de perfil de la carrera docente, de incentivos, de perfeccionamiento, de estabilidad laboral, de condiciones de trabajo en general, incorporemos en ese debate a las educadoras de párvulos, porque también son docentes y cumplen un rol primordial, que hoy estamos relevando mediante el proyecto de ley en análisis, el cual -insisto- cambia la institucionalidad, creando la Subsecretaría de Educación Parvularia y una intendencia dentro de la Superintendencia, para el diseño de criterios técnicos orientados a la fiscalización en este ámbito de la educación.



Y resulta muy importante -reitero- que separemos la función de provisión del servicio educativo de las funciones más bien rectoras, normativas y de fiscalización.



Este proyecto despierta bastante respaldo; un respaldo transversal, en los distintos sectores.

El señor QUINTANA.- ¡Esperemos!

El señor ROSSI.- Así que ojalá que hoy haya una aprobación unánime.



Por último, quiero hacer presente que la iniciativa que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles tiene su plazo de indicaciones vencido. 


Por lo anterior, señora Presidenta, solicito que se abra otro plazo hasta el 18 de agosto, al igual que para el proyecto que ahora estamos discutiendo, porque los estamos viendo en conjunto. Ello resulta coherente y los miembros de la Comisión están de acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría inconveniente en fijar plazo para formular indicaciones hasta el 18 de agosto respecto de ambos proyectos?



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, cuando Chile ratificó la Declaración Universal de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1959, y que contempla, entre otros, el derecho a recibir educación gratuita y obligatoria, nuestro país asumió un compromiso con la educación.



Y, a propósito de que hoy está en discusión la reforma educacional, la calidad de la enseñanza, uno reflexiona que el futuro de la educación se tiene que ir desarrollando no solo imponiendo leyes, sino también a través de un cambio cultural. Y este cambio lo vamos haciendo todos juntos, en virtud de lo que significa para Chile mejorar la educación, sobre todo en el nivel parvulario.



En tal sentido, el reciente estudio de Impacto Educativo de la Enseñanza Preescolar, realizado por la UNESCO, muestra cómo se encuentra plenamente establecido que es en la primera infancia, como lo señalaba el Senador Rossi, donde se presentan las mayores oportunidades para el desarrollo humano integral. Según este informe, en esa etapa existen oportunidades de desarrollo que no se repiten posteriormente en el ciclo de vida humana, generándose procesos de desarrollo biológico, socioemocional, cognitivo y de lenguaje, encadenados causalmente entre sí a lo largo del ciclo vital.



Por ello, la inversión en desarrollo infantil es muy estratégica para un país en vías de desarrollo. Porque la tasa de retorno de invertir en desarrollo temprano es la más alta de todos los niveles educacionales y es base para la consecución de competencias individuales, determinantes para la productividad y la capacidad de innovación de las naciones.



Diversos y recientes estudios de distintos programas de Naciones Unidas, como también mencionaba el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, establecen que por cada dólar invertido en educación preescolar se ahorran más de siete dólares por concepto de seguridad y bienestar social al cabo de 27 años.



Por eso, contar con una oferta pública de guarderías y jardines infantiles que otorgue adecuada cobertura a la demanda existente permite a los padres, y especialmente a las madres, salir con tranquilidad a trabajar o estudiar, teniendo la confianza de que sus hijos están siendo cuidados, estimulados y educados en forma adecuada.



Ya se han entregado cifras de la Junta Nacional de Jardines Infantiles. No las voy a repetir. Pero sí quisiera indicar que los jardines infantiles y las salas cuna de la JUNJI solo atienden a niños pertenecientes al primer y al segundo quintil de ingresos. Por lo tanto, las familias de los quintiles siguientes, correspondientes a la clase media, no pueden optar a la oferta pública de jardines infantiles y salas cuna, pudiendo solo acceder a la oferta privada, que muchas veces no pueden pagar.



En ese contexto, donde la oferta pública no alcanza a cubrir la demanda de matrículas, comienzan a surgir los llamados “jardines comunitarios”, que, de acuerdo a la ley Nº 17.301, corresponden a iniciativas de un grupo de padres que por diversas razones tienen dificultades para acceder a un jardín infantil, sea de la JUNJI o privado.



Estos establecimientos obtuvieron reconocimiento legal. Uno de los artículos del cuerpo normativo pertinente dispone que “son Jardines Infantiles Comunitarios aquellos establecimientos que atienden a un grupo reducido de párvulos, de modo heterogéneo u homogéneo, producto de una iniciativa comunitaria”. Estos pueden estar a cargo de un técnico en educación parvularia o, en casos excepcionales, de un agente educativo que no cuente con título profesional, pero que cumpla con las exigencias de idoneidad y supervisión que contemple el reglamento.



Por su parte, el decreto que regula la aplicación del inciso segundo del artículo 3º de la ley Nº 17.301 dispone que un jardín infantil debe funcionar cumpliendo ciertas normas básicas de infraestructura y seguridad, contando con personal idóneo para trabajar con menores. Pero -y aquí está el pero-, debido a la precariedad en la que funcionan estos establecimientos, muchos de ellos no solicitan el reconocimiento de la JUNJI y, por tanto, sus condiciones no son fiscalizadas por organismo alguno.



En ese contexto, el Presidente Piñera presentó el proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles -hoy en su segundo trámite reglamentario en la Comisión de Educación del Senado-, el cual recoge expresamente otras iniciativas parlamentarias, como la que establece un marco regulatorio para los establecimientos de educación preescolar (de autoría del ex Presidente de la Cámara de Diputados Rodrigo Álvarez, del ex Diputado y actual Ministro de Defensa, Jorge Burgos, y del actual Senador Felipe Harboe), y la que modifica la Ley General de Educación para establecer un reconocimiento oficial del Estado a las salas cuna y jardines infantiles (de autoría de diversos Diputados, entre los cuales estaba quien les habla).



El proyecto que hoy nos convoca debe necesariamente complementarse con aquel presentado por el Presidente Piñera, con el objeto de alcanzar no solo los objetivos de cobertura en educación preescolar, que han perseguido los últimos gobiernos, sino también el de la indispensable calidad de estos establecimientos educacionales, considerando la enorme importancia que la educación preescolar tiene en el desarrollo futuro de nuestros niños.



Señora Presidenta, nunca hay que perder de vista que el objetivo de toda política pública, de todo proyecto de ley y de todas las actuaciones de las autoridades en materia educacional siempre, ¡siempre!, debe ser alcanzar una educación de mejor calidad para nuestros niños y jóvenes.



Por eso, vamos a concurrir con nuestro voto favorable a este proyecto, esperando que en su discusión particular se tengan presentes las otras iniciativas en trámite que miran el mismo propósito, y cuidando, de manera muy especial, que esta nueva institucionalidad constituya un avance real para asegurarles a todas las familias chilenas la calidad de la educación que recibirán sus hijos desde la más temprana edad. 



Independiente de las aprensiones, de las diferencias existentes en la discusión sobre la reforma educacional, esta siempre ha de centrarse en los jóvenes, en los niños y, sobre todo, en su principal finalidad: lograr una mejor calidad de la educación.



Con ello podremos tener un futuro mejor.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, este proyecto reviste la mayor importancia. 



En la Comisión de Educación concitó un apoyo unánime, lo que demuestra que, más allá de los titulares de prensa, los conflictos no son generalizados, pues las disputas no se dan en todos y cada uno de los ámbitos de la reforma educacional, sino en algunos aspectos.



Este es uno de los ocho proyectos de ley comprometidos por la Administración de la Presidenta Bachelet (por ejemplo, a nivel de la educación parvularia) que demuestran que existe un acuerdo, un consenso más amplio de lo que muchas veces tales titulares sugieren.



Esta iniciativa crea una nueva institucionalidad para la educación inicial, en que ahora hablamos de “educación parvularia”, y antes de “guarderías”. 



Hoy día todo este proceso, que tiene lugar entre 0 y 4 años, o de 0 a 6 años de edad si incluimos prekínder y kínder, obviamente apunta a lo medular en el proceso educativo de una persona, que justamente se da a esa edad.



Actualmente, hay un millón y medio de niños de 0 a 6 años y 6 mil 100 establecimientos educacionales, de los cuales 4 mil 100 son públicos, principalmente de la JUNJI y también de Integra, y 2 mil privados.



El Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet persigue un objetivo bastante ambicioso: pasar de una matrícula de 17 por ciento -como se da ahora- a una de 30 por ciento entre 0 y 4 años de edad.



Ello, porque, en términos de cobertura, de acceso, hoy día la educación parvularia es lo más deficitario dentro del proceso educativo. 



Para obtener una cobertura de 30 por ciento se van a construir 4 mil 500 salas cunas y 1.200 jardines infantiles, o sea, 5 mil 700 salas cunas y jardines infantiles. Esto significa incorporar a 134 mil niños y niñas al proceso de la educación parvularia, con una inversión de 450 millones de dólares, en este Gobierno. 



Por lo tanto, también digámosle al país que hay buenas noticias. Si bien en el campo de la educación existe una reforma compleja, que comprende bastantes iniciativas, empezamos con este proyecto, que concita acuerdo -espero que prácticamente unánime- y apunta a un aspecto muy medular de nuestra educación.



¿Qué hace esta iniciativa, finalmente? 



Consagra una nueva institucionalidad, un nuevo diseño institucional para regular de mejor forma aquello que hoy día aparece bastante desregulado en nuestro país, porque los requisitos para establecer una sala cuna o un jardín infantil son mínimos.



Lo anterior, a través de dos maneras.



Primero, creando una Subsecretaría especializada en educación parvularia.



Y, segundo, instaurando una Intendencia para fiscalizar los recursos que se invierten en la educación parvularia.



Por consiguiente, esta iniciativa viene a complementar la institucionalidad generada durante estos años en el campo de la educación.



Existe la Ley General de Educación, que representó un avance en su momento, que falta complementar, adecuar y modificar en materia de educación superior; el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que surgió de un proyecto con el mismo nombre aprobado en agosto del año 2011, y que -como dice la normativa que lo creó- se refiere a la educación parvularia, básica y media.



Obviamente, en básica y media estamos más avanzados, pues se establecieron dos instituciones muy importantes: la Agencia de Calidad de la Educación, que mira lo que ocurre dentro de la sala de clases, y la Superintendencia de Educación, que fiscaliza los recursos destinados a educación básica y media, los cuales alcanzan, vía subvención, a 6 mil millones de dólares al año. El 10 por ciento de todo el presupuesto de la nación va a educación básica y media, a través de subvención. 



Y esto se encuentra en una especie de marcha blanca, de plan piloto: se están implementando la Agencia de Calidad y la Superintendencia de Educación, que creamos hace tres años.



Obviamente, se trata de un proceso que se debe evaluar permanentemente para velar por la calidad y por la fiscalización.



Bueno, en primer término, hoy estamos llenando ese vacío que quedó desde el punto de vista de la educación parvularia, mediante la creación de una Subsecretaría de Educación Parvularia.



Ella tendrá, entre otras funciones, la de dictar un plan nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia. Y, además, la facultad de otorgar algo que constituye el meollo de otra iniciativa, que discutimos en paralelo -como aquí se ha dicho-: la autorización para el funcionamiento de las salas cunas o los jardines infantiles, que se halla regulado ahora -yo diría- por normas muy precarias, muy básicas.



La autorización para funcionar es algo mínimo. La gran mayoría está disconforme, poco contenta con ella. Queremos más, un reconocimiento oficial que suba los estándares y las exigencias de la educación parvularia.



Eso efectúa esta Subsecretaría, que tiene por objeto, en el fondo, la formulación de la política pública, aprobar este plan nacional, autorizar el funcionamiento, dar el reconocimiento oficial, a fin de asegurar -como dice la iniciativa- una educación parvularia de calidad.



Numerosas personas echan de menos la palabra “calidad” en la reforma educacional. Bueno, aquí están no solo esa palabra, sino también las atribuciones, las funciones, la institucionalidad para asegurar esa calidad.



En segundo lugar, dentro de la Superintendencia de Educación se instaura la Intendencia de Educación Parvularia, destinada a fiscalizar aquello que hoy se encuentra radicado básicamente en la JUNJI, y se la dota del poder para hacerlo.



En consecuencia, una de las cosas que persigue la iniciativa es separar las funciones de formulación de políticas, que quedarán radicadas en la Subsecretaría de Educación Parvularia, de las de fiscalización, hoy a cargo de la JUNJI (en este sentido, es juez y parte).



Y ese proceso de creación institucional va de la mano con el otro proyecto que se tramita en paralelo, que autoriza el funcionamiento de las salas cuna y los jardines infantiles o que da el reconocimiento oficial para que puedan cumplir su rol en materia de educación parvularia.



Una de las personas que comparecieron en la Comisión de Educación fue Alejandra Cortázar, profesora de la Universidad Católica, quien dijo que no existe una normativa única de carácter obligatorio para la educación parvularia. Hay una voluntaria para el reconocimiento oficial que, en todo caso, será obligatoria desde el año 2019.



Hoy día existen sueldos bajos en la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Hace algunas semanas aprobamos un proyecto sobre el particular -no voy a entrar en detalles-, mediante el cual se destinan más de 3 mil 300 millones de pesos a mejorar la situación del personal de la JUNJI.



Asimismo, Alejandra Cortázar dice que hoy día existe un cumplimiento de solo 50 por ciento de los indicadores de calidad, según los estándares internacionales (aunque la iniciativa en discusión no habla propiamente de tales indicadores, es un tema pendiente), e incluye a los jardines privados, respecto de los cuales, por lo demás, no se dispone de datos en esta materia.



He citado a Alejandra Cortázar de entre las muchas personas que comparecieron a la Comisión de Educación para dar su opinión como expertos.



En definitiva, señora Presidenta, ojalá le demos una señal al país mediante la aprobación por unanimidad del presente proyecto -así fue acogido en la Comisión respectiva-, que crea una nueva institucionalidad para la educación parvularia, el cual, junto con la iniciativa que estamos tramitando en paralelo, sobre autorización para funcionar o reconocimiento oficial para tales establecimientos, permitirá no solo optimizar el acceso, al subir la matrícula de 17 a 30 por ciento, sino además velar por una educación inicial de calidad, en condiciones de equidad.



Por lo tanto, ojalá podamos aprobar por unanimidad la iniciativa que nos ocupa.



He dicho.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero referirme a dos cosas.



Primero, he cometido una omisión. 



Señor Ministro, le ofrezco disculpas: no lo he saludado. ¡Bienvenido a la Sala! En verdad, tenía presente hacerlo. Sabíamos que se encontraba en la Cámara de Diputados y comenzamos el análisis del proyecto cuando usted se trasladaba hacia acá. Así que me excuso por no haberlo saludado a tiempo.



En segundo lugar, me han pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo?


Acordado.



En votación general la iniciativa.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Mantendremos, por supuesto, los tiempos de intervención si es necesario. 



Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Por su intermedio, señora Presidenta, quiero también saludar al señor Ministro de Educación.



Esta iniciativa de ley se enmarca en la creciente demanda social por una educación pública, gratuita y de calidad para todos nuestros niños y niñas y en la respuesta del Estado de Chile para ofrecerla.



El país será más grande y próspero en la medida que los hombres del futuro, aquellos que ocuparán nuestro lugar en esta sociedad, tengan las condiciones adecuadas para su formación. Todos los niños y niñas que habitan el territorio tienen derecho a una educación de calidad. Y corresponde al rol del Estado hacerse cargo de ello, íntegramente, sin ambigüedades y sin excepciones.


A ello se comprometió la Presidenta de la República y fue lo que suscribimos todos los parlamentarios que apoyamos su Programa; los que pedimos un Senador para Bachelet y quienes nos hicimos acompañar con su fotografía durante la última campaña.



Por lo tanto, enfrento este primer proyecto, que aborda un aspecto central de la reforma educacional, y anuncio mi voto favorable. 


Lo hago, en primer lugar, honrando el compromiso contraído ante la gente, pero también con la profunda convicción de que es el camino que debe emprender Chile para superar sus desigualdades y acceder al desarrollo.


La ciudadanía ha mandatado claramente a sus representantes políticos para ocuparse a fondo de esta exigencia. La educación pública gratuita y de calidad es un imperativo político. El Estado no puede apartarse de tal demanda y al Senado le cabe hoy el deber moral y republicano de abrir las puertas de la presente reforma, que equivale a abrir las de la inclusión a miles de niños y jóvenes que se hallan condenados a la exclusión.



Por esto, no puedo sino rechazar la caricatura abierta y descarada de la reforma educacional que vimos en los últimos días. Nada puede ser más impropio de un régimen democrático que la caricatura. Ella es el esfuerzo desesperado de aquel contrincante político que carece de fuerza y que mediante la deformación del contenido del mensaje busca desacreditar la sustancia, descalifica la pertinencia y se asila en un ámbito en que no se puede contestar con los mismos medios.


La importancia del reto reclama nuestra responsabilidad.



En cuanto a la iniciativa misma, comparto sus objetivos de separar las funciones de diseño, fiscalización y provisión del servicio de educación inicial, mediante la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia respectiva, y la concentración en la JUNJI del rol exclusivo de proveer el servicio.



La lucha contra la desigualdad está en la base de la reforma educacional y, probablemente, no hay segmento de la educación más desigual que la educación parvularia. Ello obedece, en primer lugar, a la cobertura dispar, que no alcanza a todos los niños en edad de recibirla, particularmente a los más vulnerables, y que tampoco se encuentra presente en la totalidad del territorio, especialmente en las áreas rurales.


La inequidad mencionada es abordada a través del anuncio del Gobierno en orden a abrir 4 mil 500 nuevas salas cuna en los próximos 4 años y 1.200 nuevos jardines para los niveles intermedios. Solo en la Región de Los Lagos se contempla la creación de 254 establecimientos.



Pero hay que hacer más en lo que se refiere a las zonas aisladas de las comunas rurales y también en los sectores marginales de las grandes ciudades, donde habitan las madres trabajadoras, diversas de ellas jefas de hogar, que no cuentan con un lugar donde dejar a sus hijos y, con ello, acceder al trabajo.


Llamo la atención sobre el hecho de que la ampliación de la cobertura en los sectores más marginales no es un problema que se pueda enfrentar solo desde el ámbito de la educación. Esto requiere una acción integral que abarque al Ministerio de Salud y a los municipios, responsables de los programas de atención al niño; al Ministerio de Desarrollo Social, entidad que dirige el programa Chile Crece Contigo, y a las labores que hoy día cumple el Servicio Nacional de Menores en la atención de niños en situación de riesgo. 


Por lo tanto, es vital que entre las funciones de la nueva Subsecretaría de Educación Parvularia esté clara la de coordinación, por ejemplo, a través del Consejo Nacional de la Infancia. Tal conexión resulta clave para producir una acción eficaz, por cierto, con los niños con necesidades educativas especiales, que muchas veces son segregados de los establecimientos regulares.



Sin embargo, también existe desigualdad en el propio trato que otorga el Estado a la educación inicial, al proveer financiamiento público distinto para los locales de la JUNJI, Fundación Integra y los jardines infantiles con administración delegada. Esta diferencia es inaceptable, y debe ser enfrentada en un plazo razonable.



Por cierto, otra discriminación se produce con los establecimientos municipales y particulares subvencionados, pues reciben subvención por asistencia, en circunstancias de que es bien sabido que en los primeros años existe un gran porcentaje de ausentismo, debido en numerosas ocasiones a medidas de prevención de contagios, especialmente en temporada invernal.



Y a propósito del financiamiento de la educación parvularia, cabe señalar que existe la obligación de proveer o financiar la sala cuna a los hijos de trabajadoras hasta los dos años de edad, de acuerdo al mecanismo establecido en el Código del Trabajo.


Si bien en su origen ese deber se fundó más bien en las necesidades de cuidado al menor y en su alimentación, con el aumento progresivo de la cobertura y de la calidad de la educación parvularia se puede llegar a replantear esta norma, no para disminuir las obligaciones de los empleadores, pero sí para focalizar de mejor manera el gasto, que es la única contribución que ellos hacen para la educación de los hijos, y solo orientado a las trabajadoras.



Sobre el mismo precepto, habrá que considerar, mediante indicaciones, las modificaciones a las facultades de fiscalización que establece el Código del Trabajo para la JUNJI, a fin de conciliarlas con el rol exclusivo de provisión del servicio que asumirá el organismo respectivo con la nueva ley.


Un último aspecto que quiero destacar se refiere a la fiscalización y a la acreditación de las personas que trabajan en el ámbito de que se trata. Parece increíble, pero en mi experiencia como alcalde me pude percatar de que existen más facultades para fiscalizar un carro de completos que para supervisar el quehacer de un jardín infantil o de una sala cuna.



En consecuencia, será un gran avance la institucionalidad que se está creando, la cual permitirá, por primera vez, controlar efectivamente las condiciones de funcionamiento de los establecimientos públicos y privados.



Este es un buen proyecto, necesario, y la antesala de una discusión mayor y profunda, que es la reforma educacional. 



Manifiesto mi acuerdo con la aprobación de la idea de legislar y mi satisfacción por el hecho de que, paso a paso y más allá de la crítica fundada o infundada, comienza a materializarse la reforma a la educación que reclama la inmensa mayoría del país.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señora Presidenta, en la gran discusión que hemos llevado a cabo en el último tiempo sobre la calidad de la educación, la importancia de la educación preescolar no merece ninguna duda.



No hay nadie que no plantee que en este ámbito hay que poner un énfasis importante.



Hasta la fecha se afirma que la educación preescolar es un factor fundamental de equidad y movilidad social. Actualmente, se consolida esa visión agregando que la calidad de la educación en los primeros años, además, permite aumentar la productividad en el largo plazo. Esto último, producto de que “la neurociencia ha demostrado que el período en que el cerebro es más eficiente para el aprendizaje comienza antes de los 3 años, por lo que la educación temprana posibilitaría la generación de capital humano y el aumento de la competitividad”.



En forma científica, nos están diciendo que, en la práctica, los menores que no asisten a educación parvularia se están perdiendo dicho período de aprendizaje. Por el contrario, los que sí van ganan un hándicap respecto de los otros. 



De acuerdo a esa premisa, que el Estado invierta en la educación temprana de nuestras niñas y nuestros niños resulta más rentable que hacerlo a mayores edades. Ello, con el añadido de que tal acción, al mismo tiempo, contribuye a igualar oportunidades y a disminuir las brechas iniciales en favor de los menores provenientes de familias de más escasos recursos.



Entonces, en esa etapa hay que poner el mayor énfasis, porque es ahí -así lo han planteado el ex Presidente Piñera, la Presidenta Bachelet, los técnicos, los propios Ministros- donde se marcan las diferencias, las diferencias más inexplicables y absurdas: las que vienen desde la cuna.



Algunos estudiosos, como el profesor de la Universidad de Chicago galardonado con el premio Nobel de Economía del año 2000, el norteamericano James Heckman, han señalado que la inversión en educación temprana cumple una doble función: primero, promueve la equidad y justicia social y, segundo, hace que la productividad en la economía sea mucho mayor. Dicho profesor dijo: “Las intervenciones iniciales dirigidas a niños desfavorecidos logran retornos mucho más altos que otras inversiones”.



El Director del Centro de Estudios Públicos y ex Ministro de Educación, Harald Beyer -lamentable e injustamente removido del cargo ministerial-, ha expresado una opinión similar. Manifestó que las desventajas iniciales son claves para determinar el grado de preparación con que los niños y las niñas llegan a la escuela. Según Beyer: “Los estudios longitudinales sugieren que esas brechas iniciales generalmente no se cierran e incluso se amplían durante la vida escolar y más adelante durante la vida laboral”.



El objetivo de este proyecto, señora Presidenta, es la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia, órgano administrativo de colaboración directa del Ministro de Educación que tendrá a su cargo la elaboración, coordinación, aplicación y evaluación de políticas y programas en materia de desarrollo, promoción y entrega de la educación parvularia.


Asimismo, tiene la misión de crear, dentro de la Superintendencia de Educación, la Intendencia de Educación Parvularia, instancia que tendrá la función de fijar los criterios técnicos para el ejercicio de las funciones de la Superintendencia en relación con los establecimientos que impartan educación preescolar.


Al respecto, formularé un comentario sobre un aspecto importante. 



No basta con resolver los problemas de cobertura en educación; también hay que preocuparse por la calidad. Pero hacer discursos de la calidad carece de sentido si no existe una fiscalización in situ, en terreno, como la que ha efectuado en el último tiempo la Superintendencia de Educación.



En Atacama, por ejemplo, gracias al papel fiscalizador de la Superintendencia, se detectó una gran cantidad de irregularidades en el uso de recursos: dineros destinados a educación que no han sido ocupados para tal fin; otros mal utilizados; otros que están durmiendo en una cuenta (si bien nadie se los ha llevado para la casa, no han llegado a tiempo a beneficiar a los alumnos más vulnerables).



Por lo tanto, de la mano con la creación de este tipo de institucionalidad, debe ir una fiscalización efectiva, como lo planteó muy bien el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, con el propósito de que los fondos que invierte el Estado lleguen a destino.



Por su parte, Mariana Aylwin, ex Ministra de Educación, expuso ante la Comisión en su calidad de Presidenta de la Fundación Educacional Oportunidad. En esa ocasión se refirió a múltiples estudios que advierten que la etapa que va entre los 0 y 6 años de edad es clave para el desarrollo emocional y de aprendizaje de los niños. A mayor abundamiento, resaltó que es en ese período donde se debe trabajar para alcanzar la anhelada igualdad de oportunidades.



En otro orden de consideraciones, agregó que la educación inicial es reciente en nuestro país, especialmente en los sectores vulnerables. Así -precisó-, hasta mediados de la década del 90 la mayoría de las escuelas públicas, que concentran la mayor parte de los estudiantes en situación de pobreza, solo entregaba educación desde el primer nivel de enseñanza básica, y recién el 2002 se establecieron por primera vez las bases curriculares para la educación inicial.



Señora Presidenta, como hemos visto, existe un amplio consenso sobre la importancia que tiene la formación en los primeros años de vida de nuestras niñas y nuestros niños, ya que en esta etapa se estructuran las bases fundamentales para el desarrollo y futuro de ellos. Los menores que no encuentren las condiciones ambientales adecuadas en ese período no solo perderán oportunidades para desplegar sus capacidades, sino que también pondrán en riesgo la expresión de las competencias que se desarrollan a lo largo de la vida. 



Por eso debemos entregarles herramientas para que puedan enfrentar el futuro.



En este sentido, los objetivos introducidos en este proyecto de ley parecen ser los adecuados y los correctos, siempre y cuando permitan corregir políticas de infancia que han sido tradicionalmente dispersas y descoordinadas. Según la experiencia internacional, la calidad se asocia con sistemas de educación inicial en los que la provisión, regulación y supervisión de programas y servicios están alineadas.


Si se destinan recursos a educación, pero no hay fiscalización ni políticas que estén en la misma línea, a fin de que todas las acciones apunten en un solo sentido, los esfuerzos realizados no producirán resultados positivos.



Lo planteo nuevamente, como también lo dijo el Senador Moreira: junto con la creación de la institucionalidad propuesta, son indispensables la coordinación y la fiscalización para asegurar un buen empleo de los recursos públicos en educación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero destacar que estamos en presencia de una buena noticia. Este es, quizás, el primer proyecto, entre varios, de la denominada “reforma educacional”. 



La presente iniciativa se refiere, justamente, a la formación y cuidado de los infantes, de los menores, de los lactantes, quienes no marchan, no tiran piedras, no gritan consignas y, probablemente, no tienen mucha representación.



Por tanto, es muy loable que el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet, a través del Ministerio de Educación, haya iniciado este proceso de reforma profunda al sistema educacional en el nivel que constituye su piedra angular: la educación parvularia.



Esta marca la diferencia de oportunidades a temprana edad. 



Estudios de instituciones norteamericanas e inglesas nos señalan que la estimulación cognitiva en los tres primeros años de edad condiciona el desarrollo neuronal de los menores.



Ahí se asienta la primera diferencia o desigualdad entre los niños que tienen la oportunidad de recibir educación y estimulación cognitiva a temprana edad y quienes no la tienen.



Además, estudios de una universidad europea señalan que los menores que observan regularmente más de siete colores cuentan con mayores probabilidades de desarrollo neurológico que otros que no lo pueden hacer.



En consecuencia, la forma en que el Estado regula o fija un sistema de educación parvularia resulta fundamental a la hora de evitar las desigualdades de origen.



Lamentablemente, producto de la lógica que ha imperado durante más de cuarenta años, la enseñanza preescolar está en manos del mercado. Hoy día la oferta y la demanda regulan dicha actividad. Los lactantes y los menores son clientes a los cuales los empresarios vinculados al negocio de la educación en este nivel deben captar.



Por cierto, cuando un padre o una madre busca un jardín infantil o una sala cuna para su hijo, piensa que los establecimientos en oferta cuentan con un conjunto de autorizaciones que los habilitan para funcionar desde los puntos de vista de la infraestructura, del equipamiento y de los profesionales que ahí trabajan. ¡Déjeme decirle, señora Presidenta, que eso no es así! A los padres que nos escuchan -y me incluyo, por tener hijos en edad preescolar- no les asiste ninguna certeza de que la oferta que hoy existe cumpla con las normas adecuada en infraestructura, equipamiento y personal. 



Actualmente en Chile es más fácil abrir un jardín infantil o una sala cuna que conseguir una hora al médico en el sector público. Ello, porque aquella actividad ha quedado completamente desregulada.



Para este ámbito, no existen potestades fiscalizadoras en el Estado, ni a nivel de Gobierno central ni a nivel de gobiernos comunales. Estos últimos solo pueden ejercer facultades de supervisión respecto de la infraestructura de los establecimientos educacionales a través de sus directores de obras. Con todo, estos no disponen de las atribuciones que quisieran, como lo comprobamos tras consultar en diferentes municipalidades.



Señalo lo anterior, señora Presidenta, porque el año 2009, junto con otros parlamentarios, presenté una moción para establecer normas regulatorias relacionadas con la calidad del personal que labora en los jardines infantiles y las salas cuna y, también, disposiciones en materia de infraestructura, dotando a la Junta Nacional de Jardines Infantiles de atribuciones al efecto.



Por su parte, el Senador señor Moreira aludió a una segunda moción sobre el particular, presentada el año 2012. 



Mis esfuerzos en este ámbito obedecen a un compromiso asumido a propósito de una situación que me tocó observar con mucha impotencia en la comuna de Santiago: el caso del menor Sebastián Navarrete. Seguramente, ustedes recordarán que a este menor en el jardín infantil, producto de que lloraba mucho, le pusieron una cinta adhesiva en su boca, razón por la cual falleció. 



Las personas responsables de ese hecho solo recibieron una sanción de 541 días remitidos. ¡Y hasta el día de hoy administran un establecimiento de educación preescolar! Consultadas las autoridades sobre cómo era posible que personas que habían cometido cuasidelito de homicidio siguieran administrando un jardín infantil, la respuesta fue: “No tenemos facultades para regular esa situación”.



Y luego se dio el caso de Borja López, un menor que en la comuna de Huechuraba fue olvidado en el auto por una parvularia y murió producto del abandono y del calor que se produjo al interior del vehículo. 



Frente a esa desgracia, nuevamente surgió la discusión de por qué no éramos capaces, como sistema, como Estado, de regular la oferta de jardines infantiles y salas cuna. 



Cabe señalar que en aquella oportunidad presentamos una moción con el objeto de establecer inhabilidades para que nunca más una persona que hubiere sido condenada -o bien, imputada- por delitos de agresiones a menores pudiese trabajar en jardines infantiles. ¡Y sepa usted, señora Presidenta, que hasta el día de hoy esa iniciativa no es ley!



En la actualidad, gracias a una normativa que aprobó este Parlamento, se les prohíbe laborar en jardines infantiles y salas cuna a quienes hayan sido condenados por agresión sexual. Pero nada se ha determinado respecto de los que han sido condenados por violencia intrafamiliar o por algún tipo de delito que implique lesiones a menores.



Por eso en el año 2012 presentamos la segunda moción que se ha mencionado -la recordó hace un rato otro Senador-, con la finalidad, precisamente, de dotar de facultades al Estado en esta materia.



Señora Presidenta, el proyecto en análisis, sin duda, es un avance importante, porque crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, cuya misión será fijar normas generales. En un Estado como el nuestro, los ministerios y las subsecretarías tienen carácter normativo, es decir, dictan disposiciones y establecen procedimientos de carácter general. 



Además, la iniciativa crea, de buena forma, la Intendencia de Educación Parvularia, ente público encargado de supervigilar y fiscalizar.



A mi juicio, resulta esencial avanzar en ese sentido para que nunca más tengamos que darle explicación a un papá o a una mamá por haber creído que el jardín infantil o la sala cuna cumplía todas las normas. Pero la verdad es que hasta el día de hoy tales establecimientos no las cumplen debido a que no hay facultades de fiscalización. 



Esto va más allá del Gobierno de turno; guarda relación no con una desidia de los funcionarios públicos, sino con la falta de atribuciones del Estado.



Algunos pregonan sobre la libertad de educación. ¡Bienvenida sea! Pero esta no puede significar dejar al mercado la regulación de instituciones encargadas de velar por el cuidado de niños que no se pueden expresar, como los lactantes y los demás menores de edad.



Voy a concurrir con mi voto favorable a la aprobación de la idea de legislar.



En la siguiente instancia legislativa, será necesario formular indicaciones -probablemente, algunas de las que presente sean declaradas inadmisibles, ante lo cual pediré el patrocinio del señor Ministro de Educación- para regular diversos aspectos: los requisitos de apertura y de funcionamiento; el estatuto del personal -para que nunca más trabajen en jardines infantiles y salas cuna personas que hayan agredido a menores de edad-; algunas inhabilidades; sanciones a los administradores y a los sostenedores cuando sean cómplices o guarden silencio frente a agresiones a infantes; facultades para el cierre de establecimientos de educación preescolar, y atribuciones para la Intendencia de Educación Parvularia, a fin de que tenga la capacidad de representar a los menores con acciones judiciales y de perseguir las responsabilidades de quienes, valiéndose del derecho a la libertad de ejercer una actividad económica, desarrollen un negocio en el que se provoquen lesiones a los niños o no se garantice la calidad de lo que se entrega.



Señora Presidenta, considero que estamos en presencia de un proyecto que va en directo beneficio de aquellos que no tienen voz: los menores de edad.



Por eso concurriré con mi voto favorable. 



Pero -insisto- en su oportunidad formularé indicaciones, ojalá acordadas con el Gobierno, para contar con un Estado que pueda decirles a los papás y a las mamás, cuando anden buscando un jardín infantil o una sala cuna, que la oferta vigente cumple con todos los requisitos y que sus hijos van a ser queridos y cuidados como corresponde.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, la iniciativa en estudio apunta -ya lo manifestaron otros Senadores- a un sector de la educación al que en verdad, aunque muchos dicen que es realmente el más importante, no le dedicamos tanto tiempo ni le brindamos tanta preocupación -contrariamente a como sucede con otros ámbitos de formación-, esto es, a la educación preescolar.



Esta propuesta legislativa -lo dijimos en la Comisión pues, como Oposición, siempre estaremos dispuestos a apoyar los buenos proyectos del Gobierno- va en la dirección correcta, por cuanto busca generar una institucionalidad mucho más ordenada para supervigilar la educación parvularia.



¿Qué ocurre hoy día? Que la JUNJI cuenta con ciertas facultades de fiscalización, pero termina siendo juez y parte. En efecto, ella otorga servicios de enseñanza preescolar y, al mismo tiempo, supervigila los recintos que imparten ese nivel educativo a niños y niñas en todo el territorio nacional.



Entonces, ¿qué plantea esta iniciativa? Lo que también proponía un proyecto del Gobierno del Presidente Piñera: dejar a la JUNJI con la función de entregar servicio educacional y asignarle a la Superintendencia de Educación Escolar la atribución para fiscalizar todo el sistema de jardines infantiles y salas cuna a lo largo del país. 



Por lo tanto, la JUNJI deja de ser juez y parte, pasando a convertirse en la institución que entregará servicios de educación parvularia y preescolar a nuestros niños y niñas. Y la Superintendencia de Educación será la encargada de fiscalizar, creándose dentro de ella una Intendencia de Educación Parvularia. 



Eso es muy bueno y va en la dirección correcta, porque nos permitirá contar con una institucionalidad absolutamente ordenada en nuestro sistema escolar. 



La Superintendencia estará a cargo de la supervigilancia de todo el sistema, no solo de la educación escolar, sino también de la preescolar. 



Sin embargo, aquí se debe hacer una salvedad. 



El Senador que usó de la palabra anteriormente señaló que este proyecto terminaba con la problemática que teníamos respecto de los jardines infantiles que funcionan únicamente con algunos permisos municipales.



La verdad es que esta iniciativa no apunta a solucionar tal dificultad. Su objetivo es la supervigilancia de los jardines infantiles que reciben subvención del Estado.



La que sí soluciona el problema de los jardines infantiles y salas cuna privados -de ellos se hizo mención- es la que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles en general, la cual fue presentada en su oportunidad por el Presidente Piñera. 



¿Qué ocurre hoy? Que existen por una parte los jardines infantiles y salas cuna supervigilados por el Estado, y por otra, los de carácter privado, que no tienen que cumplir ningún requisito especial. Por eso el año pasado se discutió en el Senado la normativa a que me acabo de referir. 



En tal sentido, ambos proyectos se cruzan.



La iniciativa que crea la autorización de funcionamiento apunta a elevar el estándar de los jardines infantiles y de las salas cuna privadas, a lo que hizo alusión el Senador Harboe.



Una cosa completamente distinta es la creación de la Intendencia de Educación Parvularia dentro de la Superintendencia de Educación, para ordenar una facultad que anteriormente tenía la JUNJI. 



Pero eso no es lo único que hace el proyecto en debate. Y es muy bueno que el Ministerio haya accedido a analizarlo en conjunto con el otro, ya que ambos “deben conversar”. Porque la normativa que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles, que viene del Gobierno anterior, también separa la supervigilancia de la entrega de servicios por parte de la JUNJI; y, adicionalmente, establece los criterios mínimos que deben seguir los jardines infantiles privados. 



Lo anterior tiene mucha relevancia, porque los papás y las mamás que hoy eligen un jardín infantil creen que por exhibir un letrero que dice “Jardín Infantil” está autorizado por el Estado. Pero no es así. 



De ahí la importancia de que, complementariamente al proyecto presentado por el actual Ejecutivo, podamos seguir avanzando en el análisis de la iniciativa del Gobierno anterior. 



La normativa que ahora nos ocupa no solo considera la Intendencia de Educación Parvularia dentro de la Superintendencia de Educación, sino que además crea la Subsecretaría de Educación Parvularia dentro del Ministerio de Educación. 



Esa última propuesta también la considero significativa. Y, a mi juicio, va en la dirección correcta, pues no solo necesitamos entidades que supervigilen, sino también instituciones que dependan directamente del Ministerio de Educación y dicten las políticas relativas a la educación parvularia y preescolar para todos los establecimientos de nuestro país. 



En tal sentido, me parece que la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia es un paso relevante, porque de esa manera le estamos dando un espacio especial y prioritario a la educación de los niños en edad preescolar. 



Adicionalmente -esto lo discutimos en la Comisión de Educación-, considero significativo avanzar también en la creación de un Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia y que la Agencia de Calidad cumpla el rol que le corresponde en cuanto a la fijación de los estándares de la educación preescolar, para que contemos en ese nivel con tres instituciones similares a las que hoy día existen en la educación escolar: la Subsecretaría de Educación Parvularia, encargada de dictar las normativas pertinentes; la Agencia de Calidad, para establecer los estándares mínimos, y la Superintendencia de Educación Escolar, para supervigilar el sistema completo de educación preescolar. 



Con eso, señora Presidenta, estaremos dando un paso en la dirección correcta, al poner especial énfasis en la educación preescolar. 



Por tales razones, nosotros concurrimos con nuestro voto favorable a la aprobación de este proyecto, pues consideramos que va por el camino adecuado.



Además, estimamos muy importante seguir avanzando en la iniciativa que presentó el Gobierno anterior, para crear la autorización de funcionamiento de jardines infantiles, porque solo así podremos realmente darles tranquilidad a los padres y apoderados y garantizarles que el jardín infantil privado que han elegido cumple estándares mínimos. 



En consecuencia, hay que continuar, junto con el Ejecutivo, trabajando en ambos proyectos de forma paralela, ya que deben “conversar entre ellos”, para darle un funcionamiento y una orgánica general y coherente a todo nuestro sistema de educación preescolar. 



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, me alegro de la discusión que sostenemos hoy día, así como también de la presencia del Ministro de Educación en la Sala. Vamos a aprovechar su concurrencia para darle algunos mensajes adicionales.



A mi juicio, ha habido cierta injusticia con el proyecto de reforma educacional presentado por el Gobierno, que tiene dos patas conocidas hasta ahora: la que analizamos esta tarde y la referente al copago, a la selección y al lucro dentro de los establecimientos particulares subvencionados. 



Esa última iniciativa se ha llevado todas las noticias, en circunstancias de que el proyecto en debate es de verdad importante y valioso y probablemente tendrá una incidencia futura de mayor significación. 



Ya muchos Senadores y Senadoras se han referido a la importancia que tiene la educación desde la cuna. Los tiempos primeros son claves y decisivos para igualar en oportunidades a quienes se hallan en esos años de su vida. 



La cuna sigue siendo un factor determinante en Chile, y continuará siéndolo, a menos que esos niños, con independencia del lugar en que surjan o se desarrollen, tengan acceso a salas cuna, a jardines infantiles, al kínder, al prekínder, en definitiva, a una educación preescolar de alta calidad. 



Por eso, tomar en serio este tema me parece muy valioso. Y, por tanto, resulta importante apoyar y, ojalá, fortalecer el proyecto en debate. 



Es una verdadera lástima que una iniciativa de esta relevancia, en último término, no cuente con la presencia de todos los Senadores y de la prensa, presencia que sí se advierte cuando se discuten normativas que, no siendo menos trascendentes, no son igualmente positivas y sobre las cuales probablemente existe interés más por las divisiones que generan que por su aporte efectivo. 



Dicho eso, señora Presidenta, no puedo dejar de aprovechar la oportunidad para transmitirle al Ministro -como podemos hacer todos- nuestra inquietud e interés por la reforma educacional. 



El otro proyecto al cual me referí resulta bastante cuestionable, y de su debate, hasta el momento, uno puede apreciar que se ha reunido, como en pocas oportunidades, una opinión bastante consistente en la calle; en los padres y apoderados de los establecimientos afectados; en muchos expertos de la propia coalición de Gobierno, y, por cierto, de nuestro sector político. Y pienso que incluso parlamentarios de la Nueva Mayoría tienen muchas dudas sobre esa iniciativa.



Eso es, señor Presidente, lo que yo quisiera transmitirle al Ministro de Educación.



Sé que lo ha pasado mal en estos días, Ministro, por la situación a que ha estado enfrentado. Probablemente, nosotros no hemos ayudado mucho a que lo pase mejor. Pero nuestra responsabilidad es aprovechar la oportunidad que tiene nuestro país de hacer una reforma educacional.



Sin embargo, Ministro, uno siente un muy completo desconocimiento sobre en qué consiste esa reforma.



¿Cuáles son sus objetivos?



¿Cuáles son sus prioridades?



¿Cuáles son sus instrumentos?



¿Cuál es su costo?



Nosotros estamos haciendo una modificación tributaria para que la mayor parte de los recursos provenientes de ella -por mí, ojalá todos- vayan a la reforma educacional. Pero muchos no sabemos todavía en qué consiste esta reforma: no conocemos el mapa global, ni el hilo conductor, ni la hoja de ruta. Y nos parece que son conceptos esenciales para poder avanzar con mayor fuerza y con más acuerdo.



Hay aquí una diferencia con la reforma tributaria.



Independiente del juicio que nos merezca esa reforma, ella constituía una proposición completa en todo su contenido, en las iniciativas que comprendía: modificar el impuesto de primera categoría; terminar con el FUT; renta atribuida; 10 por ciento de retención; atribuciones a Impuestos Internos para una campaña antielusión, y normas para alrededor de quince impuestos distintos que procuraba cambiar, modificar, corregir, eliminar.



Era una visión bastante completa.



No es eso lo que encontramos en la reforma educacional.



Y, si son importantes los pesos, créanme que no tienen ni la sombra de importancia al lado de lo que la educación significa para un país.



Por lo tanto, pienso que esta es una oportunidad que tenemos para revisar la forma como se ha avanzado en esta materia. No hay nada más importante para una nación, y sobre todo para una con nuestro grado de desarrollo, que la educación.



Chile necesita cambios profundos y cualitativos en este aspecto. Por eso, apoyamos una reforma educacional.



Adicionalmente, por saber de los mayores costos que aquella exige, hemos respaldado la reforma tributaria. En lo personal, la he estado apoyando incluso desde antes del Protocolo, porque me parecía que era necesario juntar recursos para tener una reforma educacional adecuada.



Pero, con la misma franqueza, creemos necesario que el Gobierno tenga una actitud distinta de la que ha mostrado hasta ahora en el manejo y en la conducción de este proceso. Porque es indispensable que exista un diálogo organizado, que permita conocer, revisar y analizar los planteamientos centrales, que están ausentes.



Mi impresión es que el Cardenal Ezzati tenía razón cuando decía que estábamos trabajando en las ventanas y en las puertas sin conocer la arquitectura del edificio y que, por ende, ellas después podrían no encajar en el diseño final.



Por mi parte, no lo he entendido como una crítica a que se haga una reforma educacional ni como una defensa de privilegios según algunos han querido inferir. Yo creo que hay una crítica honesta, de colaboración.



Yo pertenezco a esa Iglesia, y sé que tiene vocación educativa y quiere contribuir para que la reforma salga bien.



Es lo que deseamos hacer nosotros también. Y nos gustaría transmitirle al Ministro, con mucha confianza y honestidad, que en verdad queremos que se mejore la reforma educativa en todos los conceptos que hemos esbozado. No nos gustaría que ella se convirtiera en un campo de batalla, ya que eso, al final, causaría un enorme daño y podría entrabar la posibilidad histórica que tenemos hoy.



Créame, Ministro, que no le deseamos ningún inconveniente ni ningún desastre en su proceso. Necesitamos y queremos que le vaya bien. Pero para eso es importante oír.



Porque, hasta ahora, sentimos que vamos para atrás y para delante y no avanzamos en corregir aspectos centrales de lo que hoy ya conocemos en el otro proyecto y, fundamentalmente, en la posibilidad de trabajar una mirada común respecto a cómo debe ser una reforma educacional que dure por muchos años. Porque los proyectos educativos no se hacen para un período de gobierno ni para dos, sino para décadas.



Dicho eso, señor Presidente, quiero agregar en forma muy breve que este proyecto es muy importante.



Creo que el nivel educacional de que se trata es clave para quebrar de verdad las desigualdades y la brecha que existen en nuestro país. Hay una cobertura todavía insuficiente: ha superado el 50 por ciento, pero aún está muy desnivelada. Tenemos, entre los 4 y los 5 años, una cobertura muy amplia; pero bajo los 3 años, una muy baja: debe de estar en 20 por ciento, aproximadamente.



Me parece relevante, además, contar con una nueva institucionalidad. En la actualidad no la hay. Y vemos que incluso organismos del Estado, como JUNJI e Integra, de alguna forma compiten.



Tenemos, además, estructuras débiles y calidades muy deficientes, muy inferiores a las que se requieren.



Por eso, son muy importantes la estructura de Subsecretaría y la Intendencia que se crea en la Superintendencia, dentro del Sistema de Aseguramiento de la Calidad.



En seguida, el hecho de que la supervisión pase de la JUNJI a la Subsecretaría va a garantizar aspectos significativos en el rendimiento y en la búsqueda de calidad.



Hay otros puntos complementarios que también deberán abordarse; por ejemplo, la preparación de educadores de párvulos y de técnicos. En una evaluación que conocí, 60 por ciento de estos tenía insuficientes conocimientos disciplinarios; 62 por ciento, insuficientes conocimientos pedagógicos, y 51 por ciento -recién egresados- fallaba en la capacidad de escritura.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador: tiene un minuto para redondear la idea.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente. Es muy poco lo que me queda.



Por lo tanto, creo que estamos frente a una iniciativa de mucho valor, que apreciamos, que apoyamos y que ojalá tenga el impacto que merece en la opinión pública y la conciencia de lo que significa trabajar en este minuto.



Esperamos que, dentro de la reforma, la mayor cantidad de los recursos vayan a la educación parvularia, de manera que podamos tener cobertura total de calidad para todos los niños que asistan a ella.



Pero, aprovechando la oportunidad, Ministro, se lo reitero: ojalá que usted pueda encargarse de la inquietud que tenemos quienes hemos hecho de la educación, no hoy día, sino desde hace muchas décadas, nuestra principal preocupación. Ello, porque creemos que ese es el camino para lograr un país armónico, justo, con sentido humano. Sin educación es muy poco lo que se puede pensar, menos en el contexto histórico en que nos ha tocado vivir.



Así que, deseándole suerte, Ministro, con la misma fuerza le pido que ojalá tengan una actitud distinta y que escuchen a la Oposición, a los expertos y a la calle.


El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, he escuchado atentamente al Senador Larraín, y quiero decir que, a mi juicio, esos son el tono y la altura que se deben tener frente a una reforma y, en general, ante cualquier debate en el Parlamento. Me quedo con sus expresiones y con la manera de abordar esta materia. Y rescato también los planteamientos que hizo el Senador Moreira. 



Lo señalo porque, nítidamente, se ha marcado una diferencia en esta sesión con otro Senador, quien no se encuentra en la Sala. ¡Probablemente, debe de tener vergüenza de mirar al Ministro a la cara y reconocer lo que hizo con su video…! Me refiero al Senador Allamand, quien por estos días está de “cortometrajista”. Ya hemos visto varios episodios, varias series, que claramente no tienen mucho que ver con lo que debe hacer un Senador, más aún en un debate serio.



Cuando no hay argumentos, se entra en la descalificación y se cae en lo que él mismo alguna vez describió como “La teoría del desalojo”.



Entonces, quisiera rescatar el tono que han empleado aquí otros colegas.



En seguida, el Senador Larraín hizo una comparación entre este proyecto, que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, y el que entró pocos días antes, casi de manera simultánea, a la Cámara de Diputados -en un debate que avanza, que está cada día más maduro- y que tiene como propósito poner fin al lucro, al copago y a la selección.



Yo deseo hacerme cargo de ese debate, de esa comparación. Porque, si uno recoge las distintas impresiones que los Senadores y las Senadoras de ambos lados han señalado, advierte que, como se verá en la votación, vamos a tener unanimidad en la aprobación de este proyecto.



Y este proyecto, ¿qué? ¿Viene del Gobierno pasado? ¿Es una moción? 



No: es una de ocho iniciativas. Como se ha dicho, es el primer proyecto de la reforma de la Presidenta Bachelet que va a ver la luz.



¿Y qué hace que el debate en torno a él sea probablemente menos ruidoso que el relativo al término de las discriminaciones, que está en la Cámara de Diputados? Bueno, que este proyecto crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y que en este ámbito, el de la educación parvularia, especialmente de 0 a 4 años, no hay lucro.



La gran diferencia radica en que en este caso no hablamos de lucro. Y no he escuchado a ningún Senador ni a ninguna Senadora pedir la intervención del mercado para solucionar la crisis.



Porque seamos claros: existe una crisis global en la educación.



Tenemos un modelo que en 33 años solo ha provocado segregación, inequidad. Pero la escuela no sirve para corregir estas desigualdades, que provienen de la cuna. Y tampoco lo hace la nueva institucionalidad por sí sola.



Resulta fundamental, pues, ver qué pasará con el ciclo que viene a continuación.



Entonces, uno se pregunta: ¿Por qué tan buena onda? ¿Por qué tan buen clima, tan buen ambiente en la discusión de este proyecto?



¿Será porque estamos hablando de los niños?



¿Será porque en esa etapa tiene lugar el desarrollo neuronal?



¿Será porque los niños no votan, no marchan, como decía alguien?



No. A mi juicio, ello tiene que ver sencillamente con la ausencia de un gran actor: el lucro, el mercado; y nadie está reclamando su participación.



Dicho lo anterior, creo que este primer proyecto de la reforma educacional va en la misma línea de las otras iniciativas que ingresarán la Presidenta Bachelet y el Ministro Eyzaguirre. 



Esta es la punta del iceberg. Se trata del primer proyecto que verá la luz.



Hay todo un debate: fin del lucro, término de la selección, por qué no se partió con la educación pública.



Bueno: ¡esto es cien por ciento público!



¿Qué tenemos en el segmento educativo de 0 a 4 años?



¡Busquen!



No hay establecimientos particulares subvencionados, ni sostenedores, ni sociedades comerciales.



Existe provisión del Estado, mediante la JUNJI, Integra y el sistema VTF (dispersión de la que muchos han hablado).



Y tenemos establecimientos particulares pagados para preescolares.



Considero fundamental mirar el mapa completo, con los otros proyectos que vienen.



Yo soy de los que estiman indispensable, si deseamos hacer una reforma de verdad y no solo poner más recursos para la educación, sacar el factor distorsionador, segregador y discriminador: el mercado.



Y por esa razón es importante que el siguiente proyecto que va a discutir el Senado sea justamente el que termina con la selección, con el copago.



Así como es significativo que nos preocupemos de los primeros años del estudiante, de su desarrollo neuronal, de sus aprendizajes iniciales, de su sociabilización, también lo es que no haya selección.



Por eso ya en 2006 la Concertación y la Presidenta Bachelet intentaron impedir la selección. Pero quienes ocupaban las bancas del frente solo permitieron que ella no tuviera lugar desde sexto año básico hacia abajo.



Por tanto, señor Presidente, este debate me parece fundamental.



El proyecto que nos ocupa ordena una institucionalidad dispersa. 



Ahora, aquí se ha sido muy majadero para preguntar dónde está la calidad. 



¡Por favor! ¡Es cosa de leer el articulado!



Tal vez lo más importante de este proyecto es la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia, ente que garantizará la calidad de la enseñanza.



Ahí va a estar puesto el foco. Ahí se colocará la centralidad del Ministerio de Educación, que claramente se verá más robustecido con la nueva institucionalidad. 



Y no está de más reiterar las atribuciones que tendrá la Subsecretaría de Educación Parvularia.



Proponerle al Ministro de Educación “las políticas, planes y programas en las materias relativas a la educación parvularia”.


Proponerle las normas legales y reglamentarias del sector.



“Elaborar y proponer al Ministro de Educación las bases curriculares, programas de estudio, adecuaciones curriculares”, etcétera.



“Otorgar el reconocimiento oficial a establecimientos que impartan educación parvularia, a través del procedimiento administrativo correspondiente”.



“Autorizar el funcionamiento de los establecimientos de educación parvularia”.


Es relevante destacar -alguien lo manifestó- que esta normativa está en línea con un proyecto que viene de la Administración anterior. Incluso, en los últimos meses de 2013 el Ejecutivo dejó caer ese proyecto, no lo priorizó. Pero no se ha archivado; se permitió su tramitación, pues sus normas se adecúan con las de la iniciativa que nos ocupa esta tarde.


Corresponderá también a la nueva Subsecretaría “Elaborar y proponer al Ministro de Educación un Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de Educación Parvularia, que contemple estándares de calidad y un sistema de acreditación”.



Entonces, el Gobierno y el Ministerio de Educación están asumiendo un compromiso explícito con la calidad de la educación de los más pequeños.


Se crea por otra parte la Intendencia de Educación Parvularia, que dependerá de la Superintendencia de Educación. 



En este punto se registra un cambio más de fondo, porque hoy tenemos una JUNJI que cumple muchas funciones: provee educación parvularia, empadrona a los distintos establecimientos, supervigila -función que pasará al ente donde tiene que estar: la Superintendencia-, fija políticas.



Entonces, la JUNJI juega en todos los puestos, cumple múltiples roles y funciones.



Por lo tanto, este proyecto viene a ordenar la institucionalidad.



Dentro de las principales funciones que tendrá la Intendencia de Educación Parvularia está la de “fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado, o autorización, en su caso.”.



Pero no solo eso hace este proyecto. También aborda la transición hasta el momento en que la Intendencia y toda la nueva organización empiecen a funcionar, que será cuando tanto el reconocimiento oficial como la autorización de funcionamiento estén plenamente vigentes.



También se hace cargo de la creación de plantas y del traspaso de funcionarios desde el Ministerio de Educación a la Subsecretaría de Educación Parvularia y desde la JUNJI a la Superintendencia de Educación, con un esquema que -reitero- busca hacer más claros los marcos regulatorios, los cuales hoy no son uniformes.



Por lo tanto, contaremos con marcos regulatorios mucho más estrictos, bastante más exigentes y equivalentes.



En definitiva, señor Presidente, se trata de un proyecto de ley muy necesario.



Considero una gran noticia que esta sea la primera iniciativa que aprueba el Senado con relación a la reforma educacional. 



En cuanto a los siete proyectos restantes, tendremos que adoptar el tono planteado por el Senador Hernán Larraín: el de las convicciones.



Veremos finalmente si en materia de reforma educacional se puede hacer lo mismo que en la reforma tributaria. 



Siento que será difícil, tras escuchar al colega Allamand y a otros Senadores, converger hacia puntos comunes, pues -insisto- la discusión fue contaminada por la mirada de algunos actores económicos. No digo políticos. Porque la mirada política, o la ideológica, o la filosófica, e incluso las dudas razonables de los apoderados en cuanto a qué pasará con los colegios, tras la campaña del terror…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.



Por favor, concluya.

El señor QUINTANA.- Termino, señor Presidente.



Como expresaba, algunos señores parlamentarios han realizado una campaña del terror, durante la cual han sostenido que se cerrarán colegios y dicho otra serie de barbaridades que todos saben que no tendrán lugar. 



Señalan también que habrá menos recursos. Pero la cuestión es al revés: existirán más recursos. Lo que pasa es que, como en cualquier institución, se tendrá que rendir cuenta de ellos.



En algunas horas más nuestro sector, la Nueva Mayoría, tendrá una reunión donde se reafirmará el compromiso con tales objetivos, que la Presidenta Bachelet fijó con gran claridad desde el comienzo.



Esta reforma no la impusieron los partidos; ni siquiera lo hizo la Nueva Mayoría: fue parida por la ciudadanía. 



Y la Presidenta de la República ha tenido la capacidad de traducir ese sentimiento y esa aspiración de cambio de la sociedad chilena en una reforma que termine con la inequidad y la segregación y que contribuya a aportar calidad y, de ese modo, a mejorar la entrega de oportunidades a nuestros jóvenes.



Por eso, voto con mucho entusiasmo a favor de este primer proyecto de la reforma educacional.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, en la línea del colega Quintana, me parece que el debate que se está realizando en esta Sala a propósito del primer proyecto de la reforma educacional se halla al nivel de lo que uno espera del Senado de la República.



Creo que ese tono tiene que ver en parte significativa con que solo 17 por ciento de los niños de entre 0 y 4 años asiste a algo parecido a un sistema educativo. En rigor, podría tratarse de guarderías o de otras instituciones que tienen algún parentesco lejano con educación.



En suma, aquí no hay un mercado, no media el lucro, no existen grupos de interés presionando para conseguir tal o cual reforma. Ni siquiera se debate acerca de si la educación es un derecho o un bien de consumo.



Todos estamos hablando de educación y del derecho de los niños a una enseñanza de calidad desde el momento mismo de su nacimiento.



Aquí no se habla de segregación, de elección, de selección, de quién patrocina, de quién subsidia, sino de educación.



Como digo, cuando se discute sobre educación y se saca el lucro, el debate es otro.



De hecho, prácticamente todos los componentes de este proyecto de ley se hallan en la discusión general de nuestro país en materia de educación.



Se hace mención, desde luego, de una institucionalidad nueva. Es decir, el sistema tiene que definir instituciones, procedimientos, normas, objetivos. 



Y se habla sin complejos de educación como un proceso sistemático, con regulaciones; que cuenta con un estatuto y con estándares de calidad; que dispone de sistemas de acreditación; que tiene un conjunto de condiciones para que operen las instituciones educacionales; que habla de las reglas de funcionamiento de esos establecimientos educacionales, de la formación de los profesores, del apoyo técnico-pedagógico a los maestros.



En suma, toma los mismos temas de la discusión general. Pero, al no estar contaminada con los intereses creados o con el lucro, hablamos de educación y mencionamos todas las materias que van a aparecer en los otros proyectos de ley pendientes en el Congreso Nacional.



De consiguiente, junto con saludar a este Senado, que ha tenido la enorme altura de comenzar a discutir como corresponde una reforma educacional en nuestro país, le doy por supuesto mi apoyo entusiasta a la idea de legislar.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, solo quiero agregar a cuanto han dicho los Honorables Senadores durante esta sesión que el proyecto que nos ocupa va sin duda en la línea planteada por quienes creemos que hay que hacer una reforma a la educación pública y que, empero, los instrumentos propuestos en la actualidad no están puestos en los ejes indicados ni son los pertinentes.



Por esa razón, esta iniciativa gira la pirámide absolutamente a la inversa y pone recursos, competencias, atribuciones y facultades precisamente en la etapa inicial, que es donde muchos pensamos -por lo menos en Amplitud estamos convencidos de ello- que deben hacerse los mayores esfuerzos, no solo de carácter económico con cargo fiscal, sino también de contenidos.



Tener la posibilidad de que exista una Subsecretaría de Educación Parvularia envuelve por cierto un paso muy importante en lo que son la educación inicial y la educación temprana. 


Invertir recursos y contar con una Intendencia de Educación Parvularia va en esa misma línea.



Por tal motivo, consideramos que aquello es muy correcto.



Yo estoy votando a favor. Pero manifiesto mi deseo de que la discusión habida esta tarde en el Senado le sirva al Ministro de Educación, quien nos acompañó en ella, como una línea que le permita leer que es relevante invertir las prioridades desde la etapa inicial y no solo hablar permanentemente de gratuidad en la educación superior o de cómo invertir en ella. Porque lo más significativo es de qué manera logramos poner recursos, competencias, habilidades precisamente en la etapa inicial de la educación, que es donde a juicio de muchos de nosotros ha de estar la apuesta para un cambio de futuro, a fin de que dentro de diez, doce, quince, veinte años podamos constatar que otorgamos los estímulos correctos y necesarios para sacar adelante una buena reforma en materia de educación pública.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, tras saludar por su intermedio al señor Ministro de Educación, debo señalar que esta es probablemente una de las piezas de la reforma que más impacto van a tener y donde más recursos se invertirán en este tiempo. Pero, desgraciadamente, es una de aquellas cuestiones de que la sociedad tiene menor conciencia, de aquellas cosas que discute y conversa menos.



Yo quiero simplemente plantear la importancia de que la educación parvularia cuente con institucionalidad propia. Y es lo que se está creando acá.



Requiere también un esfuerzo futuro de convergencia de la institucionalidad existente: la JUNJI, con su tremenda experiencia, sin duda; Integra, con innovaciones pedagógicas muy relevantes.



Y, también, debe ir superando cuadros de precariedad que hay en modalidades surgidas posteriormente en algunas dependencias municipales, o vinculadas a convenios con los municipios, y otras.



Quiero, sin perjuicio de valorar tremendamente el proyecto, establecer dos inquietudes.



La primera dice relación con si este es o no un derecho universal.



Hoy no lo es. Actualmente el acceso a la educación parvularia o preescolar que entrega el Estado no es algo disponible para todos. O sea, una familia de clase media en que cada integrante de la pareja gana por su trabajo un sueldo mínimo no tiene necesariamente derecho a que su hijo vaya a un jardín de la JUNJI, porque la ficha de protección social los deja fuera.



La pregunta es si se trata de un derecho de la familia o del niño y la niña.



Señor Presidente, está pendiente el debate en torno a cómo vamos garantizando que no haya barreras de acceso a ese bien provisto por el Estado. 



En el área parvularia, sin duda, tenemos pendiente una discusión. Porque si uno debiese pagar de manera particular un jardín infantil (les consta a muchos que tienen niños pequeños en establecimientos privados) podrían cobrarle 80 mil, 100 mil, 130 mil pesos mensuales; incluso lo mismo o más que lo que cobran colegios que reciben mayores subvenciones estatales.



En segundo lugar, al menos quiero reconocer lo que hoy considero fue un error, en el marco legislativo que debatió el Congreso respecto a lo que es la educación preescolar, que en algún momento deberemos rectificar: la escolarización de la educación parvularia.



Necesitamos profundizar el debate en torno a si queremos o no adelantar los procesos de escolarización.



Para entrar al kínder, ¿es obligación haber estado en educación preescolar, en educación parvularia?



Hubo un debate cuando se habló del rol del Estado financiando.


Constituye un escándalo que en niveles de transición hoy se estén pasando pruebas a niños pequeños (ocurre ya en los kínder). 



Personalmente, considero que debemos reflexionar acerca de si eso es lo que queremos como sociedad en aquel ámbito.



Lo he dicho otras veces en la Sala: me he comprometido con otra mirada pedagógica. Yo quiero mucho a la pedagogía Waldorf. Creo que la evolución de las personas como seres y el desarrollo de su intelecto y de sus aptitudes psíquicas se vinculan también con su proceso de maduración biológica. No me parece correcto apurar a los niños y a las niñas en sus procesos de aprendizaje. Ellos tienen su ritmo; no hay ningún apuro en que aprendan a leer a los cuatro o a los cinco años. Existen procesos de maduración biológica y de adquisición de aptitudes psicosociales que, según muchos estudios, no deben acelerarse. Y, por ello mismo, hay que entender bien cuál es el rol de la educación parvularia. No es la escolarización temprana. 



Nosotros -estoy convencido- cometimos errores en legislaciones previas.



Sé que no es este el momento de realizar el debate. Pero, con relación a la nueva institucionalidad, quiero dejar planteadas estas dos inquietudes.



Primero, la universalidad del acceso o, por lo menos, el acceso para mayores quintiles de niños y niñas. Porque este es un derecho de ellos, no de los padres. Tiene que ser un derecho universal. A eso aspiramos crecientemente. 



Por eso, hay que ver cómo se abre el derecho de otros a acceder a los cupos que el Estado va a proveer y que no sea para los más pobres o más vulnerables como se dice. Pero a mí no me gustan estas expresiones: yo hablaría más bien de aquellos a quienes les paguen sueldos más precarios.



Pero también se plantea el debate acerca de la escolarización temprana, que deberíamos revisar. Sé que el asunto ha sido discutido en el Consejo Nacional de la Infancia, y quiero dejarlo sentado.



Creo que, de las reformas estructurales más importantes que vamos a emprender en educación, esta no es visible. Los niños y las guaguas no marchan, no se expresan. El grupo etario de adultos jóvenes con pequeños de esa edad no es el que se está manifestando hoy en día. Mas se trata, sin duda, de una política pública que tendrá mucho que aportar al desarrollo nacional en los próximos 20 años.



Voy a votar que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, el que nos ocupa es un asunto muy relevante. Creo que en los últimos ocho o nueve años se ha mejorado mucho. Es preciso reconocerlo. Y, como alcalde, me tocó trabajar en este ámbito.



Espero que cuando estudiemos el proyecto de ley y la reforma, en general, no cometamos algunos errores del pasado. Porque es trascendental definir los roles que cumplirán la JUNJI e Integra, las cuales, en la práctica, actualmente compiten y presentan financiamientos y formas de trabajar distintos. Ojalá en la nueva legislación se tomen en cuenta los diferentes actores que pueden participar como protagonistas en el desarrollo de los jardines infantiles.



Hoy día, la primera de esas entidades tiene un sistema de jardines mixtos, de administración municipal y con financiamiento JUNJI, que han dado muy buen resultado.



En el caso de la carrera docente, que me parece justa e importante, considero deseable que no incurramos en las equivocaciones de ayer, cuando se cayó en una legislación profundamente centrada en la desconfianza -ello se observa, por ejemplo, al analizar el Estatuto-, y busquemos la manera de que la carrera o el ordenamiento respectivo sean una forma de profesionalizar y ayudar a la gente que trabaja en los jardines, sin tender solo a una inamovilidad que haga mucho más restrictivo el sistema.



Voto a favor.



A mi juicio, esta es una tremenda iniciativa, pero espero que en educación no cometamos -repito- los mismos errores de años atrás.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señora Presidenta, durante las últimas semanas hemos sostenido un debate relevante en términos de cuál debe ser el derrotero, la ruta, la arquitectura de la reforma educacional que el país necesita.



Desde esa perspectiva, el que hoy día estemos aprobando esta iniciativa, precisamente enfocada en los aspectos de la educación parvularia, de la educación inicial, es una aproximación correcta a los desafíos en el ámbito de la enseñanza.



Tal como se ha expuesto recurrentemente a lo largo de la sesión, todos los expertos coinciden en que si hay algún sector de la educación general en que el país debe priorizar sus esfuerzos, enfatizar su trabajo, es justamente el señalado, por los impactos positivos que provoca en el conjunto del proceso de aprendizaje.



Al mismo tiempo, establecido ya que debiera tratarse de una clara prioridad de la reforma educacional en curso, el diagnóstico surgido en esta oportunidad es bastante contundente en cuanto a que en el nivel de que se trata se observa hoy día al menos una trilogía de factores adversos.



El primero que se pretende corregir, en parte, con el proyecto es una marcada debilidad institucional.



En seguida, registramos una baja cobertura en educación parvularia. Si la comparamos con los enormes avances del país en educación general, inmediatamente se nota una brecha por llenar.



Y, en tercer lugar, hay una inversión del Estado insuficiente.



Esa trilogía de factores: debilidad institucional, baja cobertura, inversión estatal insuficiente, debieran encontrarse en el corazón de cualquier avance en la materia.



Otros aspectos también han sido mencionados por quienes me han antecedido en el uso de la palabra.



Cabe tener presentes la actual dualidad de funciones radicadas en la JUNJI, en cuanto a fiscalización, por un lado, y prestación de servicios, por el otro, y las diferencias, de difícil explicación, entre los roles, por ejemplo, de ese organismo y de Integra. 



A ello se agregan, sobre todo, las que exhiben desde el punto de vista del financiamiento. La cobertura de una y otra entidad, en general, alcanza a los mismos sectores de vulnerabilidad social. Sin embargo, los recursos de que disponen para la labor que realizan son marcadamente insuficientes.



Estimo correcta la iniciativa en discusión, y la prioridad, adecuada. El tratamiento dado a estas materias va en la dirección pertinente. Por eso, votaremos a favor.



Más aún, quisiéramos que en su tramitación y, en particular, en todo lo que tiene que ver con las cuestiones accesorias a la simple institucionalidad podamos avanzar con los mismos grados de consenso y acuerdo.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que 34 señores Senadores se pronuncian a favor.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Quisiera recordar que la Sala ya determinó que el plazo de indicaciones se extenderá hasta el 18 de agosto próximo.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor EYZAGUIRRE (Ministro de Educación).- Señora Presidenta, solo deseo agradecer a las señoras y señores Senadores por su votación y apoyo. Espero que continuemos tratando los otros proyectos con el mismo espíritu.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Gracias a usted, señor Ministro.
)----------------(

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento, del que corresponde dar cuenta:



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en materia de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria (boletín N° 9.232-07) (Véase en los Anexos, documento 6).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Queda para tabla.

)----------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

FELICITACIÓN A CASA DE LAS AMÉRICAS POR 55° ANIVERSARIO. PROYECTO DE ACUERDO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores De Urresti, Navarro, Rossi y Tuma, con el que piden a la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que, en representación del Gobierno de Chile, haga llegar felicitaciones a la Casa de las Américas por su aniversario.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.684-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 33ª, en 22 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo que se persigue es saludar a la entidad por cumplir 55 años promoviendo, en Latinoamérica y el Caribe, la literatura y la música y que el Consejo asimismo dé difusión a los concursos que patrocina dicha institución.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (12 votos a favor y una abstención).



Votaron las señoras Allende y Goic y los señores Chahuán, De Urresti, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Tuma y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Prokurica.
CREACIÓN DE MINISTERIO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA.
PROYECTO DE ACUERDO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, presentado por los miembros de la Comisión de Desafíos del Futuro, Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, De Urresti y Girardi, con el que se pide a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que disponga la creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.685-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 33ª, en 22 de julio de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del texto es permitir un desarrollo institucional adecuado en dichas materias y acercar las ramas del conocimiento respectivas a todos los habitantes.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (13 votos a favor).



Votaron la señora Goic y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Prokurica, Tuma y Andrés Zaldívar.

CONDICIONES DE POSTULANTES A PROGRAMA DE
ALIMENTACIÓN ESCOLAR Y DECLARACIÓN DE DÍA DE 

MANIPULADORA DE ALIMENTOS. PROYECTO DE ACUERDO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Bianchi, Chahuán, Horvath, Prokurica y Quinteros, con el que solicitan al señor Ministro de Educación que se exijan condiciones laborales mínimas a las empresas postulantes a la licitación del Programa de Alimentación Escolar y que se declare el 22 de octubre como el día de la trabajadora manipuladora de alimentos.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.687-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las que se han expuesto son demandas de la organización sindical de esas trabajadoras, quienes las formulan para mejorar la dignidad de su labor y las condiciones en que se realiza.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor).



Votaron las señoras Allende y Goic y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Moreira, Navarro, Ossandón, Prokurica, Tuma y Andrés Zaldívar.

CREACIÓN DE DIRECCIÓN NACIONAL DE PUERTOS.
PROYECTO DE ACUERDO

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señores Chahuán y Bianchi, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que cree una Dirección Nacional de Puertos, como órgano dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.688-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 34ª, en 23 de julio de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La finalidad es contar con un órgano administrativo permanente cuya función sea la elaboración y planificación de políticas públicas en materia portuaria.
La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por no reunirse el quórum exigido (10 votos a favor).


Votaron las señoras Allende y Goic y los señores Chahuán, De Urresti, Lagos, Moreira, Navarro, Prokurica, Tuma y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminado el Tiempo de Votaciones.



Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CHAHUÁN:



A la señora Ministra de Salud, pidiendo antecedentes acerca de ESTADO DE EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA PARA HOSPITALES PÚBLICOS DE REGIÓN DE VALPARAÍSO.



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando informar respecto de REUNIÓN SOBRE PASOS FRONTERIZOS CON MINISTRO DE PLANIFICACIÓN FEDERAL, INVERSIÓN PÚBLICA Y SERVICIOS DE ARGENTINA; a la señora Ministra de Salud, requiriendo antecedentes en cuanto a CONVENIOS DE PROGRAMACIÓN FIRMADOS EN 2013 POR TITULAR DE CARTERA Y GOBIERNOS REGIONALES, Y RECURSOS COMPROMETIDOS; al señor Intendente de Los Ríos, pidiendo remitir copia de PROGRAMA REGIONAL DE SANIDAD BOVINA Y TRAZABILIDAD, y al señor Ministro del Medio Ambiente, solicitando informar sobre PLAN DE ADAPTACIÓN A CAMBIO CLIMÁTICO EN BIODIVERSIDAD.


Del señor GARCÍA:



A los señores Intendentes de las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Coquimbo, Metropolitana, del Libertador General Bernardo O`Higgins, del Biobío, de La Araucanía, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena, para que se informe sobre DISMINUCIÓN DE PRESUPUESTO “INICIATIVAS DE INVERSIÓN” EN GOBIERNOS REGIONALES RESPECTIVOS.


De la señora GOIC:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando REVISIÓN DE EVALUACIÓN EN FONDO SOLIDARIO DE ELECCIÓN DE VIVIENDA.



Del señor LAGOS:



A los señores Ministros del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda y Jefe de Unidad Social del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de requerir OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE GRACIA PENDIENTES A TRIPULANTES PESQUEROS EXONERADOS DE SECTOR INDUSTRIAL; al señor Ministro de Educación, a la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de Valparaíso y al señor Jefe del Centro de Estudios del Ministerio de Educación, con el objeto de pedir RESGUARDO DE INTERÉS SUPERIOR DE MENORES CON FACULTADES EDUCATIVAS AVANZADAS O SUPERDOTADOS, y a los señores Ministro y Subsecretario de Justicia y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Justicia de Valparaíso, con el propósito de solicitar ATENCIÓN DE SITUACIÓN DE TRABAJADORES DE TRIBUNALES ELECTORALES REGIONALES.


Del señor MATTA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo CONSIDERACIÓN POR DIRECCIÓN DE OBRAS HIDRÁULICAS DE PROYECTO DE AGUA POTABLE RURAL EN SECTOR LA PUNTILLA, COMUNA DE LONGAVÍ; requiriendo antecedentes acerca de POSIBILIDAD DE EXTENSIÓN Y ASFALTADO DE CAMINOS A CAJÓN DE ACHIBUENO, PROVINCIA DE LINARES; consultando respecto de LICITACIÓN DE OBRAS PARA PUTAGÁN, COMUNA DE VILLA ALEGRE, y solicitando indicar PLAZOS PARA SELLADO ASFÁLTICO DE RUTA L-481 SAN LUIS-LA PUNTILLA, COMUNA DE LONGAVÍ; al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, pidiendo ENVÍO DE FECHA DE APROBACIÓN DE PROYECTOS DE PROGRAMAS DE MEJORAMIENTO URBANO, MEJORAMIENTO DE BARRIOS Y FONDO DE RECUPERACIÓN DE CIUDADES, Y RESOLUCIÓN 115, DE 2012; al señor Intendente de la Región del Maule, solicitando información sobre GESTIÓN Y PRIORIZACIÓN DE RECURSOS PARA RODILLO COMPACTADOR Y MOTONIVELADORA DE MUNICIPALIDAD DE YERBAS BUENAS Y AMBULANCIA DE CONSULTORIO LOCAL, y al señor Director de Obras Hidráulicas, para que indique SITUACIÓN LEGAL DE PROYECTO DE AGUA POTABLE RURAL DE COMITÉ QUINTA CHILE, DE PELLUHUE.



Del señor NAVARRO:



Al señor Subsecretario de Pesca, a fin de que informe respecto de FIJACIÓN DE PUNTOS BIOLÓGICOS DE REFERENCIA, EN RELACIÓN CON ADMINISTRACIÓN DE PESQUERÍAS CON CUOTAS, y al señor Intendente de la Región del Biobío, pidiendo antecedentes acerca de SITUACIÓN DE PETITORIO DE RESIDENTES DE CONDOMINIO SOLAR DE HUALPÉN.


Del señor PROKURICA:



A Directorio de la ENAMI, para que informe sobre CONTRATACIÓN DE PERSONAL Y DESVINCULACIONES ENTRE 11 DE MARZO Y 5 DE AGOSTO DE 2014.
)-----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:16.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción 

ANEXOS

D O C U M E N T O S
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PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA Y PERFECCIONA LA LEY QUE RIGE AL MINISTERIO DE ENERGÍA 

(9.421-08)


Oficio Nº 11.393


VALPARAÍSO, 23 de julio de 2014

Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía, correspondiente al boletín N°9421-08, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Modifícase el decreto ley Nº2.224, de 1978, del Ministerio de Minería, que crea la Comisión Nacional de Energía, de la siguiente manera:

1) Intercálase en el título, entre las palabras “Crea” y “Comisión”, la siguiente frase “el Ministerio de Energía y la”.

2) Incorpórase el siguiente artículo 1°, nuevo:

“Artículo 1°.- El Ministerio de Energía es el órgano superior de colaboración del Presidente de la República en las funciones de gobierno y administración del sector energía.”.

3) Intercálanse en el artículo 4° las siguientes letras k) y l), pasando la actual letra k) a ser m):
“k) Capacitar y fomentar la capacitación y actualización técnica, en materias relacionadas con sus funciones, de los funcionarios de los órganos de la Administración del Estado enumerados en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N°1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Esta capacitación también podrá efectuarse a los particulares.

l) Fomentar y facilitar la participación de personas naturales o jurídicas, con o sin fines de lucro, en la formulación de políticas, planes y normas, en materias de competencia del Ministerio, sin perjuicio de las obligaciones dispuestas por la ley N°20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, y el Convenio N°169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes.”.

4) Modifícase el artículo 5° en el siguiente sentido:

a) Modifícase su inciso segundo de la siguiente manera:

i. Reemplázase la expresión “áreas funcionales” por “áreas relevantes del sector”.

ii. Incorpórase, antes del punto aparte, la siguiente frase final “, y la participación y diálogo ciudadano”.

b) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:
“Habrá una Secretaría Regional Ministerial en cada una de las regiones en que se divide administrativamente el país, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, quien será el representante del Ministerio en la región.”.

Artículo 2°.- Increméntase, ajustándose el número total de cargos respectivos, en la planta de personal de la Subsecretaría de Energía, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 12, de 2009, del Ministerio de Hacienda, que fija planta de personal de la Subsecretaría de Energía, de la forma siguiente:

1) Créase 1 cargo de Jefe de División, grado 2° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.

2) Créase 1 cargo de Jefe de División, grado 3° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.
3) Créanse 9 cargos de Secretarios Regionales Ministeriales, grado 4° de la Escala Única de Sueldos, en la planta de Directivos.

Artículo 3°.- El personal a contrata de la Subsecretaría de Energía, de la Comisión Nacional de Energía y de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles podrá desempeñar las funciones de carácter directivo que se le asignen o deleguen mediante resolución fundada del Jefe de Servicio, en la que deberán precisarse las referidas funciones. Con todo, dichos funcionarios a contrata no podrán exceder del 14% en el caso de la Subsecretaría de Energía, del 16% en el caso de la Comisión Nacional de Energía, y del 5% en el caso de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, todos respecto de la dotación máxima de personal autorizada en la ley de Presupuestos.

Disposiciones transitorias
Artículo primero.- Increméntase la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Energía para el año 2014 en 60 cupos.

Artículo segundo.- Increméntese, para el año 2014, en 11 cupos la autorización máxima para el cumplimiento del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, en la Subsecretaría de Energía.
Artículo tercero.- Durante el año 2014, la Subsecretaría de Energía estará facultada para disponer de los bienes inventariables, muebles, que se adquieran o construyan en el marco de convenios para la ejecución de los programas presupuestarios de Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales, Programa Energización Rural y Social y Plan de Acción de Eficiencia Energética.

El dominio de dichos bienes se entenderá transferido a las entidades encargadas de su administración o de la prestación del servicio correspondiente, desde el momento en que estos bienes sean asignados a dichas entidades mediante resolución del Subsecretario de Energía, la que deberá reducirse a escritura pública, sin perjuicio de las condiciones y gravámenes que se convengan. Los gastos de las transferencias referidas serán de cargo de la Subsecretaría de Energía.

Artículo cuarto.- Durante el año 2014, mediante decreto fundado del Ministro de Energía, se podrá establecer el orden de subrogación legal del cargo de Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía en funcionarios contratados que se encuentren desempeñando funciones de carácter directivo.
Artículo quinto.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Energía. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GIRARDI, SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ Y SEÑORES GUILLIER Y QUINTANA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA TIPIFICACIÓN DE FIGURAS DELICTIVAS DEL ABORTO Y SU PENALIDAD

(9.480-11)

Actualmente en nuestro país, la legislación sanitaria y penal restringe los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres. Desde un enfoque internacional de los derechos humanos, la penalización de la interrupción del embarazo, sin excepciones, constituye un incumplimiento de las obligaciones que el Estado de Chile ha adquirido en materia de derechos humanos de las mujeres. Tal situación, puede llevarlas a la búsqueda de la realización de abortos inseguros, sin un adecuado cuidado médico, con el consecuente riesgo de vida. Junto a ello, esta ley acentúa la inequidad dentro de las mujeres, ya que son las más pobres y con menor educación las que presentan mayor riesgo al someterse a tratamientos inseguros y sin supervención profesional.
El Comité de la Convención de Naciones Unidas para la eliminación de la discriminación contra la mujer ha recomendado al Estado de Chile que "revise la legislación vigente sobre el aborto con miras a despenalizarlo en los casos de violación, incesto o riesgo para la salud o la vida de la madre", junto con "realizar un estudio exhaustivo, con datos estadísticos, de los abortos ilegales y practicados en condiciones de riesgo y de sus consecuencias para la salud y la vida de las mujeres, particularmente cuando se produzcan casos de mortalidad derivada de la maternidad, y considere la posibilidad de utilizar ese estudio como base para adoptar medidas legislativas y en materia de políticas".
El Comité del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos ha señalado que la coacción a una mujer para que lleve a término un embarazo producto de una violación constituye un trato cruel e inhumano. El no garantizarse el acceso a la interrupción del embarazo conlleva que la mujer padezca un sufrimiento físico y moral contrario al Art. 7 del Pacto, que prohíbe la aplicación de tratos crueles, inhumanos o degradantes. Aquello es así porque, tal como subrayó el Comité, el sufrimiento incluye no solo el dolor físico, sino que también, el padecimiento psíquico.
Hasta antes del año 1989 en Chile el aborto no era punible por causa de inviabilidad fetal, riesgo de la vida y/o salud de la madre. Sin embargo, con los cambios constitucionales instaurados en el período de la Dictadura, se prohibió cualquier práctica abortiva e inclusive se penalizó su práctica, lo cual continua hasta hoy en día. En ese entonces, se introdujo el artículo N° 119 al código sanitario, el cual señala que "no podrá ejecutarse ninguna acción cuyo fin sea provocar un aborto", junto con la modificación al Código Penal. A pesar de lo señalado en el Código Sanitario, en el quehacer médico actual se hace impracticable poder regirse por el Art. N° 119. Anualmente se realizan aproximadamente 94.615 abortos por embarazos ectópicos, molas hidatiformes u otros productos anormales de la concepción. Estas cifras dan señal que el actual artículo queda obsoleto respecto a la labor ejercida normalmente por personal médico, pues estos abortos se realizan de manera rutinaria y demuestran una falta de coherencia de la legislación con a la realidad sanitaria actual.
A la cifra anteriormente señalada hay que sumar la cantidad de abortos ilegales que se realizan en nuestro país, cuyo número se estima entre 60.000-160.000 abortos anualmente. A pesar que el aborto no está aumentado nuestras cifras de mortalidad materna, estamos obligando a las mujeres a someterse a un procedimiento sin la adecuada supervisión médica, lo cual podría poner en riesgo su salud tanto física como mental, lo cual es una clara violación de los Derechos Humanos de las mujeres junto con la coartación de su derecho al libre desarrollo, a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, a la libertad ideológica y a la no discriminación.
Los grupos más conservadores de nuestra sociedad señalan que no es necesario legislar sobre esta materia, pues de todas formas los abortos medicamente permitidos se realizan con o sin legislación. Sin embargo, este se mantiene dentro de la ilegalidad, lo que hace urgente generar una legislación coherente con la realidad que se vive día a día en los centros hospitalarios de nuestro país. Esta nueva legislación debe tener un carácter de equidad social, pues la salud debe entenderse como el completo bienestar físico, mental y social de las personas. Como Estado, en su rol de administrador de bienestar social, este debe generar las instancias necesarias para que las personas se desarrollen en su máximo potencial sin coartar su derecho a decidir de forma autónoma.
Las tendencias modernas de la dogmática penal y la política criminal que Chile desea o desearía implementar sobre esta materia no resiste más la vigencia de tipos penales como el aborto encuadrados en un título rubricado como crímenes y simples delitos contra el orden de las familias y contra la moralidad pública, vigente desde 1874.
El derecho penal es y debe ser ultimae ratio, esto significa que una sociedad ha de recurrir a este modo extremo de solución de los conflictos sociales, a través del encarcelamiento, cuando no existen otros medios para dicho fin o ellos han fallado. El derecho penal moderno opera entonces por excepción.
Las sanciones penales, por otro lado, han ido evolucionando desde penas corporales a otras más acordes a la dignidad humana y a la solución eficaz de los problemas sociales, incluyendo acuerdos reparatorios de tipo económico, incluso ante actos con pena de presidio, como lo ha recogido recientemente nuestro sistema procesal penal. Así lo que se persigue es la eficacia del sistema, el arrepentimiento del agresor, la reparación a la víctima y la solución efectiva del conflicto.
En una sociedad moderna y civilizada la pena privativa de libertad debe ser la excepción, restringiéndola sólo a aquellas conductas que representen un efectivo peligro para la convivencia social. La complejidad que rodea la conducta de abortar, lógicamente que no se resuelve con la privación de libertad. El Estado dispone de medios más innovadores y eficaces, además de la cuestionable legitimidad del derecho que se atribuye al mismo para proceder sancionando con privación de libertad en estos casos.
La despenalización del aborto, surge así como una demanda social y a la altura de los tiempos y de la madurez de las sociedades que han entendido que el castigo criminal no resuelve ni previene el drama sanitario, social y personal de abortar.

Como se aprecia gráficamente a continuación, nuestro país es de los pocos en el  mundo que prohíbe en forma total el aborto.

Fuente: BCN.
La presente propuesta legislativa despoja del carácter criminal la interrupción del embarazo por parte de la madre y del profesional de la salud que la asiste, dejando la sanción penal para los casos de intervención no consentida de terceros.
Para dar cabal cumplimiento al espíritu de esta reforma legislativa, es necesario a nuestro entender, que el Estado provea a la mujer en estado de gravidez y que manifieste su intención de abortar, un equipo interdisciplinario compuesto por especialistas de área médica, sicológica y social, que informen de las características e implicancias de la concreción de su decisión, además de las alternativas que se encuentran a su disposición. Luego de esto, la mujer podrá tomar esta importante decisión de manera informada, o confirmando o no su intención original. Lo anterior será considerado para presentar modificación pertinente al Código Sanitario.
Para comprender bien los términos de la reforma a continuación se describen las figuras penales sobre aborto que tipifica el C° Penal:
"Art. 342. El que maliciosamente causare un aborto será castigado:
1°. Con la pena de presidio mayor en su grado mínimo, si ejerciere violencia en la persona de la mujer embarazada.
2°. Con la de presidio menor en su grado máximo, si, aunque no la ejerza, obrare sin consentimiento de la mujer.
3°. Con la de presidio menor en su grado medio, si la mujer consintiere."
"Art. 343. Será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio, el que con violencia ocasionare un aborto, aun cuando no haya tenido propósito de causarlo, con tal que el estado de embarazo de la mujer sea notorio o le constare al hechor."
"Art. 344. La mujer que causare su aborto o consintiere que otra persona se lo cause, será castigada con presidio menor en su grado máximo.
"Art. 345. El facultativo que, abusando de su oficio, causare el aborto o cooperare a él, incurrirá respectivamente en las penas señalados en el artículo 342, aumentadas en un grado."
Por estas consideraciones proponemos el siguiente,
PROYECTO DE LEY

Refórmese el C° Penal en la forma que se indica a continuación:
1. Derógase el numeral 3° del art. 342.
2. Agrégase al art. 344 a continuación de la frase "se lo cause," la siguiente: "después de las 12 semanas de gestación,".
3. Agrégase en el art. 345 a continuación de la frase "cooperare a él," la siguiente: en los términos indicados en los arts.342 y 343,".

(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES DE URRESTI, HARBOE, LAGOS Y LETELIER, CON EL QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY 

QUE HACE APLICABLE A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y MUNICIPALES EL PROCEDIMIENTO DE TUTELA LABORAL CONTEMPLADO EN EL CÓDIGO DEL TRABAJO PARA LA PROTECCIÓN DE GARANTÍAS FUNDAMENTALES 

(9.476-13)

Consideraciones:

1) Que, a través de la ley 20.085, se estableció en los art. 485 y siguientes del Código del Trabajo, un nuevo procedimiento denominado de "Tutela Laboral", en el cual se reconocen o amparan los siguientes derechos fundamentales:
- El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica del trabajador(a), siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral.
- El respeto y protección a la vida privada y a la honra del trabajador(a) y su familia.
- El derecho a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada.
- El derecho a la libertad de conciencia, a la manifestación de todas las creencias y al ejercicio libre de todos los cultos.
- La libertad de expresión, opinión e información sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio.
- La libertad de trabajo y el derecho a su libre elección. Además, la garantía de que ninguna clase de trabajo puede ser prohibida, salvo las excepciones que la propia Constitución dispone.
- El derecho a no ser sujeto de los actos discriminatorios señalados en el artículo 20 del Código del Trabajo.
- La libertad sindical y el derecho a negociar colectivamente sin obstáculos indebidos.
- La garantía de indemnidad, que consiste en no ser objeto de represalias ejercidas por parte del empleador, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.
2) Que, asimismo, el art. 1 del Código del Trabajo establece que: "Las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores se regularán por este Código y por sus leyes complementarías.
Estas normas no se aplicarán, sin embargo, a los funcionarios de la Administración del Estado, centralizada y descentralizada, del Congreso Nacional y del Poder Judicial, ni a los trabajadores de las empresas o instituciones del Estado o de aquéllas en que tenga aportes, participación o representación, siempre que dichos funcionarios o trabajadores se encuentren sometidos por ley a un estatuto especial.
Con todo, los trabajadores de las entidades señaladas en el inciso precedente se sujetarán a las normas de este Código en los aspectos o materias no regulados en sus respectivos estatutos, siempre que ellas no fueren contrarias a estos últimos.

Los trabajadores que presten servicios en los oficios de notarías, archiveros o conservadores se regirán por las normas de este Código".

En definitiva, esta norma hace aplicable las normas del Código del Trabajo, relativas a la Tutela Laboral, a los Funcionarios o Empleados públicos, ya pertenezcan a la Administración Central del Estado o a la Administración Municipal, tanto en cuanto, cumplan con los dos requisitos copulativos señalados en la norma, a saber:
i- Que la materia no esté regulada en sus Estatutos especiales.
ii.- Que las normas del Código del Trabajo, no sean incompatibles con las normas de dichos Estatutos especiales.
3) Que, en este mismo orden de ideas, la Excelentísima Corte Suprema, en la causa ROL 10.972-2013, extendió la aplicación de este Procedimiento de Tutela Laboral, a los funcionarios y empleados públicos, jurisdiccionalmente, y en tal sentido estableció en su Considerando 16), que: "... atendida la entidad y naturaleza de los derechos que por esta vía se pretende proteger, los que según también se dijo, deben considerarse "inviolables en cualquier circunstancia", no existe una razón jurídica valedera para excluir de su aplicación a toda una categoría de trabajadores, como son los funcionarios públicos, particularmente si se toma en consideración que los elementos de subordinación y dependencia propios de la relación laboral, se dan fuertemente en el contexto de las relaciones del Estado con sus trabajadores, siendo éste un espacio en el cual la vigencia real de los derechos fundamentales puede verse afectada a consecuencia del ejercicio de las potestades del Estado empleado."

Criterio que permite superar la discriminación arbitraria que han sido objeto los Funcionarios o Empleados Públicos, regidos por la ley 18.834 y por la Ley 18.833, a su respecto, la Sentencia en comento señala en su Considerando 15), que: "... entendido que la relación entre el funcionario público y el Estado es una relación laboral, aunque sujeta a un estatuto especial, no resulta procedente privar a los primeros de un procedimiento que está llamado a determinar el cumplimiento o la vigencia de derechos fundamentales en la relación de trabajo..."
4) Que además, el inciso segundo del N° 2 del art. 19 de la Constitución Política de la República, impide a las autoridades a efectuar discriminaciones arbitrarias, y en este sentido, establecer un Procedimiento de Tutela a unos trabajadores, y excluir a otros, importa una clara discriminación a este respecto.
Por consiguiente, en razón de lo anteriormente expuesto, vengo en presentar y en proponer, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguese un nuevo inciso tercero en el art 89, del D.F.L. 29, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la Ley 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y agréguese un nuevo inciso tercero en el art. 87, en la ley 18.833, sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, en los siguientes términos:
a) Ley 18.834, Art. 89°, Inciso tercero: En lo referido a la protección de garantías fundamentales, se hace extensible a las personas regidas por este Estatuto, el procedimiento de tutela laboral, establecido en el art 485 y siguientes, correspondiente al Libro V, del Párrafo 6°, del Código del Trabajo.
b) Ley 18.833, Art. 87, inciso Tercero: En lo referido a la protección de garantías fundamentales, se hace extensible a las personas regidas por este Estatuto, el procedimiento de tutela laboral, establecido en el art 485 y siguientes, correspondiente al Libro V, del Párrafo 6°, del Código del Trabajo.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Felipe Harboe Bascuñán, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO QUE MODIFIQUE LA LEY N° 20.500, SOBRE ASOCIACIONES Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA GESTIÓN PÚBLICA, CON EL FIN DE CONCEDER A LOS MIEMBROS DE LAS ORGANIZACIONES DE VOLUNTARIADO LOS BENEFICIOS LABORALES QUE INDICA

(S 1.689-12)

Considerando: 
1º.- Que con fecha 16 de febrero de 2011, se publicó la ley Nº 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, en cuyo artículo 1º se  establece que todas las personas tienen derecho a asociarse libremente para la consecución de fines lícitos. Este derecho comprende la facultad de crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales. Por su parte, el artículo 2º dispone que es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil.
2º.- Que a su vez, el artículo 15 del mismo cuerpo legal prescribe que son organizaciones de interés público, para efectos de la misma ley y los demás que establezcan leyes especiales, aquellas personas jurídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general, materia de derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado.
3º.- Que el artículo 19 del mismo texto normativo establece que son organizaciones de voluntariado, las organizaciones de interés público cuya actividad principal se realiza con un propósito solidario, a favor de terceros, y se lleva a cabo en forma libre, sistemática y regular, sin pagar remuneración a sus participantes. Se dispone asimismo que corresponde al reglamento que se dicte, el determinar las condiciones conforme a las cuales el Consejo Nacional reconoce calidad de organizaciones de voluntariado a quienes así lo soliciten.
4º.- Que por su parte, el artículo 20 de la citada ley, dispone que las personas interesadas en realizar voluntariado en las organizaciones de interés público, sean o no asociadas, tendrán derecho a que se deje constancia por escrito del compromiso que asumen con dichas organizaciones, en el que se señalará la descripción de las actividades que el voluntario se compromete a realizar, incluyendo la duración y horario de éstas, el carácter gratuito de esos servicios, y la capacitación o formación que el voluntario posee o requiere para su cumplimiento. En el ejercicio de las actividades a que se obligue, el voluntario deberá respetar los fines de la organización y rechazar cualquier retribución a cambio. A petición del interesado, la organización deberá certificar su condición de voluntario, la actividad realizada y la capacitación recibida.
5º.-
Que el reglamento a que alude el artículo 19 del texto legal ya mencionado, se encuentra contenido en el Decreto Nº 1, de fecha 22 de febrero de 2013, del Ministerio Secretaría General de Gobierno, en cuyo artículo 9º, inciso segundo, que regula las organizaciones de voluntariado, se establece que se entenderá que la actividad tendrá el carácter de sistemática si se realiza con periodicidad, aunque no sea de manera continua o permanente. Asimismo, se entenderá que el carácter no remunerado de la actividad del voluntario, no impedirá el reembolso por los gastos en los que incurra en el desempeño de dicha .actividad.
6º.- 
Que si bien resulta plenamente atendible la existencia de esta retribución, no se contemplan en cambio otro tipo de beneficios para quienes desarrollen una actividad tan noble como el voluntariado, que sí se establecen, por ejemplo, en el artículo 3º bis de la ley Nº 16.282, que fija las disposiciones permanentes para casos de sismos y catástrofes, norma en la que  se dispone que el trabajador afiliado a una institución de socorro o beneficencia que fuere enviado en misión con motivo de sismo, catástrofe o calamidad, por el Ministerio del Interior, previa autorización de la Institución a que pertenece, conservará la propiedad de su empleo, durante el tiempo en que dure su misión. Este tiempo se considerará para todos los efectos legales, como efectivamente trabajado, salvo el pago de sus remuneraciones, lo que será facultativo para el empleador.
7º.-
Que con ocasión del gigantesco incendio que afectó el 12 de abril del presente año a un vasto sector de la parte alta de la ciudad de Valparaíso, con resultados de decenas de víctimas fatales y miles de viviendas siniestradas, surgió en muchas personas, un movimiento espontáneo de ayuda solidaria en favor de los damnificados con dicha tragedia, el que constituyó un valioso aporte para las faenas de reconstrucción que debieron emprenderse.
8º.- 
Que no obstante la importante colaboración que tal acción significó para aliviar la situación de los damnificados, no fue posible continuar con la misma, con el objeto de que sus participantes pudieran conformar una organización de voluntariado, regida por las disposiciones de la ley Nº 20.500, por cuanto debieron dedicarse a sus respectivos trabajos cotidianos, que constituyen sus fuentes habituales de ingresos.
9º.-
Que ante tal contingencia, estimamos que una disposición similar a la contemplada en el artículo 20 de la ley Nº 20.500, debe contemplarse para las personas que integran organizaciones de voluntariado, legalmente reconocidas y cuya actividad como tal esté debidamente certificada al igual que la capacitación recibida, para cuyo efecto se hace necesario modificar dicha norma legal, estableciendo este beneficio laboral para los voluntarios, o alguno de similar naturaleza, que les permita ejercer dicha noble misión.
En mérito a las consideraciones que anteceden, 
EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E. la Presidenta de la República, el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el artículo 20 de la ley Nº 20.500, con el fin de otorgar a la personas que cuenten con el certificado que dicha norma contemple, el derecho a conservar la propiedad del empleo que tuvieren, durante el tiempo que realizaren actividades de voluntariado, el que se considerará como efectivamente trabajado, para todos los efectos legales, o algún otro tipo de beneficio similar que cumpla con dicho propósito.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador. 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ADECUA LA LEGISLACIÓN NACIONAL AL ESTÁNDAR DEL CONVENIO MARCO DE LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE SALUD PARA EL CONTROL DEL TABACO

(8.886-11)
HONORABLE SENADO:




La Comisión de Salud tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín y Fulvio Rossi Ciocca y del ex Senador señor Mariano Ruiz-Esquide Jara.


La iniciativa de ley inició su tramitación en el Senado el día 10 de abril de 2013 y, con fecha 6 de mayo de 2014, la Sala autorizó a la Comisión de Salud para discutirla en general y en particular, en el trámite reglamentario de primer informe. El proyecto ha sido declarado de simple urgencia, mediante oficio del que se dio cuenta al Senado el 15 de julio recién pasado.


Durante la discusión en particular del proyecto de ley, la señora Presidenta de la República formuló indicaciones a su respecto, mediante el Oficio N° 122-362, de fecha 16 de mayo de 2014. Del mismo modo, varios Honorables señores Senadores aportaron proposiciones de enmienda.

Se hace presente que el numeral 13) del artículo 1° tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, por lo que debe contar para su aprobación con el voto conforme de las cuatro séptimas partes de las Senadoras y Senadores en ejercicio, de conformidad con lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental. Ello, por cuanto transfiere funciones sancionadoras hoy en día radicadas en los Jueces de Policía Local, a la  autoridad sanitaria.


A su vez, se deja constancia de que la Comisión de Salud ofició a la Corte Suprema, para recabar su opinión sobre dicha disposición, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.




A las sesiones en que estudiamos este asunto asistieron, además de los integrantes de la Comisión, las siguientes personas: 
- Del Ministerio de Salud: el Coordinador Legislativo, doctor Enrique Accorsi, y el Jefe de la División Jurídica, señor Alejandro Behnke.
	- De la Subsecretaría de Salud Pública: el Subsecretario, doctor Jaime Burrows Oyarzún; el Jefe de la División de Políticas Públicas, señor Tito Pizarro; el Jefe de Gabinete, señor Daniel Soto; los asesores del señor Subsecretario, señora María Carolina Mora y señores Felipe Vargas y  Osvaldo Aravena; la asesora de prensa, señora María Elina Barrera; la Investigadora del Departamento de Economía de la Salud, señora Marianela Castillo Riquelme, y el encargado de la Unidad de Tabaco, señor Celso Muñiz.
- De la Organización Panamericana de la Salud: el Representante para Chile, señor Roberto Del Águila.

- De la Asociación Chilena de Facultades de Medicina, ASOFAMECH: el Decano de la Facultad de Medicina de la Universidad de Valparaíso, doctor Antonio Orellana Tobar.

- Del Colegio Médico de Chile A.G., el doctor Hugo Reyes.

	


- De la Secretaría General de la Presidencia: la coordinadora, señora Camila Sanhueza.
- De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Eduardo Goldstein Braunfeld. 

- El Jefe de Gabinete del H. Senador señor Girardi, señor Nicolás Fernández, y los asesores, señores Edgardo Vera y Pablo Vega.

- Los asesores del H. Senador señor Chahuán, señora Marcela Aranda y señores Marcelo Sanhueza y Marco Verdala.

- Los  asesores de la H. Senadora señora Goic, señora Nicole Pedemonte y señor Gerardo Bascuñán.

- El asesor de la H. Senadora señora Van Rysselberghe, señor Pablo Urquízar.

- De la Universidad Adolfo Ibáñez: el Académico, señor Guillermo Paraje. 

- De la Sociedad Chilena de Enfermedades Respiratorias: la señora María Paz Corvalán Barros.

	- De Chile Libre de Tabaco: las coordinadoras señoras Sonia Covarrubias, Lezak Shallat e Isabel Díaz.

- De British American Tobacco Chile: el Director de Asuntos Corporativos, señor Carlos López Arancet; el Gerente de Asuntos Regulatorios, señor Marco Opazo Godoy, y la Gerente de Comunicaciones, señora Verónica Pérez. 


- De la Fundación Jaime Guzmán: el abogado, señor Máximo Pavez.

- Del Comité de Senadores del Partido Socialista: el coordinador, señor David Henríquez.
- Del Comité de Senadores del Partido Unión Demócrata Independiente: el asesor, señor Giovanni Calderón.

- Del Instituto Igualdad: la asesora, señora Mariluz Valdés Aravena.
- Del Consejo del Futuro: el Secretario Ejecutivo, señor Juan Walker.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO




Al tenor de la moción que le da origen, este proyecto de ley propone adecuar la legislación nacional a los parámetros establecidos por el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, en lo atingente a las medidas relacionadas con la publicidad y comercialización en el territorio nacional de productos de tabaco, la protección de los menores de edad y la responsabilidad de las compañías tabacaleras por perjuicios causados por el consumo de tabaco. Además, se modifica la Ley de Tránsito, para establecer las prohibiciones de fumar mientras se conduce un vehículo y de hacerlo en aquellos en que se encuentren menores de edad a bordo.

En el presente trámite se agregaron normas complementarias de las anteriores, en lo tocante a los delitos aduaneros cometidos con productos de tabaco, y se reemplazó la competencia de los Jueces de Policía Local en materia de infracciones a la Ley del Tabaco, asignándosela a la autoridad sanitaria, que deberá ajustarse a la preceptiva procesal del Libro X del Código Sanitario.

El proyecto está conformado por tres normas permanentes, la primera de las cuales consta de dieciséis numerales, y por un artículo transitorio.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO




El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

-   Ley N° 19.419, que regula actividades que indica, relacionadas con el tabaco.

- Ley N° 20.105, que modifica la ley Nº 19.419, en materias relativas a la publicidad y el consumo del tabaco.

- Ley N° 20.660, que modifica la ley Nº 19.419, en materia de ambientes libres de humo de tabaco.

- Decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, de Tránsito.

- Decreto con fuerza de ley N° 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley de Hacienda Nº 213, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas.
-  Decreto N° 143, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2005, que promulga el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco.

- Decreto N° 18, del Ministerio de Salud, de 1997, reglamentario de la ley N° 19.419.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a esta iniciativa de ley, de autoría de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y del ex Senador señor Ruiz-Esquide, señala que la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, ha sido objeto de importantes modificaciones para adecuar su texto al Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, que entró en vigor el 27 de febrero del año 2005.
Sin embargo, argumenta la moción, las normas legales modificatorias dictadas con posterioridad a la referida ley 
N° 19.419 flexibilizaron ciertas exigencias originalmente planteadas, tanto en el tratado internacional como en las mociones que dieron lugar a las respectivas reformas, o simplemente no alcanzaron a regular en forma integral todas las materias que exige el estándar del Convenio Marco.

Agrega la iniciativa que una de las materias postergadas –debido a restricciones constitucionales- es el gravamen tributario que debiera aplicarse al tabaco. En efecto, en Chile la tasa de impuesto al tabaco es diferenciada según el tipo de producto; es así como a los puros se aplica una tasa de 51%, a los cigarrillos una tasa de 50,4% y al tabaco elaborado una tasa de 47,9%. Estos dos últimos productos están afectos a una sobretasa de 10 %. En ese escenario, los autores estiman que debería hacerse un esfuerzo adicional. 

Asimismo, se requieren ajustes en las medidas destinadas a proteger a los menores y en la regulación de la comercialización e internación al territorio nacional de productos de tabaco.

Finalmente, los autores de la propuesta de ley expresan que, dado que el problema generado por el tabaquismo que padece Chile sigue exhibiendo cifras alarmantes, y que dicha situación no ha aminorado a pesar de la adopción de medidas para disminuir el consumo de tabaco, se requiere implementar más reglas tendientes a alcanzar los estándares dispuestos por el Convenio Marco. Para ello será necesario hacer los mayores esfuerzos políticos y legislativos, con el fin de fortalecer las acciones de lucha contra el referido flagelo.
- - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN GENERAL


Al dar comienzo a la discusión, el Honorable Senador señor Girardi recordó que el avance en la legislación anti tabaco ha sido progresivo, dada la dificultad de lograr consensos. En ese escenario, la implementación del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco se ha efectuado gradualmente, a pesar de que Chile continúa siendo uno de los países con mayores tasas de tabaquismo, con el consiguiente aumento de las patologías crónicas transmisibles y del detrimento de la calidad de vida, tanto de fumadores activos como pasivos. En efecto, el consumo de tabaco causa la muerte de más de 12.000 personas al año en el país, informó.


Consignó a continuación que el tabaco, a diferencia del alcohol, no posee dosis umbral, por lo que no se puede hablar de un consumo responsable. Toda dosis de tabaco es capaz de generar cánceres, infartos u otro tipo de enfermedades, como por ejemplo, fibrosis pulmonar.


En ese contexto, explicó que junto a los demás autores de la moción acordaron avanzar en la adecuación de la legislación nacional a las recomendaciones del Convenio Marco y a los estándares que los demás países suscriptores del mismo han ido adoptando paulatinamente.


A su turno, el Subsecretario de Salud Pública, señor Jaime Burrows, concordó con el planteamiento anteriormente expuesto y recalcó la necesidad de reforzar todas aquellas medidas destinadas a reducir los efectos de la epidemia derivada del consumo de tabaco. Por lo anterior, expresó el apoyo del Ejecutivo a la iniciativa de ley en discusión.


Añadió que, sin perjuicio de que el país presenta un alto nivel de cumplimiento de las directrices del Convenio Marco para el Control del Tabaco en comparación con otras naciones, la moción apunta en la dirección correcta.


Al entrar al análisis detallado de la propuesta legislativa, recomendó una mayor especificación del artículo transitorio de la moción, con el objetivo de que el reglamento que deberá dictarse refleje fielmente los criterios establecidos por la norma legal.


Al retomar la palabra, el Honorable Senador señor Girardi adujo que, en materia de fiscalización y sanción de las infracciones a la normativa anti tabaco, es indispensable que esas atribuciones recaigan en la autoridad sanitaria, toda vez que los Juzgados de Policía Local no poseen la capacidad para hacerse cargo de esas funciones. Ello ha derivado en que las sanciones sean prácticamente inexistentes a la fecha.


De conformidad con la argumentación recién expuesta, requirió del Ejecutivo el patrocinio de las indicaciones correspondientes que permitan incorporar esa materia en el proyecto de ley.


El señor Subsecretario de Salud Pública se mostró partidario de acoger dicha petición, por cuanto, junto con la falta de capacidad material de las municipalidades para hacerse cargo de la fiscalización, resulta dificultosa y onerosa la tramitación de las causas por infracciones ante los Juzgados de Policía Local, dado que los funcionarios denunciantes deben participar en diversas instancias del juicio respectivo.


En relación con lo ya señalado, mencionó que, simultáneamente, el Ministerio de Salud ha contemplado entre sus objetivos la presentación de un proyecto de ley que fortalecerá la autoridad sanitaria, que contemplará esas atribuciones de fiscalización, al igual que en lo relacionado con el medioambiente. No obstante, afirmó, si el tratamiento legislativo de la presente moción ofrece mayor celeridad, se harán las gestiones tendientes para formular la indicación correspondiente.


Seguidamente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe se refirió a la contradicción que, en su entender, genera el hecho de que el precepto del proyecto que inserta en la ley 
N° 19.419 un nuevo artículo 18 disponga que las compañías tabacaleras responderán solidaria y objetivamente de todo perjuicio causado por el consumo de tabaco, mientras que, por otro lado, se permite la libre adquisición de productos de tabaco. En definitiva, parece una inconsecuencia hacer responsable a los fabricantes de un producto lícito de los riesgos que asume una persona, en el ejercicio de su libertad y dentro de los parámetros legales, que ha elegido consumirlo. 

Al respecto, el Honorable Senador señor Girardi expuso que el consumo de cualquier producto que cause daño a una persona permite que el afectado recurra ante los tribunales de justicia. A mayor abundamiento, indicó que las empresas tabacaleras han sido demandadas por esa causa en todos los países desarrollados, en especial, por haber tratado de encubrir los reales perjuicios que produce el tabaquismo.

En ese orden de ideas, afirmó que la disposición sobre responsabilidad solidaria y objetiva que contempla la iniciativa de ley está destinada a contrarrestar la publicidad engañosa y las estrategias concertadas que impulsan las compañías tabacaleras, las cuales, en el caso de Chile, han permitido que un 35% de los menores de edad que cursan la educación media fumen, cifra que se eleva a un 45% en el caso de la población adulta.

En conclusión, lo que pretende la legislación propuesta es establecer que ante la presencia de un perjuicio a la salud de las personas causado por el consumo de tabaco, no será necesario demostrar una intención determinada en ese sentido para hacer efectiva la responsabilidad de las compañías tabacaleras, cuestión probatoria que en la actualidad hace muy difícil la obtención de un resarcimiento para los afectados. Es decir, sólo se requiere acreditar la vinculación entre el consumo y el daño, lo cual, por lo demás, también se ha tratado de implementar en otras normativas, como las referidas a la tenencia responsable de mascotas o la que regula el tratamiento de residuos peligrosos.


El Honorable Senador señor Rossi, no obstante expresar su apoyo a toda acción destinada a hacer efectiva la responsabilidad de las tabacaleras por eventuales perjuicios a la salud de las personas, destacó que los juicios seguidos en Estados Unidos finalmente tuvieron éxito porque se logró acreditar que dichas empresas negaron investigaciones científicas que daban cuenta del daño que producía el hábito de fumar y que estaban en su conocimiento. Entonces, dado el consenso sobre los perjuicios originados por el consumo de productos de tabaco, cuestión que ha tenido amplia difusión, sugirió hacer un debate jurídico más acabado sobre el artículo 18, nuevo, que introduce el proyecto en la ley N° 19.419.


Sobre la materia, el señor Subsecretario de Salud Pública apuntó que, en cuanto a los gastos en salud, los perjuicios provocados por el consumo de tabaco recaen sobre todos los ciudadanos y no sólo sobre aquellos que tienen el hábito de fumar. Por ello, sería adecuado atribuir la responsabilidad correspondiente a los verdaderos responsables de esos daños.


Concordó con esa idea el Honorable Senador señor Rossi, quien agregó que también será necesario analizar la situación de los fumadores pasivos, que ven afectada su salud por la exposición al humo proveniente del consumo de tabaco.


Sobre el mismo tema, la Honorable Senadora señora Goic consultó si es posible diferenciar los efectos dañinos producidos en la salud de un fumador pasivo por la exposición al humo de tabaco, de otros factores, como la contaminación ambiental.


El Honorable Senador señor Girardi precisó que existen variados estudios realizados por universidades, que han medido la concentración de nicotina en la sangre de trabajadores de locales de esparcimiento expuestos al humo de tabaco y en la de aquellos que no lo están, bajo condiciones atmosféricas similares. Dichas investigaciones, continuó, demuestran una correlación evidente en el aumento de los niveles de nicotina entre los trabajadores que se encontraban en la primera situación. 


Finalmente, estuvo de acuerdo con la necesidad de hacer un debate jurídico respecto del establecimiento de la responsabilidad solidaria y objetiva de las compañías tabacaleras, principio que, en su opinión, debería aplicarse a todos los fabricantes de productos que pueden generar patologías crónicas que acortan la vida de las personas y encarecen el gasto del país en salud.

- Puesta en votación la idea de legislar, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- - - - - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN EN PARTICULAR

Al inicio del análisis pormenorizado del articulado y las indicaciones, la Comisión recibió en audiencia a diversas personas y representantes de entidades vinculadas al tema.


El académico de la Universidad Adolfo Ibáñez, señor Guillermo Paraje, expuso sobre un estudio realizado relativo al efecto del precio de los cigarrillos en el hábito del tabaquismo y en el inicio de la decisión de fumar.

Al respecto, recalcó que existe bastante evidencia en Chile acerca de que el incremento de precio produce una disminución en el consumo de tabaco de la población. Así, el estudio sobre economía del control del tabaco realizado por David Debrott en el año 2006
 detectó que la relación entre elasticidad y precio, en el largo plazo, es de -0,45. Esto quiere decir que un diez por ciento de aumento en el precio real del tabaco implicará una disminución en el consumo de 4,5%.

Sin embargo, por el tipo de estudio realizado, no es posible conocer si la reducción señalada se debe a que menos gente comienza a fumar, a que se reduce la intensidad de quienes fuman  o a que más personas dejan de fumar.


En virtud de lo expuesto, el estudio realizado al alero de la Universidad Adolfo Ibáñez intenta descubrir el efecto del precio en una de esas decisiones, esto es, el inicio en el hábito del tabaquismo. Para este efecto, y por primera vez en América Latina, se utilizaron datos de encuestas individuales y no agregados, lo que permitió descifrar qué variables específicas, tales como sexo, nivel socioeconómico o región, entre otras, están detrás de la decisión de comenzar a fumar.


Agregó que el análisis se efectuó a partir de las encuestas que lleva a cabo cada dos años el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, tanto para la población general como para escolares. Sólo en este último grupo se tomaron en consideración más de 15 millones de observaciones, lo que da cuenta de una gran robustez estadística.

Otra variable analizada, continuó, fue la evolución del precio real del tabaco entre los años 1978 y 2011. Exhibió la siguiente imagen, haciendo notar la importante aceleración que registró el incremento del precio a contar del año 1999.:
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Otra de las conclusiones relevantes que se pudo obtener del estudio es que el punto más alto del inicio del hábito del tabaquismo se concentra alrededor de los 16 años de vida, siendo dificultoso que alguien que no haya comenzado a fumar antes de los 20 años lo haga con posterioridad.


Igualmente, se determinó que en el grupo escolar las mujeres tienen mayor riesgo de incurrir en dicho hábito, en todos los rangos de edad analizados; en cambio, si se considera la población en general, se observa lo contrario, es decir, los hombres son el género más riesgoso. Presentó los siguientes gráficos, que sostienen su afirmación:
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Luego, al relacionar la decisión de iniciar el consumo de tabaco con el precio real del producto y algunas variables individuales, fue posible identificar que el peligro de empezar a fumar está negativamente asociado al precio que presenta el tabaco. En efecto, para la población general, ante el aumento de un 20% del valor, disminuiría el riesgo de tabaquismo en 7%. En tanto, para el grupo escolar esa reducción alcanzaría sólo a 6%.
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El señor Paraje resaltó que los resultados antes expuestos sólo se refieren a la variable de iniciación del hábito, mientras que la relación entre el incremento del precio y la disminución general del consumo ha sido objeto de otros estudios. A modo de ejemplo, señaló que la Organización Panamericana de la Salud ha concluido que el aumento de 10% del valor de los cigarrillos produciría un decrecimiento del consumo de alrededor de 5%. 


A continuación, destacó que se pudo comprobar que la sensibilidad a la variable “precio”, en el inicio del consumo, es mayor para los hombres que para las mujeres, en todo grupo etario. Presumió que ello podría deberse a que las niñas comienzan a fumar a sugerencia de los varones, quienes les ofrecen productos de tabaco.


De lo anterior, se puede inferir que las políticas públicas destinadas a reducir el consumo de tabaco, que no se relacionen con el aumento del precio de los cigarrillos, debieran tener un énfasis dirigido al género femenino.

De la misma manera, se constató que el riesgo de incurrir en tabaquismo también es más alto en regiones que en la zona metropolitana. Asimismo, se estableció que el riesgo de un inicio temprano del hábito es mayor en individuos que provienen de hogares de bajos recursos, lo que desvirtúa el análisis que concluye que el aumento de los impuestos a los cigarrillos es regresivo, porque esas personas deberán destinar sumas mayores al consumo; en cambio, lo que se observa es que el alza de precio restringe el inicio del consumo de las personas de menor nivel socioeconómico, permitiéndoles un ahorro de recursos.

Respecto de la medición efectuada en la población escolar, apuntó que un dato destacable es que se detectó un aumento de la incidencia del inicio del hábito de fumar en hijos de madres con menores niveles educativos. También mencionó que el mayor riesgo de comenzar a fumar se presenta entre los escolares que cursan octavo básico y primer año de enseñanza media. 


Al finalizar, hizo presente que la evidencia que relaciona el aumento del precio del tabaco con la reducción de las afecciones a la salud provocadas por el tabaquismo es consistente y, por tal razón, consideró que el aumento de los impuestos que gravan su comercialización constituye la medida más efectiva para su control. En especial, por cuanto Chile tiene aún en algunos grupos etarios la prevalencia más alta del mundo como, por ejemplo, en niñas entre 13 y 15 años de edad. Sustentó su afirmación con el gráfico que se exhibe a continuación: 
[image: image6.png]recio Real del Tabacoy Prevalencia-afio del Tabaco

0
a0
™
30
0
230
20

2001- 2011

Poblacion Escolar

o,

001 -o661 0543 3308




- - - - - - - -


Seguidamente, expuso el representante para Chile de la Organización Panamericana de la Salud, señor Roberto Del Águila, quien comenzó su alocución señalando que, a nivel latinoamericano, Chile lidera el porcentaje de muertes anuales atribuidas al consumo de tabaco, superando con creces el promedio de la región.


En relación con lo dispuesto en el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, acotó que se debe tener en consideración que este instrumento internacional representa sólo un “piso” para las legislaciones de los países firmantes y no un “techo”. Es decir, no solamente hay que cumplir con las directrices que establece el Convenio, sino que es necesario desarrollar acciones que se extiendan más allá de ese marco general y básico.


En cuanto a los aspectos del referido instrumento internacional aplicables a las materias tratadas por el proyecto de ley en debate, se refirió primeramente al empaquetado de los productos de tabaco y a las advertencias sanitarias -regulados en el artículo 11 del Convenio-, precisando que se debe poner atención tanto en el diseño como en el color de la cajetilla de cigarrillos, por cuanto influye de forma significativa en la decisión de fumar. Así, ejemplificó que en Australia los paquetes de cigarros han adoptado un color marrón uniforme, con la finalidad de evitar que la multiplicidad de colores permita diferenciar ciertas características del producto de tabaco o que se presente de forma más atractiva al consumidor. Igualmente, se contienen llamativas imágenes de advertencia.
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La razón de dicha regulación, agregó, es que se ha acreditado una relación causal entre la publicidad y las actividades promocionales de la industria tabacalera y el inicio y la progresión del uso de tabaco entre los adolescentes y los adultos jóvenes.


Luego, explicó que el artículo 8 del Convenio, que trata de los ambientes libres de humo de tabaco, está basado en la evidencia incontrastable sobre los efectos dañinos de la exposición a esa sustancia y su relación directa con la aparición de enfermedades.

Posteriormente, efectuó sugerencias de redacción respecto del artículo 12 que el proyecto de ley inserta en la ley N° 19.419, el cual enuncia algunos lugares y espacios donde es prohibido fumar
. Propuso especificar allí que ninguna persona podrá fumar o mantener encendidos productos de tabaco en lugares públicos cerrados, áreas de trabajo interiores, medios de transporte público y en espacios abiertos. De esa manera, razonó, no sólo se impedirá el consumo de cigarrillos, sino de tabaco en general, incluyendo el uso de pipas u otros artefactos. 

Además, recalcó la importancia de detallar claramente los lugares en los que se prohibirá fumar de forma absoluta y, por tal motivo, sugirió agregar en la legislación vigente los siguientes:

- Establecimientos de salud de cualquier tipo o naturaleza.

- Centros de enseñanza e instituciones en las que se realice esa práctica.

- Instituciones o asociaciones de cualquier tipo o naturaleza, donde se realice alguna práctica deportiva.
Insistió en que también debería prohibirse fumar en espacios abiertos que estén situados en cualquier lugar que corresponda a un parque de diversiones, área de juegos o zonas donde permanezcan o se congreguen niños, así como plazas, parques y lugares de reunión de público en general; en estadios, arenas o cualquier lugar de presentación de espectáculos públicos; en lugares de consumo o servicio de alimentos o bebidas, y en cualquier lugar de uso o acceso al público o lugar de trabajo que sea designado libre de humo de tabaco por el responsable del espacio.

En definitiva, la idea es definir y detallar claramente esos lugares, con la finalidad de que no puedan admitirse futuras interpretaciones que desvirtúen el objetivo pretendido por la normativa.


Sobre el artículo 13 del Convenio Marco, que hace referencia a la regulación de la publicidad de los productos de tabaco, mostró un gráfico que representa un estudio del año 1999 efectuado por el Banco Mundial, que hace una relación entre países con prohibición amplia en este ámbito y aquellos que no la poseen, y que demuestra cómo en los primeros se constata una caída mucho más acentuada del consumo anual per cápita de cigarrillos.
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Hizo también proposiciones respecto de las enmiendas formuladas al artículo 4° de la ley N° 19.419 –contenidas en el numeral 3) del proyecto-, en orden a prohibir la venta de productos de tabaco mediante máquinas expendedoras o cualquier otro  mecanismo automatizado  con similares funciones, las cuales debieran quedar sujetas a confiscación y destrucción en la forma que se reglamente, así como la oferta al por menor de productos de tabaco por cualquier medio que los haga accesibles al consumidor de forma directa, antes de su venta.
De la misma forma, requirió el apoyo de los miembros de la Comisión para proscribir la comercialización de productos de tabaco a través de Internet, pues ese mecanismo permite evadir el pago de los impuestos con que se grava el tabaco en el país de destino de los productos.

Por último, sugirió el establecimiento de una norma que evite que los referidos productos estén visibles o sean exhibidos en los puntos de venta, antes de su entrega al comprador.
En otro ámbito, y siguiendo con la recomendación de adoptar acciones para reducir el tabaquismo, recordó que el artículo 6° del Convenio Marco señala que los Estados Parte reconocen que medidas tendientes a elevar los precios son una manera efectiva para reducir el consumo de tabaco, en particular de jóvenes y de personas de bajos ingresos.
Enfatizó que las medidas antes mencionadas no tienen como propósito coartar la libertad de quienes decidan fumar, decisión que, por lo demás, sólo es autónoma al inicio del hábito. Con posterioridad, la persona no es libre para decidir continuar o no su consumo, debido a las características adictivas de algunos componentes de los productos de tabaco y a que la información sobre las patologías que acompañan al tabaquismo no es la adecuada, junto con ser subestimada por los fumadores más jóvenes.

En último término, hizo notar la necesidad de internalizar en los consumidores el hecho de que los costos asociados a las enfermedades producidas por el tabaquismo son asumidos por toda la sociedad, tanto de forma directa como indirecta. En esa línea, se mostró partidario de la disposición del proyecto que hace responsable a las empresas tabacaleras de los costos generados por perjuicios a la salud  de las personas derivados del hábito tabáquico.
- - - - - - - - -


A su turno, intervino la Investigadora del Departamento de Economía de la Salud del Ministerio de Salud, señora Marianela Castillo, quien planteó que su presentación tiene como objetivo comentar los costos sanitarios atribuibles al consumo de tabaco en el país, en especial, cuáles son las enfermedades provocadas por el tabaquismo, los datos de mortalidad por dicha causa, los costos financieros directos que debe afrontar el sistema de salud en el tratamiento de las patologías y la evaluación de la carga impositiva que soporta el tabaco.


Aclaró que el estudio en que basó su exposición se realizó en siete países, incluyendo a Chile, y fue liderado por el Instituto de Efectividad Clínica y Sanitaria de Buenos Aires. En Chile, como contraparte técnica, intervinieron el Departamento de Economía de la Salud y la Universidad de la Frontera.


Mencionó en primer lugar que una de cada once muertes que se producen en Chile están directamente asociadas al consumo de tabaco. En el año 2007 se produjeron por esa causa 23.117 casos de muerte prematura y 37.976 de discapacidad, sin perjuicio del hecho de que hay quienes consideran que estas cifras están subestimadas, por cuanto no toman en cuenta los casos de muerte o discapacidad producidos de forma indirecta por el tabaquismo.


Presentó un cuadro que ilustra los parámetros de riesgo relativo (RR) de sufrir cánceres que pueden afectar a las personas que tienen la condición de fumador:

	Enfermedad considerada
	Código CIE 10
	RR en hombres
	RR en mujeres

	
	
	Fumadores
(<65/≥ 65 años)
	Ex Fumadores (<65/≥ 65 años)
	Fumadoras     (<65/≥ 65 años)
	Ex Fumadoras (<65/≥ 65 años)

	Cáncer de boca de y faringe 
	C000 a C009; C140, C142 C148 
	10,89 / 10,89
	3,4 / 3,4
	5,08 / 5,08
	2,29 / 2,29

	Cáncer de Esófago 
	C150-C159
	6,76 / 6,76
	4,46 / 4,46
	7,75 / 7,75
	2,79 / 2,79

	Cáncer de Estómago 
	C160-C169 
	1,96 / 1,96
	1,47 / 1,47
	1,36 / 1,36
	1,32 / 1,32

	Cáncer de Páncreas 
	C250-C259 
	2,31 / 2,31
	1,15 / 1,15
	2,25 / 2,25
	1,55 / 1,55

	Cáncer de Laringe 
	C320-C329 
	14,6 / 14,6
	6,34 / 6,34
	13,02 / 13,02
	5,16 / 5,16

	Cáncer de Tráquea y Pulmón 
	C330-C349 
	23,26 / 23,26
	8,7 / 8,7
	12,69 / 12,69
	4,53 / 4,53

	Cáncer de cuello uterino 
	C530-C539 
	1 / 1
	1 / 1
	1,59 / 1,59
	1,14 / 1,14

	Cáncer de Riñón y pelvis renal 
	C64X-C65X 
	2,72 / 2,72
	1,73 / 1,73
	1,29 / 1,29
	1,05 / 1,05

	Cáncer de Vejiga 
	C670-C679 
	3,27 / 3,27
	2,09 / 2,09
	2,22 / 2,22
	1,89 / 1,89

	Leucemia Mieloide Aguda 
	C920
	1,86 / 1,86
	1,33 / 1,33
	1,38 / 1,38
	1,13 / 1,13

	Infarto Agudo de Miocardio 
	I210-I229 
	2,8 / 1,51
	1,64 / 1,21
	3,08 / 1,6
	1,32 / 1,2



Asimismo, dio cuenta de los resultados del estudio en materia de costos asociados a eventos que afectan la salud de las personas, derivados del tabaquismo:
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Al explicar algunas de las conclusiones obtenidas en el estudio, anotó que, en cuanto a la morbilidad, 7.881 personas al año son diagnosticadas de un cáncer provocado por el tabaquismo y que se constatan 20.191 infartos y hospitalizaciones por enfermedad cardíaca, en el mismo período.



Expuso la siguiente imagen, que da cuenta de las enfermedades de mayor prevalencia en la población:
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También informó que 45 personas mueren por día, lo que implica 16.532 muertes al año, y que un 18% de todos los fallecimientos del país pueden ser atribuidos al consumo de tabaco, contabilizándose 428.588 años de vida perdidos por decesos prematuros.
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Igualmente, afirmó que en promedio los años de vida dilapidados por los fumadores son 5,69, en el caso de las mujeres, y 5,77 en el caso de los hombres. En tanto, entre los ex fumadores la pérdida alcanza a 2,37 y 2,51 años, según el género.

En relación con los costos directos que demanda al sistema de salud la atención de las enfermedades provocadas por el hábito tabáquico, acotó que su monto supera el billón de pesos, lo que representa un 0,8% del Producto Interno Bruto y un 11,5% de la suma que Chile gasta en salud anualmente.

Por el contrario, la recaudación fiscal por los impuestos aplicados a la venta de cigarrillos, según datos aportados por el Servicio de Impuestos Internos, durante el año 2013 corresponde a 
$ 815.900 millones, lo que equivale a un 75% del gasto total en salud.
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En definitiva, razonó la expositora, la recaudación por la vía impositiva no alcanza a cubrir el daño que produce en el erario fiscal la atención de las patologías causadas por el tabaquismo. Recalcó que el estudio no calculó los costos indirectos consistentes en el copago que deben efectuar las personas para su tratamiento ni lo que implica para la economía la pérdida en productividad por los períodos no laborados por los enfermos.

Finalmente, dados los resultados obtenidos por el estudio recién expuesto, recomendó seguir avanzando en la implementación de todas las materias que trata el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, en especial, mediante el desincentivo al consumo, traducido en la existencia de menos áreas disponibles para fumadores; en programas de cesación tabáquica para las personas más comprometidas con el hábito, y en un incremento de los impuestos que gravan los productos de tabaco.

- - - - - - - - -

La coordinadora de la Sociedad Chilena de Enfermedades Respiratorias, doctora María Paz Corvalán, sustentó su intervención en las estrategias que se han diseñado respecto del empaquetado de cigarrillos, como una de las formas de contribuir a la reducción del consumo de productos de tabaco.

Primeramente, señaló que el Convenio Marco ha dispuesto que las Partes deban considerar la adopción de los requisitos de empaquetado genérico, para eliminar los efectos de la publicidad o la promoción en los envases. Con ello se trata de contrarrestar el hecho de que publicidad y embalaje han estado tradicionalmente unidos en el comercio del tabaco y que la publicidad hace rica y simbólica una marca en su significado, la cual es recordada y reforzada por el embalaje, que se utiliza como promocionador y vehículo de propaganda.

El rol del envasado en el marketing de los cigarrillos ha tomado especial relevancia, dado que, al restringir otras formas de publicidad y comercialización, el embalaje cobra mayor importancia en la comunicación con los clientes. Asimismo, el embalaje es también visible para los ex fumadores y los impulsa a fumar de nuevo, junto con disminuir la eficacia de las advertencias de salud.

A mayor abundamiento, agregó que un documento emitido por la industria tabacalera en el año 2004 indicaba que “En los cigarrillos la imagen de la marca lo es todo. La marca de cigarrillos que fuma una persona es su identidad. Los cigarrillos dicen a los demás quiénes son como personas”.  
Entonces, en virtud de que han perdido otras formas de hacer publicidad, las tabacaleras han centrado su atención en el diseño de las cajetillas, enfatizando su imagen y la forma de su embalaje estructural, junto darles sensación táctil y un carácter interactivo.
En conformidad con lo expuesto precedentemente, algunos países han adoptado medidas para promover el empaquetado plano, con los siguientes objetivos: reducir el atractivo de los productos de tabaco para los consumidores; aumentar la eficacia de las advertencias sanitarias en las cajetillas, y disminuir la capacidad de los envases de enmascarar los productos de tabaco, para inducir a los consumidores a errar sobre las consecuencias nocivas que produce el hábito tabáquico.
A modo de ejemplo, continuó la señora Corvalán, en Australia se impusieron las siguientes características de empaquetado:
- Las cajetillas poseen un tono gris marrón oscuro en acabado mate.  
- Las cajetillas no contienen logotipos de la  industria tabacalera, colores, imágenes de marca ni un texto promocional que incluya nombres de marcas y sus variantes. 
- Las marcas aparecen en la parte superior, inferior y frontal del paquete en un color, posición, estilo de fuente y tamaño estándar.

- Se requiere que las cajetillas tengan estándares comunes en cuanto a su forma y apertura.
- Sus dimensiones son limitadas, con un tamaño máximo y mínimo estipulado. Además, deben estar hechas de cartón, y  ser rígidas.

- Las cajetillas pueden llevar una "marca de origen" en forma de un código o una marca no visible a simple vista, con la finalidad de identificar productos ilícitos.

- Los cigarrillos se limitan en su presentación a envoltorios blancos o blanco liso con una punta de filtro "imitación corcho”.

- No se permiten marcas, ni otros colores o características de diseño.

Mostró algunos ejemplos de las cajetillas comercializadas en Australia, que cumplen con los requerimientos precedentemente señalados:
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Luego, señaló que los estudios realizados sobre los efectos de la reducción del atractivo visual de la presentación de los productos de tabaco han concluido que los paquetes planos han sido calificados por adultos y niños como menos atrayentes. De la misma manera, han sido percibidos de menor calidad, clasificados como más baratos y con degustación más pobre que paquetes equivalentes. Más aún, las impresiones positivas de identidad del fumador y los atributos de personalidad asociados con marcas específicas se debilitaron o desaparecieron con un paquete sencillo. Por último, los no fumadores y los jóvenes respondieron de forma más negativa a los paquetes planos que los fumadores y las personas mayores.
En otro ámbito, apuntó que los estudios también han sugerido que los empaquetados genéricos tienden a aumentar el efecto de las advertencias sanitarias, la atención prestada a ellas y la percepción sobre su importancia y credibilidad. Igualmente, los no fumadores y aquellos que lo hacen de forma ocasional prestan más atención a las advertencias en las cajetillas planas que los fumadores habituales.
Finalmente, se refirió a los efectos de la presentación de las cajetillas en la percepción de las personas sobre las consecuencias perjudiciales del tabaco, asegurando que el empaquetado genérico posee la virtud de corregir ciertas apreciaciones erróneas acerca de la nocividad de algunas marcas de cigarrillos. 

Asimismo, se determinó que los colores de los paquetes afectan la percepción de daño y resistencia al producto. En efecto, los paquetes planos se perciben más dañinos que los de marca, si son de un color más oscuro, como el marrón. A la inversa, los paquetes planos aparecen menos nocivos que los paquetes de marca si se presentan en colores más claros, como el blanco.
- - - - - - - -


Una vez concluidas las intervenciones, el señor Subsecretario de Salud Pública reiteró el interés del Ejecutivo en colaborar en la adecuación del marco legal a las directrices del Convenio Marco, ya que existe el convencimiento de que apuntan en la dirección correcta para beneficiar la salud de la población, poniendo freno al inicio del hábito del tabaquismo y descontinuando el consumo de productos de tabaco.


Seguidamente, se refirió a los aspectos generales que tratan las indicaciones a la iniciativa de ley formuladas por el Ejecutivo, precisando que ellas tienen como finalidad restringir aún más la publicidad del tabaco, propender a la disminución de su  comercialización y consumo y, por último, fortalecer el rol de la autoridad sanitaria en la fiscalización.


Complementando lo señalado previamente, el Jefe de la División de Políticas Públicas de la Subsecretaría de Salud Pública, doctor Tito Pizarro, advirtió que la posición de las compañías tabacaleras frente a lo que propone la presente iniciativa de ley será resaltar que Chile ha cumplido la mayoría de las directrices que el Convenio Marco impone a los países que lo han suscrito. Sin embargo, expuso, se debe tener claro que dicho instrumento internacional sólo constituye un mínimo exigible a los países firmantes, quienes deben necesariamente seguir avanzando en la regulación.

Añadió que también es probable que no se refieran a la gran cantidad de muertes y enfermos que aún sigue provocando el consumo de tabaco.

Aseguró que la Subsecretaría de Salud Pública ha seguido con gran atención la experiencia australiana en esta materia y, a partir de ella, se recogerán las experiencias positivas que puedan aplicarse en Chile.


Respecto de las indicaciones que ha introducido el Ejecutivo al proyecto de ley, explicó que las mayores novedades tienen relación con la radicación en la autoridad sanitaria de los procesos de fiscalización y sanción de infracciones a la normativa sobre tabaco, junto con el incremento y especificación de las multas que se aplicarán a tales contravenciones.


Por último, precisó que uno de los aspectos que ha quedado rezagado en la lucha contra el tabaquismo es la implementación de programas sobre cesación del consumo, para atacar el problema de quienes sufren una mayor adicción.


Por su parte, el señor Guillermo Paraje puntualizó que otro de los argumentos que probablemente harán valer las tabacaleras es el que indica que la recaudación fiscal por los gravámenes impuestos al tabaco es mayor a la señalada anteriormente por los expositores, toda vez que en esos datos no se considera el Impuesto al Valor Agregado. No obstante, en su parecer, ese impuesto no debe considerarse para estos efectos, ya que el hecho gravado no es específicamente el tabaco, sino la venta.


El Honorable Senador señor Girardi informó que se ha reunido con el Ministro de Hacienda para solicitar el estudio de propuestas que aumenten los impuestos específicos que se aplican a los productos de tabaco, con el objetivo de desincentivar su consumo por la vía del incremento de la variable precio.

- - - - - - - -


El Director de Asuntos Corporativos de British American Tobacco, señor Carlos López, expuso ante la Comisión los puntos de vista de su representada frente al proyecto de ley en discusión.


En forma previa, hizo hincapié en que su participación en el presente proceso legislativo se enmarca en los principios rectores de transparencia y responsabilidad que propugna el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco. Agregó que las posiciones de la empresa se basan en buenas prácticas regulatorias, las que, en su opinión, deben ser establecidas previa participación consultiva de los interesados, contar con evaluaciones de impacto y asentarse sobre sólida evidencia científica. Lo anterior, en el entendido de que en el actual escenario legislativo podría perder tanto el Estado como la sociedad y la industria, si se sustituye el comercio formal de tabaco por otro de carácter ilícito, originado en el contrabando.


Reconoció que, si bien existe conciencia de que el tabaquismo genera serios riesgos en la salud de las personas, dadas la opción creciente por estilos de vida más saludables, una mayor regulación de la industria y la alta carga tributaria aplicada a los productos de tabaco, se proyecta que, de todas maneras, a nivel global el número de fumadores se mantendrá relativamente estable en los próximos 30 años. Exhibió el siguiente gráfico:
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Entonces, a su juicio, no serían irreconciliables los objetivos de salud pública con la existencia de una industria formal y legal que administre y gestione de manera responsable la demanda por tabaco, para lo cual se requiere un marco regulatorio adecuado y cierto.

Al analizar directamente la propuesta legislativa en discusión, recordó que hace poco más de un año se aprobó la última enmienda a la legislación que regula las actividades relacionadas con el tabaco, la cual habría sido considerada por la propia Comisión de Salud del Senado como una preceptiva adecuada y exhaustiva. No obstante, sólo dos meses después ingresó a tramitación la iniciativa de ley que se discute actualmente.  


Sobre la moción en estudio, explicó que, en primer término, contiene disposiciones que tienen como objetivo incorporar a la normativa compromisos asumidos por el país como firmante del Convenio Marco, los cuales no merecen mayores comentarios, ya que es preciso reconocer la obligación del país de avanzar en el cumplimiento del instrumento internacional. Por lo cual, hizo sugerencias para perfeccionar las modificaciones legales que promueve la moción.


Así, en cuanto a los anuncios que pretenden reforzar la prohibición de venta de productos de tabaco a menores de edad, indicó que, de acuerdo a la experiencia de la compañía que representa, dichas medidas deben complementarse con un proceso de capacitación de los comerciantes que expenden tabaco y con la exigencia de la exhibición del carnet de identidad como mecanismo para tener certeza de la edad del comprador. Esto último tiene la ventaja de dificultar el acceso de los menores a los establecimientos de comercio tradicionales que expenden tabaco y, por otro lado, facilita los procedimientos de fiscalización.  


Otro tema perfectible, continuó, es la utilización en diversas normas de la moción del término “indirecto”, lo cual podría originar confusión y arbitrariedad a la hora de aplicar e interpretar la preceptiva. En efecto, señaló que, como parte de una industria regulada, se requiere una mayor claridad, tanto para un debate transparente como para poder cumplir a cabalidad con las normas que en definitiva se aprueben. Añadió que, si bien el Convenio Marco contiene algunas disposiciones que utilizan esa expresión, la mayoría de las legislaciones comparadas no la han incluido, debido a que genera ambigüedad. 

A continuación, puntualizó que la moción también incorpora normas que no forman parte de las directrices del Convenio Marco y que no fueron parte de las discusiones de proyectos de ley anteriores. Ante ellas, afirmó que, aunque tiene claridad respecto de que el instrumento internacional sólo establece un mínimo exigible para las partes, se mostró partidario de estudiar cada nueva propuesta en su justa medida y en base a evidencia técnica que la sustente.

Aunque la mayoría de las disposiciones parecen razonables y adecuadas, la que concita el rechazo de la industria es aquella que establece una responsabilidad objetiva y solidaria por los perjuicios a la salud de las personas que causa el tabaquismo, por cuanto el comercio de tabaco ejerce una actividad lícita en el país, está plenamente autorizado y paga importantes tributos al Estado.

En esa perspectiva, la responsabilidad objetiva tampoco es compatible con el modelo de responsabilidad civil subjetiva contenido en la legislación chilena y, por lo tanto, avanzar en esa dirección representaría una discriminación arbitraria en contra de la industria tabacalera, prohibida expresamente por el ordenamiento constitucional.

Finalmente, hay una tercera categoría de ideas en la iniciativa de ley que, a pesar de no formar parte de los estándares que fija el Convenio Marco, sí fueron resueltas en procesos legislativos previos.   


En este grupo situó la discusión sobre el rol de las advertencias gráficas en las cajetillas, respecto del cual Chile ha sido más estricto en su regulación, toda vez que el Convenio Marco sólo exige que abarquen un 30% de la superficie total.


A mayor abundamiento, informó que la conclusión a la que arribó la Comisión de Salud del Congreso de México, al evaluar algunas alternativas sobre las características que debía tener el empaquetado de cigarrillos para endurecer el control del comercio de tabaco, es que no existe evidencia científica que compruebe que las características del empaque genérico con grandes advertencias tenga efecto en  la reducción del consumo. Por tal motivo, la propuesta que apuntaba en ese sentido fue desestimada.


En virtud de lo expuesto, manifestó que la idea de incrementar el tamaño de la advertencia a un 100% de la superficie de las cajetillas no posee un sustento técnico, ya que, junto con no estar dentro de los criterios que propugna el Convenio Marco, sólo facilitará la propagación del comercio ilícito de cigarrillos.

En resumen, la compañía que representa estima que la enmienda al artículo 6° de la ley N° 19.419 es desproporcionada, inefectiva e ilegal.


Primeramente, la consideró desproporcionada por cuanto ya se ha legislado sobre la materia, disponiendo uno de los tamaños de advertencia más grandes en comparación con otros países. Además, existe actualmente un entendimiento universal respecto de los riesgos para la salud que provoca el consumo de tabaco, no obstante lo cual los fumadores siguen fumando y, por otro lado, existen alternativas para enviar mensajes segmentados a distintos grupos de la población, mediante las advertencias sanitarias.


En segundo lugar, la calificó de inefectiva, toda vez que, además de no constatarse que haya un déficit de información, gran parte de los análisis efectuados han demostrado que el incremento del tamaño de las advertencias no tiene incidencia en la reducción de la prevalencia o de la iniciación en el consumo. A esta conclusión han llegado los comités científicos de la Unión Europea, Estados Unidos y Canadá, entre otros.


Asimismo, afirmó que en la medida que las advertencias ocupen mayores espacios en las cajetillas, se hará más difícil diferenciar los productos de contrabando de aquellos legales, favoreciéndose el comercio ilícito y llevando a los consumidores a elegir los productos de tabaco motivados únicamente por la variable “precio”. En este aspecto, expresó que los últimos estudios han concluido que el comercio ilícito de cigarrillos se ha triplicado en los últimos cinco años, adoptando también nuevas formas, como la falsificación. Ejemplificó ese flagelo con el caso de Arica, ciudad en la cual, de cada 10 cajetillas vendidas, 7 tienen como origen el contrabando.

Presentó el siguiente mapa, que da cuenta de la distribución territorial del mercado de los productos ilícitos en el país:
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Destacó asimismo la situación de Uruguay que, a pesar de estar en la vanguardia de las acciones anti tabaco, posee el triste récord de que una de las marcas internadas mediante contrabando es una de las tres más vendidas en el país, alcanzando alrededor de un 30% del total comercializado en el mercado interno.


Finalmente, estimó que la referida medida es ilegal, debido a que el mismo Convenio Marco consigna que los países no pueden, con la finalidad de implementar sus recomendaciones, contrariar obligaciones internacionales ni las normativas constitucionales locales. En ese contexto, se estarían vulnerando acuerdos internacionales en materia de propiedad intelectual y de barreras técnicas al comercio, ya que, aunque no se trate de ámbitos inamovibles, no existe evidencia que justifique su afectación. A modo de ejemplo, hizo notar que cinco países han denunciado a Australia ante la Organización Mundial de Comercio por la implementación de una normativa sobre empaquetado genérico.

Adujo que en el ámbito nacional una medida de ese tipo sería contraria a la libertad económica y a la propiedad industrial, al afectar esos derechos en su esencia e imposibilitar su libre ejercicio. Incluso, impide que nuevos actores ingresen al mercado del tabaco, puesto que no podrían destacar su producto de los que actualmente se comercializan.


De consiguiente, sostuvo que sería conveniente primero evaluar la total aplicación de la ley N° 20.660, que entró en vigor recién en el año 2013, y, por otra parte, esperar lo que decida la Organización Mundial de Comercio en el caso australiano previamente evocado, antes de implementar nuevas medidas al respecto. 
- - - - - - - -


A continuación, expuso el Gerente de Asuntos Regulatorios de British American Tobacco, señor Marco Opazo, quien complementó la exposición anterior aduciendo que el problema del contrabando no sólo incide en los ámbitos tributario y comercial, sino que también tiene implicancias sanitarias. Informó que un reciente estudio efectuado en Perú pudo determinar la presencia en cigarrillos ilegales de depósitos sólidos, papel, pasto, raíces, plumas, fibra sintética, restos de metales, arena, aluminio, partes de insectos y restos de madera y de cordeles. Agregó que un símil de dicho análisis se está llevando a cabo actualmente en el país.


Al retomar la palabra el señor López, a modo de conclusión, puntualizó que su representada está disponible para apoyar todas aquellas acciones dirigidas a que Chile cumpla con los compromisos internacionales que ha asumido. Sin perjuicio de ello, acotó que nuestro país cuenta en la actualidad con una reciente, completa y exhaustiva legislación anti tabaco, por lo que el énfasis de las autoridades debería apuntar hacia su correcta implementación, fiscalización y evaluación.
En tanto, desde la perspectiva del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, remarcó que el principal compromiso pendiente, que se debe abordar, es la suscripción del Protocolo de Comercio Ilícito.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó que el control del contrabando es una materia de sumo interés para los miembros de la Comisión, con el objeto de dar cumplimiento a las directrices que sobre esa materia contiene el Convenio Marco.


Sobre la regulación del etiquetado y del empaquetado de cigarrillos, concordó con las posturas que señalan que constituye una de las pocas alternativas de publicidad que poseen actualmente las tabacaleras, toda vez que con las marcas se pretende reforzar la identidad y características de un producto, junto con proyectar una determinada imagen de los consumidores.


Entonces, si uno de los objetivos de la reducción de la publicidad del tabaco es reducir el tabaquismo, también debería abordarse el etiquetado de los paquetes de cigarrillos, ya que, por lo demás, se ha comprobado que impacta de manera relevante para que ex fumadores no recaigan en el consumo.


En resumen, consideró que con la implementación del etiquetado plano o genérico es posible influir en la reducción del consumo, al evitar la alianza que surge entre el empaquetado y la publicidad.


A su vez, el Honorable Senador señor Chahuán adujo que, si bien es partidario en general del proyecto de ley, tiene dudas en lo que atañe a la implementación de un empaquetado genérico, por cuanto la posibilidad de diferenciar los cigarrillos permite la elección de productos de tabaco de mejor calidad.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sostuvo que, en su calidad de ex fumadora, posee el convencimiento de que quien adopta la decisión de dejar de consumir tabaco lo hace porque ha tomado conciencia de los daños que provoca ese hábito. Es decir, no obstante coincidir con algunos de los argumentos que se han hecho valer para promover el etiquetado plano en las cajetillas, mencionó que la educación en este ámbito es el factor primordial, a efectos de reducir el consumo.


En conformidad con lo expuesto, solicitó tener a la vista los estudios que demuestran la evidencia científica que sustenta los beneficios de ese tipo de etiquetado en la lucha contra el tabaquismo, ya que, de otra forma, únicamente podría promover, como efecto indeseado, un consumo de tabaco de menor calidad, dado su menor precio.


En otro aspecto, Su Señoría reiteró que no se puede dejar de tener en cuenta en el debate que la industria del tabaco es una actividad lícita en el país y, por otro lado, que quien en el ejercicio de su libertad compra cigarrillos, tiene total conocimiento de los efectos nocivos para la salud derivados de su consumo. Por ello, no es lógico atribuir los perjuicios causados a quien vende el producto. De pretenderse esto último, concluyó, sería más transparente declarar derechamente ilegal el tabaco.


A su turno, el Honorable Senador señor Girardi, recalcó la importancia del tema en discusión, puesto que Chile posee una de las tasas de prevalencia de tabaquismo más altas del mundo, tanto en población adulta como en menores de edad. A modo de ejemplo, señaló que el Ministerio de Salud ha constatado que un 50% de los escolares que cursan 4° año medio son fumadores, lo que consideró un desastre sanitario.


En ese contexto, reclamó que la industria tabacalera es responsable en Chile de la muerte de 46 personas diariamente, como consecuencia del ejercicio de su actividad económica, por lo que estimó que los argumentos planteados sólo apuntan a cuestiones accesorias al problema de fondo, a saber, la defensa de la salud y la vida.   


Agregó que no se trata de impedir que las personas puedan fumar libremente, si así lo desean, sino que lo que se procura es la protección de la integridad física de los fumadores pasivos y, especialmente, de los menores de edad, a quienes está dirigida la publicidad de las tabacaleras. En efecto, recordó que uno de los puntos más discutidos en tramitaciones legislativas anteriores ha sido la ubicación de los puntos de venta de cigarrillos respecto de los establecimientos educacionales, sobre lo cual, al apoyar medidas más restrictivas, hubo que soportar un fuerte lobby de las empresas tabacaleras.


En definitiva, sostuvo que en el pasado existió una manifiesta y evidente acción concertada de lobby por parte de las tabacaleras para impedir las regulaciones que, hoy en día, señalan que no tendrían inconvenientes en acatar.


Sobre la vinculación entre la publicidad y el etiquetado de los cigarrillos, afirmó que el mundo actual de los negocios se sostiene principalmente en las marcas, puesto que confieren identidad a los productos y generan un sentido de pertenencia en los consumidores. Si no fuese así, las empresas tabacaleras no se opondrían a la imposición de un empaquetado genérico que, en su opinión, es la dirección en la que debe apuntar la legislación nacional. 

En esa línea, llamó a no tener temor ante las eventuales acciones judiciales que pudieran intentar las tabacaleras, ya que la defensa del país estará basada en el resguardo de los derechos humanos, de los cuales forma parte la protección de la vida y de la salud de las personas.

A mayor abundamiento, indicó que ante las alegaciones de supuesta ilegalidad o inconstitucionalidad de la medida de etiquetado plano, por afectar supuestamente la libertad económica, deben necesariamente primar las consideraciones sanitarias, puesto que el bien jurídico involucrado es de una trascendencia superior.

Asimismo, defendió la idea de establecer una responsabilidad civil de carácter solidaria y objetiva de las empresas, por los perjuicios originados por el tabaquismo, ya que su conducta se funda en la ocultación o el engaño sobre los efectos nocivos del tabaco, en la realización de estrategias publicitarias dirigidas a menores de edad y en la adición de sustancias que incentivan el consumo en este grupo etario. 


En ese mismo orden de ideas, denunció el incumplimiento por parte de las compañías tabacaleras de la normativa sobre advertencias sanitarias y publicidad en las cajetillas. En efecto, declaró, por ejemplo, se incluye en el interior de ellas etiquetas adhesivas o “stickers” que, junto con significar una forma de difusión encubierta del producto, permiten ocultar las advertencias. 


Finalmente, advirtió que ninguno de los aspectos contenidos en la iniciativa de ley plantea cuestiones ilegales o  que adolezcan de inconstitucionalidad, sino que persiguen dar cabal cumplimiento a los compromisos internacionales suscritos por Chile, tanto en materia de control del tabaco como en la protección de los menores.


En seguida, el señor Subsecretario de Salud Pública insistió en que el ánimo de su cartera en apoyar y perfeccionar la moción en debate está sustentado en el convencimiento de la necesidad de avanzar aún más en la lucha contra el tabaquismo. Agregó que, de la misma forma como en algunos casos se retiran del mercado productos que contienen sustancias cancerígenas, si se hubieran conocido desde un principio los efectos nocivos del tabaco, los productos que lo contienen podrían haber corrido la misma suerte. Es decir, a igualdad de daño a la salud, en el caso del tabaco ha existido un nivel de tolerancia que no se puede seguir fomentando.


Frente las intervenciones precedentes, el señor López, de British American Tobacco, acotó que su representada no dirige sus acciones de promoción a menores de edad. En concreto, recordó que la compañía dejó voluntariamente de utilizar la televisión como un medio de propaganda, sin que hubiera una norma legal que se lo impidiera. De igual forma, tampoco ha efectuado difusión en los puntos de venta mediante modelos publicitarios o evocando estilos de vida asociados al tabaco.


Mencionó que las altas tasas de prevalencia de tabaquismo que presenta el país son parte de una realidad de la sociedad en general, que se replica, por ejemplo, en el consumo de alcohol y de algunas drogas o fármacos. Entonces, esos problemas no pueden atribuirse únicamente a las acciones de una compañía determinada.  


Sobre las marcas, expresó que forman parte de las características de cualquier producto que se comercializa, con el objetivo de diferenciarlos de su competencia, por lo que no es efectivo que se utilicen como una forma de publicidad.


En último término, manifestó que el uso de “stickers” o láminas en algunas cajetillas no tiene como objetivo ocultar las advertencias, sino que preservar en mejores condiciones el tabaco. Además, ese artefacto sólo se incluye en los envases de una marca que no representa en Chile más allá del 1% del mercado total de cigarrillos. 

- - - - - - - -


Posteriormente, la coordinadora de Chile Libre de Tabaco, señora Sonia Covarrubias, hizo presente a la Comisión que el Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco es el primer tratado global de salud destinado a afrontar el problema mundial que genera el tabaquismo. Precisó que sólo se trata de un mínimo exigible para las naciones firmantes, pudiéndose avanzar más allá en la implementación de medidas que tiendan a disminuir el hábito tabáquico, las que, por lo demás, están basadas en evidencia científica que ha demostrado su eficacia en aquellos países que las han aplicado de manera integral.


Respecto de la situación de nuestro país en el contexto internacional, informó que las tasas de consumo se ubican entre las peores de América, puesto que un 40,6% de la población mayor de 15 años fuma. Exhibió la siguiente imagen:
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Expuso algunas de las características de la situación nacional, que dan cuenta de la gravedad del problema sanitario:

- El país presenta altas tasas de tabaquismo en población general, jóvenes y mujeres.

-  Un 39,9% de las adolescentes entre 13 y 15 años fuma.
- Se producen 16.532 muertes al año por enfermedades asociadas al tabaco, lo que constituye el 18,5% del total de muertes del país.
- Un 11,5% del gasto que Chile destina anualmente a salud corresponde al tratamiento de enfermedades derivadas del tabaquismo.

- La recaudación de impuestos que gravan la comercialización de cigarrillos equivale solo al 75% del gasto directo en atención a enfermedades relacionadas con el tabaco.


En este escenario, opinó que Chile debe avanzar con mayor fortaleza y decisión, tanto en el cumplimiento de las directrices del Convenio Marco como en la implementación de medidas adicionales a nivel local.


Sostuvo que, en lo que respecta al empaquetado de cigarrillos, el uso de cajetillas genéricas, a diferencia de lo que señalan las tabacaleras, igualmente posibilita que se destaque la marca del producto, tal como se ha evidenciado en los envases que se comercializan en Australia y Canadá, expuestos en las siguientes imágenes: 
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Un empaquetado estándar, sin colores, descriptores o simbolismo de las marcas, contribuiría a que ellas sean menos atractivas para los fumadores, reduciría el impacto de creencias que minimizan el perjuicio que genera el tabaquismo y provocaría que las advertencias sanitarias sean más sobresalientes y creíbles.


Ese tipo de empaquetado, continuó, cobra mayor importancia debido al hecho de que las tabacaleras históricamente han utilizado el etiquetado como una estrategia de marketing para acercarse a la población. Hay ejemplos de cajetillas que se venden en el país, que contienen diseños y colores atractivos, especialmente para los jóvenes.

Clarificó que el rol de las advertencias sanitarias no es que las personas dejen de fumar, sino informar a los consumidores sobre los riesgos reales del tabaquismo. 

En esa  misma línea, puntualizó que otra de las buenas prácticas utilizadas internacionalmente, y que debería replicar Chile, es la incorporación en las cajetillas de un teléfono al cual las personas puedan llamar para pedir apoyo con el objetivo de dejar de fumar.


Añadió que en un estudio realizado en Australia sobre la percepción de los fumadores ante cajetillas genéricas, demostró resultados alentadores sobre su efecto:

[image: image18.jpg]Percepcion de los fumadores australianos,

sin y con empaquetado estandar
|

®m Empaquetado ¢/ marca

Peor calidad del tabaco que

hace un afio**
m Empaquetado estandar

Fumar menos satisfactorio
que hace un afio**

Pensé diariamente en dejar
de fumar*

Planifica dejar de fumar,
dentro de 30 dias*

Planifica dejar de fumar,

dentro de 6 meses* 69%

Aprueba empaquetado
estandar* 52%

+ 5 - v v - v v

0% 10% 20% 30% 40% 50% 60% 70%

Euente: Wakefield et al. BMJ Open (2013) *p<0.05; **p<0.01





En cuanto a la prohibición de publicidad, promoción y patrocinio del tabaco, materias de las que se ocupa el artículo 13 del Convenio Marco, acotó que la legislación vigente proscribe todo tipo de propaganda del tabaco, incluso en los puntos de venta. Sin embargo, los lugares de  expendio –cuyo número se ha cuantificado en 28.000 locales– se han transformado en zonas estratégicas para llamar la atención de los consumidores y poder comunicarse con ellos mediante el desarrollo de campañas de marketing y promoción del tabaco.


A este respecto, informó que la organización que representa ha detectado bajos niveles de fiscalización del cumplimiento de la normativa en los puntos de venta, especialmente en lo que se refiere a la proscripción de la publicidad. A su juicio, la evaluación de los organismos públicos a cargo de la fiscalización y sanción no es satisfactoria. Por ello, se mostró partidaria de la idea planteada por el Ejecutivo, en el sentido de que sea la autoridad sanitaria la encargada de esas tareas, utilizando los procesos sumariales previstos en el Código Sanitario. No obstante, dicha modificación de atribuciones debería ir necesariamente acompañada de una mayor dotación de recursos, concluyó. Con todo, sugirió analizar si las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud realmente son las entidades que deberían fiscalizar la publicidad, materia de no es de su estricta competencia.


A mayor abundamiento, manifestó que la mayoría de las fiscalizaciones se ha concentrado en bares, pubs, restaurantes y casinos, pese a que ahora la publicidad del tabaco está centrada en los puntos de venta. 


Mostró imágenes de exhibidores de productos de tabaco, que dan cuenta de su heterogeneidad y falta de regulación al respecto, lo que consideró una violación a la prohibición de efectuar propaganda:
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Afirmó igualmente que la propia Organización Mundial de la Salud ha catalogado la exhibición del producto como una forma de publicidad y promoción, debiéndose, por tanto, prohibir absolutamente toda exposición y visibilidad de productos de tabaco en los puntos de venta, con la finalidad de que sólo se permita una enunciación textual de los productos y sus respectivos precios, sin elementos promocionales.

A continuación, se refirió a la necesidad de priorizar el apoyo institucional a quienes tengan la intención de dejar de fumar, toda vez que un 33% de los fumadores son adictos a la nicotina y necesitan ayuda para dejar ese hábito, cifra que aumenta a un 47,1% en las mujeres. Asimismo, un 65,7% de los fumadores posee la intención de abandonar el tabaco, cifra que se eleva a 78,5% en el grupo etario de 25 a 44 años; pese a lo cual no se cuenta con oferta pública de programas de cesación. 


Sostuvo que la Organización Mundial de la Salud ha recomendado que dicho soporte se efectúe mediante el asesoramiento impartido en los servicios de atención primaria de salud, la implementación de líneas  telefónicas de fácil acceso y gratuitas y, por último, la ampliación del acceso a una farmacoterapia poco costosa.

Sin perjuicio de lo precedentemente expuesto, expresó que las prioridades en la tarea de controlar el tabaquismo deben apuntar, por un lado, a frenar el inicio de los jóvenes en el consumo de tabaco y, por otro, reducir el hábito de quienes ya han comenzado a fumar. Para ello se requiere de campañas de educación masivas, en los medios de comunicación y en los colegios, sobre las consecuencias perjudiciales del tabaquismo, prohibir definitivamente los aditivos que se incorporan a los cigarrillos y que tienden a seducir en mayor medida a los menores, aumentando su nivel de adicción, y, fundamentalmente, incrementar de forma importante el impuesto que se aplica a la comercialización de productos de tabaco.

Respecto del efecto de los aditivos en el consumo, hizo notar que, de acuerdo a la memoria financiera presentada por la empresa British American Tobacco el año 2012, la venta de cigarrillos mentolados había aumentado en un 126% durante dicho período. Indicó que estudios realizados sobre el efecto de la adición de mentol en los cigarrillos han registrado una disminución en la edad de inicio del consumo en los fumadores que prefieren este producto, un aumento de la dependencia al consumo de tabaco  y una mayor dificultad para dejar de fumar, reflejada en la alta ineficiencia de las terapias de cesación tabáquica entre los consumidores de productos mentolados que se han sometido a esos tratamientos.

Exhortó a las autoridades ministeriales a insistir ante la Contraloría General de la República con la presentación de la normativa reglamentaria que prohíbe la aplicación de aditivos a los cigarrillos, debido a que el organismo contralor ha observado en dos oportunidades los decretos que apuntaban en esa dirección.

Luego, recalcó que el aumento de los gravámenes al tabaco es la medida que, por si sola, ha demostrado mayor efectividad en el control del tabaquismo, por cuanto representa una barrera efectiva para frenar el comienzo del consumo entre los jóvenes, afecta de manera especial a quienes tienen menos recursos y  desalienta a que ex fumadores retomen el hábito. Por lo demás, el Estado gasta más de lo que recauda por esa vía en tratar las enfermedades relacionadas al tabaco. Es decir, hay espacio para mayores incrementos en las tasas impositivas que actualmente se aplican, que lleven a que las cajetillas ronden un precio cercano a 
US$ 10, cifra adecuada para que el valor se trasforme en una barrera de entrada a nuevos consumidores.

Exhibió una infografía que compara el precio de los cigarrillos en algunos países, incluyendo a Chile:

[image: image20.jpg]Secpmros s 0
Ertre 30008 eton.
e o g
amerenion

uss !
(cajetiias de 20
undades) 3
Comparacion enpesos.

9.7millones

(o
Asgenens T3¢
oo
Ecuacor L‘:
ot o
Bont &

Venerts {a;;o

Norwe
Pt %

s
co 2

——

o %
=

s

3re
e
T s, %,

UNTE Gt i ot tataco.

0






En este mismo orden de ideas, recomendó no perder la oportunidad de que la reforma tributaria que actualmente se tramita en el Congreso Nacional
 se haga cargo de esta situación, con el objetivo de, por una parte, desincentivar el consumo y, por otra, aumentar la recaudación fiscal que permita un adecuado financiamiento de la salud pública.



De igual manera, sugirió el desarrollo de una política impositiva de largo plazo sobre el tabaco, que considere los siguientes aspectos: 



- Aumento gradual del gravamen en forma periódica.
- Reajuste del impuesto de acuerdo a la inflación, tomando en consideración el poder adquisitivo de la población.
- Aplicación del impuesto a todos los productos de tabaco y no sólo a los cigarrillos, incluyendo los más baratos, con el fin de evitar la sustitución  de productos.
- Implementación de medidas contra la evasión fiscal y el  contrabando.
- Reinversión en salud de los recursos recaudados, especialmente en programas de cesación tabáquica.

Finalmente, en lo que respecta al contrabando de cigarrillos, declaró que, a pesar de que no hay datos certeros sobre cuánto representa en el comercio total de dicho producto en el país, se ha estimado que en el año 2012 no habría superado el 3,3%, cifra que, de ser cierta, correspondería a la más baja de Latinoamérica. Pese a ello, aseguró que Chile debería aprobar el Protocolo sobre Comercio Ilícito de la Organización Mundial de la Salud, para atacar de forma decidida ese flagelo, de manera coordinada con la comunidad internacional. 


Afirmó, no obstante, que sobre este tema no cabe dar valor a las apreciaciones que señalan que los cigarrillos provenientes del contrabando serían de menor calidad que los del comercio formal, puesto que todos ellos producen consecuencias nocivas para la salud.


Una vez finalizada la exposición, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe destacó la urgencia de enfrentar  de forma drástica las situaciones anómalas que se producen en casinos informales que se emplazan principalmente en las comunas de menores recursos, a los cuales tienen acceso los menores de edad y en donde generalmente se fuma, pese a constituir espacios cerrados que deberían estar libres de humo de tabaco. Entonces, si hay una regulación determinada, claramente ha estado ausente una fiscalización adecuada de esos sitios, aseveró.


Ese mismo razonamiento sería aplicable a la propuesta legislativa que actualmente se tramita, ya que no tiene sentido avanzar en nuevas regulaciones si no habrá una acción decidida que promueva un control propicio de la normativa. 


El Honorable Senador señor Rossi consultó al señor Subsecretario de Salud Pública cuál será el plan de fiscalización y sanción que pretende implementar el Ejecutivo para complementar la regulación objeto del presente proyecto de ley. Preguntó también si se apoyará la implementación de consejerías sobre cesación del tabaquismo, si se planea la realización de campañas comunicacionales anti tabaco y si se contempla un fomento de la educación sobre los efectos del consumo de tabaco en el currículum escolar.


Además, postuló la proscripción de la exhibición de productos de tabaco en los puntos de venta, en el entendido de que constituyen una forma de publicidad encubierta, al igual como ocurre con el etiquetado de las cajetillas.


Dando respuesta a las inquietudes formuladas, el señor Subsecretario de Salud Pública manifestó que se ha constatado una debilidad en las tareas de fiscalización de la preceptiva que regula las actividades relacionadas con el tabaco, lo que se explica, fundamentalmente, por la reducción de personal que han sufrido los equipos de fiscalizadores durante los últimos años, y por la superposición de algunas funciones de control con los funcionarios municipales. A modo de ejemplo, afirmó que la Secretaría Regional Ministerial de la Región Metropolitana sólo cuenta con siete funcionarios fiscalizadores. Igualmente, trajo a colación la lentitud y complejidad de los procesos sancionatorios a cargo de los Juzgados de Policía Local.


Como parte de ese análisis, razonó, el Ejecutivo ha formulado una indicación a la iniciativa de ley, con el objetivo de que la fiscalización esté a cargo de la autoridad sanitaria y se rija por el procedimiento sumarial contemplado en el Código Sanitario. Además, junto con fortalecer el equipo de fiscalización, para lo cual se solicitarán recursos adicionales a la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, se impulsará la participación ciudadana en las denuncias, a través de distintos canales de comunicación.


Precisó que la posibilidad de realizar campañas comunicacionales es un tema que requerirá mayor evaluación, dado que el marco presupuestario es bastante restringido, no obstante reconocer los positivos efectos que se pueden generar. En tanto, sobre las consejerías, enfatizó que también es necesario planificar de mejor manera su eventual implementación, debido a que la experiencia de programas anteriores no ha sido enteramente satisfactoria. Sin embargo, este último punto se trabajará de forma coordinada con el Servicio Nacional de Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol, SENDA.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente la relevancia de otorgar un apoyo integral y multidisciplinario a quienes optan por dejar el hábito de fumar, en especial en los estratos socioeconómicos vulnerables.


El encargado de la Unidad de Tabaco del Ministerio de Salud, señor Celso Muñiz, adujo que la repartición a su cargo ha estado trabajando en la adaptación del modelo neozelandés de consejerías, que se traduce en un programa de tres etapas, denominadas “ABC”, esto es, “Averiguar”, “Breve Consejo” y “Cesación”.


El referido modelo, apuntó, está formulado como una alternativa al tratamiento farmacológico, generalmente de muy alto costo, que debiera destinarse únicamente a aquellos pacientes que muestran altos niveles de adicción. Para su implementación se capacitará a los funcionarios que tengan relación con la materia y que en el ejercicio de sus funciones tengan la posibilidad de otorgar esa consejería.


Agregó que ese programa se ha convertido en una de las intervenciones más costo-efectivas, con resultados positivos en alrededor de un 78% de los casos tratados.

- - - - - - -

Se deja constancia que los documentos acompañados por quienes concurrieron a la Comisión fueron conocidos por los señores Senadores integrantes de la misma, y han sido publicados en la página web del Senado (en www.senado.cl; ir a trámite de proyectos; ingresar N° de boletín 8.886-11; hacer click en pestaña “Presentaciones ante Comisión”).

- - - - - - - 


A continuación se detallan las disposiciones del proyecto de ley aprobadas en general por la Comisión de Salud y las indicaciones formuladas a su texto, tanto por la Presidenta de la Republica como por Honorables Senadores. Además, se consignan los acuerdos alcanzados a su respecto:


DISPOSICIÓN NÚMERO I

La disposición número I consta de un epígrafe que reza como sigue:

“I. Modifícase la Ley 19.419 de la siguiente forma:”.


La Presidenta de la República formuló a su respecto la indicación signada con el numeral 1), para reemplazar su texto por el siguiente: 

“Artículo primero: Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:”.

La Comisión, si bien concordó con el objetivo propuesto en la indicación, en orden a completar la redacción del epígrafe, aprobó efectuar enmiendas formales a su respecto, consignándolo de la siguiente manera:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:”.

- Con esa modificación, la indicación de la Presidenta de la República fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi.

- - - - - - -

La indicación número 2) de la Presidenta de la República propone agregar al proyecto de ley un numeral 1 bis), nuevo, que reemplaza, en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.419, el texto íntegro de su letra a), por el siguiente:

 “a) Toda forma de promoción, patrocinio,  comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto de tabaco o el consumo de tabaco;”.

La Comisión corrigió, en primer lugar, la referencia al “inciso primero” del artículo 2°, pues dicho precepto consta de un inciso único.

Al iniciar el debate sobre la indicación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consultó cómo afectaría la nueva disposición a algunos deportes, como los motorizados, que eventualmente podrían ser patrocinados por marcas de productos de tabaco.

Desde otra perspectiva, el Honorable Senador señor Girardi opinó que el objetivo de la proposición es impedir que se vulnere la prohibición de publicidad que contempla actualmente la legislación, cerrando todas las posibilidades para que ello ocurra. De lo contrario, las tabacaleras utilizarán aquellos espacios libres de regulación para comunicarse con sus potenciales clientes, asociando el consumo de tabaco a éxito, glamour o estilos de vida fascinantes. 

En la misma línea, el señor Celso Muñiz explicó que la indicación del Ejecutivo tiene como finalidad proteger la intención de la norma que prohíbe la publicidad del tabaco, ampliándola al patrocinio de actividades o productos.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe argumentó que existen algunos deportes específicos, de popularidad muy acotada y que no reciben ingresos o apoyo de fuente estatal que pueden obtener financiamiento a través de ese patrocinio, por lo que le mereció reparos la indicación presentada. 

A su vez, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Salud, señor Alejandro Behnke, puntualizó que el deporte da una connotación positiva a las marcas que lo patrocinan, por lo que no debería permitirse esa asociación en el caso de los productos de tabaco.

En ese orden de ideas, el Honorable Senador señor Rossi se mostró partidario de hacer las precisiones que correspondan, para respetar el espíritu de la prohibición de la publicidad del tabaco, ya que la experiencia ha demostrado que desde su implantación se han buscado fórmulas para burlarla, como por ejemplo, mediante la exhibición vistosa de los productos en los puntos de venta o a través de su asociación con actividades o personajes que estiman atractivos para la sociedad.

De la misma forma, consideró inexactos los argumentos planteados por la industria tabacalera que señalan que sus estrategias de promoción no están dirigidas a los menores, ya que, al estar comprobado que la adicción tabáquica se adquiere a temprana edad, ese es el sector del mercado al que deben apuntar para aumentar sus ventas.

En resumen, los beneficios para la salud de las personas por la proscripción de la propaganda son, a su juicio, mucho mayores que la pérdida económica que pueda significar para algunos un detrimento en el financiamiento por patrocinio que les puede otorgar la industria del tabaco. 

Una vez finalizado el debate, la Comisión consideró necesario iniciar la letra a) con la expresión “Publicidad del tabaco:”, que es la que define dicho literal. Asimismo, acordó consignar la disposición propuesta por la indicación como numeral 1) del artículo 1° del proyecto de ley.

- Con esas enmiendas, la indicación fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi y Rossi. Se pronunció en contra la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
- - - - -


La indicación número 3) de la Presidenta de la República agrega a la iniciativa de ley un numeral 1 ter), nuevo, que modifica el artículo 3° de la ley N° 19.419 de la siguiente manera: 



a) En el inciso segundo, intercala entre las palabras “indirecta” y “realizada”, la frase “y a aquella”. 



b) En el inciso final, intercala entre las frases “Ministerio de Salud” y “el detalle”, la frase “, en la forma que éste determine,”.”.


El señor Celso Muñiz explicó que la enmienda signada con la letra a) tiene como objetivo clarificar que el emplazamiento no es la única forma de publicidad indirecta que se puede realizar, ampliándose de esa forma el ámbito de prohibición de la promoción del tabaco. Así, tampoco se permitirá, por ejemplo, la exhibición de artefactos que asemejen productos de tabaco, como los dulces con forma de cigarros o los cigarrillos electrónicos.



Ante la consulta de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe sobre qué tipo de reglamentación rige actualmente esos aparatos electrónicos, el señor Muñiz acotó que sólo están regulados los que incluyen algún contenido de nicotina, ya que se les considera un dispositivo médico y, por lo tanto, deben someterse a la aprobación del Instituto de Salud Pública. Por el contrario, los instrumentos de ese tipo que no incluyen nicotina están fuera de la regulación antedicha, por lo que es necesario determinar caso a caso qué normativa les es aplicable. 



Volviendo al debate sobre la letra a) propuesta, el Honorable Senador señor Rossi expresó que la idea que subyace en esa indicación es impedir que se haga publicidad mediante formas o instrumentos que remeden o imiten productos de tabaco.



La Comisión concordó con los planteamientos antes expuestos y convino la aprobación de la letra a) de la indicación. 



Por otra parte, a fin de clarificar que el término “emplazamiento” está referido a acciones promocionales y no al concepto jurídico que se utiliza en otros cuerpos legales, como el Código de Procedimiento Civil, acordó intercalar la palabra “publicitario” a continuación del vocablo “emplazamiento” que se consigna en el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 19.419. Esta modificación se agregó como formando parte integrante de la letra A).



Sobre el contenido de la letra b) del numeral 3) de la indicación del Ejecutivo –que pasó a ser C), como se dirá enseguida–, el señor Muñiz sostuvo que el objetivo pretendido es facultar al Ministerio de Salud para determinar la manera y los parámetros bajo los cuales debe ser entregada la información sobre las donaciones y otros gastos que realicen las empresas tabacaleras, en favor de ciertas organizaciones o instituciones. 

El Honorable Senador señor Girardi hizo indicación para insertar en este precepto una norma que impida que la industria vulnere estas prohibiciones, agregando al final del inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 19.419, una oración que disponga que en ningún caso podrá incorporarse publicidad en el interior de los envases de productos de tabaco.


Finalmente, cabe destacar que los literales aprobados a partir de las indicaciones reseñadas  se consignaron en el numeral 2) del artículo 1° del proyecto de ley.


- Con las modificaciones en comento, los referidos literales fueron aprobados con el voto unánime de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi. 

- - - - - - - -

Numeral 1) aprobado en general

El numeral 1) del proyecto de ley propone sustituir, en el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.419, la oración que contiene la regulación de las máquinas expendedoras automáticas de productos tabaco, por otra que proscribe derechamente su utilización. 


La disposición vigente es del tenor siguiente: “Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos sólo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.”.


Se propone reemplazarlo por el que se consigna a continuación:



"Se prohíbe el uso de máquinas expendedoras automáticas de tabaco."


A juicio de la Comisión, no basta con proscribir el uso de las máquinas en cuestión, sino que el impedimento debe ser extendido a su instalación, lo que resulta mucho más eficaz para evitar su explotación.


La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe consideró excesiva la prohibición propuesta, por lo que anunció su abstención en la votación del presente numeral.

- Así modificado, el numeral 1) fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Girardi y Rossi. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.
En virtud de las disposiciones previamente aprobadas, este numeral pasó a ser el número 3) del artículo 1°.

Numeral 2) aprobado en general

El numeral 2) de la moción plantea incorporar dos nuevos incisos al artículo 4° de la ley N° 19.419. El primero de ellos establece que los lugares de comercialización de productos de tabaco al público deberán contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años. En tanto que el segundo dispone que la venta de tabaco en dichos lugares no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.


El Honorable Senador señor Girardi apuntó que el país sufre un grave problema de tabaquismo, especialmente en la población joven, que accede de manera fácil a los cigarrillos, por cuanto los vendedores no toman las precauciones para impedir su expendio a menores de edad. A raíz de ello, estimó pertinente aumentar las sanciones a los que incurran en ese tipo de infracciones a la normativa, permitiéndose, incluso, la clausura del local en determinadas circunstancias.


En cuanto al segundo inciso, el Honorable Senador señor Rossi enunció su conformidad con la propuesta, ya que, en su opinión, la exhibición de los productos constituye una forma de publicidad.


En la misma línea, el señor Muñiz adujo que en muchos casos la disposición de los cigarrillos en las estanterías se efectúa de tal forma que los niños puedan acceder visualmente a los productos exhibidos.


En sentido contrario opinó la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, debido a que el comprador debe tener la posibilidad de elegir el producto que va a consumir y conocer sus características o propiedades, cuestión que se impediría de aprobarse una norma como la propuesta.


La Comisión acordó dividir la votación de los incisos propuestos.


- El primero de ellos y el encabezado que los precede fueron aprobados, con ajustes de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi.

- Puesto en votación el segundo inciso, se produjo un doble empate. En ambas ocasiones se pronunciaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y lo hicieron por el rechazo los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Chahuán.


- En conformidad con el artículo 182 del Reglamento del Senado, en la siguiente sesión en que se trató este proyecto se repitió la votación y la disposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi.

A la norma contenida en la indicación aprobada le correspondió el numeral 4) del artículo 1° del proyecto de ley. Se precisó que los nuevos incisos serán ubicados como quinto y sexto del artículo 4° de la ley N° 19.419.
- - - - - - -
Numeral 3) aprobado en general


El numeral 3) de la moción propone agregar un artículo 5° bis, nuevo, a la ley N° 19.419, que prohíbe la fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro producto infantil que asemeje o tenga forma de tabaco.


Los Honorables Senadores señora Van Risselberghe y señores Girardi y Rossi, junto con mostrarse partidarios de la idea contenida en el numeral en discusión, acordaron eliminar el adjetivo “infantil”, porque acota innecesariamente el ámbito de aplicación de la norma, y sustituir la palabra “producto” por “artículo”, por estimar que con ello se mejora la redacción.


Asimismo, a modo de concordar la norma propuesta con otras disposiciones de la ley N° 19.419 y de evitar la vulneración de la prohibición propuesta, la Comisión acordó intercalar entre la preposición “de”, la segunda vez que aparece, y el vocablo “tabaco”, la frase “pipa, cigarrillo o cualquier otro producto de”. 


- Con las modificaciones antedichas, el numeral 3) fue aprobado por la mayoría de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán.


A la disposición aprobada le correspondió el número 5), en el artículo 1° del proyecto de ley propuesto por la Comisión.

- - - - -
Numeral 4) aprobado en general

El numeral 4) de la moción propone modificar el inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.419, consignando que las advertencias sanitarias en paquetes de productos de tabaco deberán ocupar el 100% de la superficie de cada una de sus caras principales.

El doctor Tito Pizarro explicó que en Australia, país pionero en la implementación del etiquetado genérico, se pudo determinar que en el plazo de un año contado desde la aprobación de dicha medida, la prevalencia de fumadores se redujo en un 5%. Esa disminución, agregó, es la meta que se ha propuesto lograr el Ministerio de Salud recién en el año 2020, por lo que ha generado mucho interés en las autoridades nacionales la experiencia australiana en esta materia.  


Aunque el establecimiento del empaquetado genérico no es totalmente equivalente a la proposición planteada en la norma en discusión, consideró positivas ambas medidas. 


El señor Celso Muñiz añadió que en el caso australiano la regulación también se ocupó del tipo de materiales con que se confeccionan las cajetillas, de su diseño y colores y de la forma de abrirlas, con la finalidad de evitar que se incorpore publicidad en su interior. De igual forma, se reglamentaron los envases de los demás productos de tabaco. 


En definitiva, razonó, la regulación que se propone tiene como finalidad evitar cualquier forma de publicidad que incentive el consumo de tabaco, especialmente en los más jóvenes.


El Honorable Senador señor Chahuán se mostró contrario a la idea planteada en la proposición, toda vez que, a su entender, esta norma afectaría la libertad de las personas para elegir un producto determinado. 


El Honorable Senador señor Rossi compartió la proposición que plantea imposibilitar toda forma de propaganda en el interior de las cajetillas de cigarrillos.


En la misma línea, el Honorable Senador señor Girardi consideró de suma relevancia que se imponga a las tabacaleras la exigencia de contar con envases de cigarrillos genéricos, puesto que el factor más atrayente de un producto es la marca. Este elemento distintivo, en su opinión, genera un sentido de pertenencia e identificación del consumidor con una tendencia o atributo determinado. Por tal motivo, estimó beneficioso el hecho de que las marcas pierdan ese rol.


Entonces, sugirió que, además de aprobarse la indicación en comento, se disponga en el texto legal la obligación de la utilización de cajetillas genéricas, cuyas especificaciones serán reguladas mediante un decreto expedido por intermedio del Ministerio de Salud.


El Honorable Senador señor Girardi propuso insertar la siguiente oración en el inciso segundo del artículo 6°: “Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia.”


Su Señoría explicó que considera inmoral la actitud de las tabacaleras que incluyen en algunas marcas de cigarrillos elementos o láminas que permiten al usuario cubrir las advertencias que la legislación impone en el etiquetado de las cajetillas, las que, por lo demás, también se ocupan para incluir publicidad del producto, vulnerándose de esa manera la prohibición dispuesta al respecto.


El señor Muñiz hizo presente que en su momento se planteó a la Contraloría General de la República la posibilidad de prohibir la introducción en las cajetillas de láminas tendientes a ocultar las advertencias sanitarias. Sin embargo, la Contraloría sostuvo que no era posible su proscripción por la vía reglamentaria, toda vez que no se podía asegurar que el consumidor la utilizaría con ese fin.


La Comisión acogió esta idea y la incluyó en el nuevo texto del inciso segundo, que quedó redactado en los siguientes términos:


“La advertencia deberá cubrir el 100% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones de la misma se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.”.


- El numeral 4), formulado como sustitución del inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.419, fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Expresó su voto en contrario el Honorable Senador señor Chahuán.


- Con igual votación se acordó suprimir la última oración del primer inciso “En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.”, pues pierde sentido por la aprobación de la enmienda previa, que confía esta materia a la regulación del reglamento. 


- La oración agregada a indicación del Honorable Senador señor Girardi fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi. 

Estas modificaciones se consignaron como literales A) y B) del número 6) del artículo 1° del proyecto que la Comisión propone más adelante.

- - - - - - -

Numeral 5) aprobado en general

El numeral 5) de la iniciativa de ley añade un inciso final, nuevo, al artículo 6° de la ley N° 19.419, que señala que todo envase de productos de tabaco deberá contener la expresión “venta autorizada únicamente en Chile”.


El doctor Tito Pizarro consignó que el objetivo pretendido consiste en dificultar el comercio ilícito de cigarrillos, que afecta especialmente a zonas fronterizas.

- El numeral 5) fue aprobado con modificaciones de forma, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 

Se incluyó como letra C) del número 6) del artículo 1°.
- - - - - - -
La indicación número 4) de la Presidenta de la República plantea agregar al proyecto de ley un numeral 5 bis), nuevo, que tiene como objetivo sustituir el texto del artículo 8° de la ley N° 19.419, por otro del siguiente tenor:
“Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco, se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros que tengan el efecto directo o indirecto de crear la falsa impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona.

Las prohibiciones establecidas en el presente artículo aplican a palabras de cualquier idioma o dialecto.”.
El precepto vigente reza como sigue:


“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre o propiedades asociadas a la marca de cigarros o cigarrillos se incluyan términos tales como light, suave, ligero, bajo en alquitrán, nicotina, monóxido de carbono u otros similares.”.
El sentido de la indicación es evitar que se induzca a engaño a los consumidores, sobre supuestas aptitudes positivas del tabaco.

El Honorable Senador señor Girardi recomendó suprimir del primer inciso del artículo propuesto por la indicación el vocablo “falsa”, a efectos de eliminar toda consideración subjetiva a su respecto, en el entendido de que es claro que el consumo de tabaco no produce consecuencias positivas en la salud de las personas. En su opinión, incluir el adjetivo “falsa” hace que la oración opere al modo de una doble negación, porque implica la posibilidad de que haya la impresión auténtica de que un determinado producto es menos dañino o de que su consumo es positivo, eventualidad en que no regiría la prohibición.

- La indicación número 4) fue aprobada, suprimiendo el adjetivo indicado y con modificaciones de forma, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Forma parte del articulado como numeral 7) del artículo 1° del proyecto de ley.
- - - - -
Numeral 6) aprobado en general
El numeral 6) del proyecto de ley elimina en el inciso primero del artículo 9° de la ley N° 19.419, la expresión “según éste lo determine”. La frase tiene por efecto convertir una atribución facultativa del Ministerio de Salud, en obligación de los fabricantes e importadores de tabaco. Se trata del deber de informar al Ministerio sobre los constituyentes y aditivos de los productos de tabaco, información que es requisito habilitante para comercializar dichos productos en el país.

El Honorable Senador señor Girardi hizo presente que la norma tiene como finalidad impedir que una eventual falta de actividad del Ministerio de Salud haga inaplicable la obligación de informar de los fabricantes o importadores de productos de tabaco. 

- El numeral 6) fue aprobado con ajustes de forma mínimos, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Pasó a formar parte del artículo 1° que se propone más adelante, como letra A) del numeral 8).

- - - - - - -


La indicación número 5) de la Presidenta de la República agrega un numeral 7 bis), nuevo, al proyecto de ley, con el objeto de hacer dos modificaciones al artículo 9° de la ley N° 19.419, del siguiente tenor:


"a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente: 



“El Ministerio de Salud deberá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias están asociados a un aumento, directo o indirecto, de los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos, o bien promuevan, directa o indirectamente, el inicio del consumo de los productos de tabaco. Además, en los casos mencionados anteriormente, podrá establecer los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.”.

b) Sustitúyase en el inciso final la palabra “cigarrillos” por la frase “productos de tabaco”.”.


El inciso de reemplazo que contiene la letra a) precedente, reemplaza el término “podrá” por “deberá”, con la finalidad de hacer más imperiosa la exigencia al Ministerio de Salud de establecer los límites máximos permitidos de las sustancias contenidas en los productos de tabaco. La Comisión estimó del caso practicar igual cambio, la segunda vez que el citado vocablo figura en la disposición en comento, de manera de reforzar el rol que la indicación asigna al Ministerio.


En otro aspecto, el doctor Tito Pizarro destacó que la indicación plantea prohibir también los aditivos y demás sustancias asociadas, tanto de manera directa como indirecta, al aumento de los niveles de adicción, daño o riesgo, para salvar la dificultad que en algunos casos se presenta cuando se trata de demostrar que un componente del tabaco es dañino para la salud. Ejemplificó dicha argumentación con el caso del mentol, el cual, sin ser un elemento perjudicial por sí solo, puede provocar como efecto indirecto un incremento del consumo de los cigarrillos que lo contengan, porque enmascara los efectos del tabaco que pueden producir en el fumador reacciones adversas o de rechazo.


- Con la enmienda previamente reseñada y otros ajustes de redacción, ambos literales de la indicación de la Presidenta de la República fueron aprobados, con el voto unánime de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se incluyen al final, como letras B) y C) del numeral 8) del artículo 1°.

- - - - - - -
Numeral 7) aprobado en general

El numeral 7) de la moción persigue la finalidad de hacer imperativa para el Ministerio de Salud la obligación de prohibir la incorporación a productos de tabaco destinados a ser comercializados en el país, de aditivos y sustancias que se incorporan en el tratamiento de dichos productos, cuando aumenten los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores.

La Comisión acogió esta norma, pues resulta coincidente con el reemplazo del inciso en que ella incide, y extendió el alcance de la sustitución a los dos casos en que el precepto vigente emplea la forma verbal “podrá”.

- El reemplazo fue aprobado subsumido en el inciso segundo que se sustituyó en virtud de la indicación del Ejecutivo previamente detallada en este informe, con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi.

- - - - - - -
La indicación número 6) de la Presidenta de la República plantea agregar un numeral 7 ter), nuevo, al proyecto de ley, para sustituir el número 4. de la letra b) del inciso primero del artículo 10 de la ley N° 19.419, por otro, del siguiente tenor:
“4. Recintos deportivos, gimnasios o estadios. Salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.”.

La norma vigente acota la prohibición de fumar a las galerías, tribunas y otras aposentadurías de los recintos deportivos, gimnasios y estadios, así como a la cancha, pero acto seguido exime a los lugares especialmente habilitados para fumar que permite instalar  en dichos recintos.

- La indicación número 6) fue aprobada con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se integra como numeral 9) del artículo 1° del proyecto que propone la Comisión.

- - - - - - - -



La indicación número 7) de la Presidenta de la República agrega un numeral 7 quáter), nuevo, al proyecto de ley, que plantea dos enmiendas al artículo 11 de la ley N° 19.419. Reza como sigue:


“a) Sustitúyese el texto del inciso 1° por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus espacios al aire libre”.

b) En la letra b, del inciso primero, intercálese la palabra “puertos” entre las palabras “Aeropuertos” y “terrapuertos”.”.
El artículo 11 en cuestión enuncia lugares en que se prohíbe fumar, salvando de la restricción a sus patios y espacios al aire libre.

Respecto de lo dispuesto en la letra b) precedente, el doctor Tito Pizarro resaltó que se trata de reparar un vacío en la normativa, que dejaba fuera de la regulación a los puertos.


- Con ajustes de redacción, la indicación de la Presidenta de la República fue aprobada con el voto unánime de los integrantes de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Constituye el numeral 10) del artículo 1° del proyecto que propone la Comisión.

- - - - - -
Numeral 8) aprobado en general

El numeral 8) de la moción incorpora un artículo 12, nuevo, que prohíbe fumar en los lugares o espacios al aire libre que se señalan a continuación
:

- En las áreas silvestres protegidas del Estado.

- En parques, plazas o lugares de recreación destinados a menores.

Asimismo, la disposición propuesta permite que en dichos lugares se habiliten espacios especialmente destinados para fumadores.

El Honorable Senador señor Girardi expresó que la norma propuesta está destinada a otorgar una mayor protección a los menores de edad, que serían testigos de la conducta de fumadores en tales espacios y podrían asociar lugares de esparcimiento al aire libre con el consumo de tabaco.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi manifestó que los lugares que eventualmente se habiliten para fumar deben contar con las debidas precauciones, que impidan la posibilidad de que se generen incendios con motivo de esa acción.

Finalmente, la Comisión decidió realizar ajustes de redacción a la disposición, a efectos de mejorar su comprensión. 

- Con ese alcance, el numeral 8) fue aprobado, como número 11) del artículo 1°, con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
- - - - - - -
La indicación número 8) de la Presidenta de la República propone agregar un numeral 8 bis), nuevo, al proyecto de ley, con el objetivo de intercalar el siguiente artículo 13, nuevo, en la ley N° 19.419
:
“Se prohíbe el ingreso a menores en lugares habilitados para fumadores.”.

- Con ajustes de redacción, la indicación número 8) fue aprobada, como número 12) del artículo 1°, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
- - - - - - - -



La indicación número 9) de la Presidenta de la República incorpora a la iniciativa de ley un numeral 8 ter), nuevo, con el propósito de reemplazar el artículo 15 de la ley N° 19.419, por otro del siguiente tenor:
“Artículo 15°.- La Autoridad Sanitaria fiscalizará el cumplimiento de la presente ley de acuerdo a lo prescrito en el Libro X, del Código Sanitario.”.



El artículo 15 vigente otorga competencia a los Jueces de Policía Local, para conocer y juzgar las infracciones a la Ley del Tabaco, conforme al procedimiento fijado en la ley N° 18.287.

El doctor Tito Pizarro sostuvo que la experiencia ha demostrado la dificultad de los Juzgados de Policía Local para asumir con eficacia las causas incoadas a partir de infracciones a la reglamentación que regula las actividades relacionadas con el tabaco.

Con el cambio propuesto, razonó, se espera que la autoridad sanitaria, mediante los procedimientos sumariales dispuestos en el Libro X del Código Sanitario, cuenten con las herramientas adecuadas para hacer más expedita la fiscalización y sanción de las transgresiones a la normativa.

Adicionalmente, informó que en el próximo ejercicio presupuestario se solicitarán recursos específicos al Ministerio de Hacienda para fortalecer la labor de la autoridad sanitaria en este nuevo rol.  

- La indicación fue aprobada con enmiendas formales menores, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Conforma el numeral 13) del artículo 1°.

- - - - - - - -

La indicación número 10) de la Presidenta de la República añade un numeral 8 quáter), nuevo, al proyecto de ley, con la finalidad efectuar ocho enmiendas en el artículo 16 de la ley 
N° 19.419, que describe las infracciones y les asigna las sanciones. La Comisión acordó la votación separada de cada uno de los literales contenidos en la disposición, los cuales se detallan  continuación, junto con los acuerdos adoptados a su respecto:
Letra a)



“a) Agrégase, en el numeral 3º, a continuación de la letra d, las siguientes letras, nuevas: 


“e. Venta de productos de tabaco al público sin contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.


f. Venta de tabaco mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.


g. Fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro producto infantil que asemeje o tenga forma de tabaco.”.
- Las letras e. y f. y el epígrafe que las antecede fueron aprobadas con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Sobre la letra g., el Honorable Senador señor Girardi aseguró que lo que se pretende con dicha norma es impedir que se efectúe publicidad indirecta de productos de tabaco, especialmente dirigida a menores de edad.

Complementó esa aseveración el doctor Tito Pizarro, quien mencionó que existen análisis que han determinado que, en algunos casos, lo que ha llevado a ciertas personas a adquirir el hábito tabáquico es el consumo en edades tempranas de dulces o golosinas que se asimilaban a productos de tabaco.

Los Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi propusieron ajustar la redacción de la disposición al numeral 5) ya aprobado del artículo 1° del proyecto, que inserta en la ley un artículo 5° bis, nuevo, en el cual se eliminó la palabra “infantil”, porque puede originar controversias, basadas en que el producto no es infantil o no está destinado a menores de edad; además, se adoptó la misma enunciación del citado artículo 5° bis, que alude a pipas, cigarrillos u otro producto de tabaco.

Finalmente, el Honorable Senador señor Chahuán hizo presente sus dudas sobre la efectividad de aprobar el precepto en discusión, ya que, de esa forma, podrían quedar prohibidos los vaporizadores o cigarrillos electrónicos, que son ocupados por ciertas personas precisamente para abandonar el tabaquismo.

- La letra g. fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Se abstuvo el Honorable Senador señor Chahuán. 
Letra b)



“b) Sustitúyase, en el numeral 4° las letras b. y c., por las siguientes:


“b. Omitir en los envases de los productos de tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional la expresión “venta autorizada únicamente en Chile”.


c. No informar al inicio de la vigencia de las advertencias las cantidades de productos de tabaco respectivos y la distribución de las advertencias en ellos.”.”.



En cuanto a la letra c., el doctor Tito Pizarro aseveró que lo que se pretende es ayudar en los procesos internos del Ministerio, toda vez que en muchas oportunidades la industria entrega la información sobre los productos cuando ya se encuentran comercializándose en el mercado.


Precisó que la palabra “respectivos” hace referencia a la cantidad total de productos que los productores, comercializadores o distribuidores produzcan, comercialicen o distribuyan, y que al inicio de cada período de vigencia de las nuevas imágenes o advertencias ellos deben informar al Ministerio, indicando la cantidad de productos de tabaco producido, la cantidad que se vaya a comercializar y a distribuir y los porcentajes de distribución de las advertencias  sanitarias o imágenes en la totalidad de esos productos.


A fin de clarificar su sentido y alcance, la Comisión añadió una frase final, que remite al artículo 6°, el cual desarrolla lo relativo a las advertencias en los envases sobre daños, enfermedades y efectos sobre la salud que entrañan tanto el consumo como la exposición al humo de tabaco.

- Con esa enmienda y otros ajustes de redacción, el literal b) de la indicación número 10) fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Letra c)



“c) Intercálanse, en el numeral 4°, a continuación de la letra c nueva, las siguientes letras d y e, nuevas, pasando la actual letra d a ser letra f: 


“d. No informar al Ministerio de Salud de modificaciones al etiquetado de productos de tabaco.


e. No expresar clara y visiblemente en una de las caras laterales de los envases de productos de tabaco los principales componentes de éste, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al inciso tercero del artículo 9º.”.”.

- El literal c) de la indicación número 10) fue aprobado con enmiendas meramente formales con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Letra d)



“d) Sustitúyese el numeral 5), por el siguiente:


“5) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales en los siguientes casos:


a)  No informar al Ministerio de Salud del detalle de donaciones efectuadas, así como de los gastos en que incurran en virtud de convenios con instituciones públicas, organizaciones deportivas, comunitarias, entidades académicas, culturales y organizaciones no gubernamentales en conformidad al inciso final del artículo 3°.


b) No informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos de tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.”.”.

- El literal d) fue aprobado con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Letra e)



“e) Sustitúyese, el numeral 7, por el siguiente:


“7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, en caso de infracción a lo dispuesto en el artículo 8º de la presente ley.”.”.



Dado que el numeral 7) del artículo 16 de la ley N° 19.419 fue derogado en virtud de la ley N° 20.660, la Comisión acordó ajustar la redacción de la norma para insertar un numeral 7), nuevo, en los términos descritos en la indicación.

- Con esa precisión y otros ajustes formales, el literal e) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Letra f)



“f) Sustitúyase el numeral 8 por el siguiente:


“8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación de máquinas expendedoras automáticas de productos de tabaco.”.”.



A fin de guardar la debida correspondencia y armonía con la norma que prohíbe instalar y usar estas máquinas, la comisión complementó la redacción de manera que ambas conductas resultan sancionadas. 

- El literal f) de la indicación número 10) fue aprobado, con la adición indicada y algunas modificaciones de redacción, con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
Letra g)



“g) Inclúyase en el numeral 10, la siguiente nueva letra a.:


“a. Permitir el ingreso de menores a lugares habilitados para fumar.”.”.


La letra a. original fue derogada por la ley 
N° 20.660.

- El literal g) fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Igualmente en esta letra se practicaron correcciones de forma que no alteran su contenido.

Letra h)



“h) Sustitúyese el numeral 12 por el siguiente:
“12) Multa de 2 unidades tributarias mensuales, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.”.”.

Los artículos 10 y 11 enuncian lugares en que está prohibido fumar. Lo mismo ocurre en el caso del nuevo artículo 12, que este mismo proyecto inserta en la ley, luego que el precepto original fuera derogado por la ley N° 20.660.

- La letra h) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. Se le introdujeron ajustes formales menores.

- - - - - - - -

Al culminar el análisis de los literales precedentemente señalados, el Honorable Senador señor Girardi acotó que, dada la situación que enfrenta el país respecto del control del tabaco, en la que se constata, por ejemplo, que el 50% de los menores de edad que cursan cuarto año de enseñanza media son fumadores, es imprescindible adoptar acciones tendientes a dificultar su acceso a los cigarrillos y otros productos de tabaco. Por ello, exhortó a la Comisión a establecer sanciones ejemplarizadoras para quienes expendan tales productos a menores de edad.   

En ese contexto, el Honorable Senador señor Chahuán sugirió adoptar en la normativa sobre tabaco un esquema de sanciones similar al que hoy se aplica bajo el imperio de la ley 
N° 19.925, sobre expendio y consumo de bebidas alcohólicas, por la infracción de la prohibición de expendio a menores de edad. Concordaron con esa recomendación los demás miembros de la Comisión presentes.

De tal manera que, tomando como modelo el artículo 42 de la ley N° 19.925, la Comisión aprobó el siguiente numeral 15), nuevo, que forma parte del artículo 1° del proyecto:

“15) Insértase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:

“Artículo 16 bis.- El que comercialice, ofrezca, distribuya o entregue a título gratuito un producto de tabaco a menores de dieciocho años de edad será castigado con prisión en su grado medio y multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, además del comiso de los bienes materia de la infracción y clausura temporal del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción, por hasta tres meses.

Si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera la multa aplicable será de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las demás sanciones señaladas en el inciso anterior.

En caso de reincidencia, la pena privativa de libertad se elevará en un grado, se duplicará la multa y se podrá decretar la clausura definitiva y la cancelación de la patente municipal respectiva del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción.”.”.
Se hace presente que el artículo 57 de la ley 
N° 19.925 dispone que el cuarenta por ciento de las sumas que ingresen por multas impuestas en aplicación de ese artículo se destinará a los Servicios de Salud, para financiar y desarrollar programas de rehabilitación de personas alcohólicas, en tanto que el restante sesenta por ciento se asigna a los municipios, para fiscalización y programas de prevención y rehabilitación.
En el presente caso, para incluir una norma similar se requiere el patrocinio del Ejecutivo, lo que puede ser materia de una indicación en el trámite reglamentario de segundo informe.
- El numeral 15) fue aprobado con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
- A consecuencia de lo acordado, y con igual votación, se resolvió suprimir el numeral 6) del artículo 16 de la ley N° 19.419, que sanciona actualmente el expendio a menores de edad. 

Todas estas disposiciones forman parte del numeral 14) del artículo 1° del proyecto que se inserta más adelante.

- - - - - -
Numeral 9) aprobado en general

El numeral 9) de la moción agrega un artículo 18, nuevo, a la ley N° 19.419, que establece que las compañías tabacaleras responderán solidaria y objetivamente de todo perjuicio causado por el  tabaquismo, salvo en aquellos casos en que acrediten haber ejecutado o financiado acciones de rehabilitación a la adicción al tabaco.

Al iniciar el debate sobre la disposición antedicha, el Honorable Senador señor Chahuán dio cuenta de los reparos de constitucionalidad que tendría la aprobación de una norma como la propuesta. Además, sostuvo que, de ratificarse el texto propuesto, se estaría configurando una discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica, lo que está expresamente prohibido por la Constitución Política, en conformidad con lo dispuesto en numeral 22 de su artículo 19, toda vez que se obliga a las compañías tabacaleras a financiar acciones o campañas de rehabilitación a los adictos a los productos que fabrican, exigencia que no se replica con otras empresas.

Por otra parte, continuó, si es el Ministerio de Salud la entidad que se ocupará de fiscalizar el cumplimiento de la obligación que se intenta establecer, podría incurrir en arbitrariedades, ya que el concepto de “ejecutar o financiar acciones de rehabilitación a la adicción” es muy amplio y su interpretación y aplicación quedan entregadas a la discrecionalidad de autoridades administrativas.

Asimismo, de acuerdo con la normativa vigente, las compañías tabacaleras informan en los envases de sus productos los riesgos que conlleva el consumo de tabaco, de tal manera que si una persona, pese a esas advertencias, decide de igual modo consumirlo, debe asumir dicho riesgo y soportar sus consecuencias, concluyó.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Girardi informó que recientemente se conoció una noticia que señala que, en Estados Unidos, un tribunal del Estado de Florida condenó a una tabacalera al pago de más de US$ 23.000.000.000, a una mujer cuyo marido falleció como consecuencia de cáncer al pulmón, en el año 1996. De consiguiente, estimó plenamente justificado seguir el ejemplo que en esta materia han señalado otros países, facilitando la posibilidad de que personas afectadas por el consumo de tabaco puedan obtener un resarcimiento por parte de las tabacaleras por los perjuicios sufridos en su salud.

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, propuso eliminar la oración “salvo en aquellos casos en que acrediten haber ejecutado o financiado acciones de rehabilitación a la adicción al tabaco”, para evitar que mediante esas acciones se convierta en “letra muerta” la posibilidad de accionar judicialmente contra las tabacaleras.

El Honorable Senador señor Chahuán replicó que en el caso judicial antes referido se logró acreditar un engaño por parte de la empresa condenada en la información proporcionada sobre los efectos dañinos del tabaco. Es decir, no se le sancionó de forma objetiva, sino que por su conducta culpable.

A mayor abundamiento, expuso que en la legislación nacional el establecimiento de la responsabilidad objetiva es una institución excepcional dentro del sistema de responsabilidad civil extracontractual.

Agregó que, de aprobarse la disposición en comento, sólo se entrampará la tramitación del proyecto de ley, ya que, probablemente por esta causa deba ser conocido por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Dejó constancia de que su argumentación contraria a la disposición se sustenta también en los reportes que sobre la materia emitió en su oportunidad la Biblioteca del Congreso Nacional, los que pidió acompañar como anexo a este informe. Del mismo modo, consignó que el establecimiento de una responsabilidad objetiva puede afectar no sólo a las compañías tabacaleras, sino que también al Estado, por haber autorizado esa actividad económica.

En resumen, si bien consideró acertado establecer algún marco de responsabilidad, la redacción de la norma no le pareció adecuada. 

Finalmente, informó que son escasas las legislaciones comparadas que disponen una responsabilidad de ese tipo, además de no existir un consenso en la doctrina sobre su pertinencia.

El doctor Tito Pizarro acotó que el Ejecutivo no ha adoptado una posición sobre este tema, aunque concordó en la supresión de la segunda parte de la norma, tal como se sugirió previamente.

La abogada asesora del Ministerio de Salud, señora María Carolina Mora, añadió que actualmente se tramita el proyecto de ley que establecerá el nuevo Código Procesal Civil, en cuya discusión se ha tratado el tema de la responsabilidad civil extracontractual. Entonces, sugirió diferir por ahora la realización de un análisis más profundo sobre esta materia, en el entendido de que presenta numerosas particularidades que deben ser consideradas.

- Con la supresión de la oración ya indicada y otros ajustes en la redacción, el numeral 9) fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. Votó en contra el Honorable Senador señor Chahuán. Figura como número 16) en el artículo 1° del proyecto que se propone al final.
- - - - - - -

DISPOSICIÓN NÚMERO II
La Presidenta de la República formuló la indicación número 11) para reemplazar el epígrafe “II. Modifícase la Ley 18.290 de Tránsito en el siguiente sentido:”, por otro del siguiente tenor:

“Artículo segundo: Introdúcense las siguientes modificaciones en el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2007, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290 de Tránsito:”.
- La indicación número 11) fue aprobada como epígrafe del artículo 2°, con ajustes de redacción y referencia, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 
- - - - - - -
El numeral 1) de la disposición II de la moción modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, agregando un artículo 116, nuevo, que prohíbe al conductor fumar mientras conduce, al igual que fumar en todo vehículo que traslade menores de edad.
	- Fue aprobada con enmiendas de redacción y referencia, como contenido del artículo 2° del proyecto de ley en informe, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán, Girardi y Rossi. 


- - - - - - - -

INDICACIONES PARA AGREGAR ARTÍCULOS NUEVOS

El Honorable Senador señor Chahuán presentó la siguiente indicación, que también suscribieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi:
- Para agregar el siguiente número II:

“Modifíquese el artículo 182 de la Ordenanza General de Aduanas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 30 del Ministerio de Hacienda, del año 2005, agregándose un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“En los delitos de contrabando y fraude aduanero cometidos con productos de tabaco, se aplicará como pena accesoria el comiso de los vehículos que se hubieren utilizado para el transporte en la perpetración de dichos ilícitos. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio Público podrá solicitarlo como medida cautelar real, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 157 del Código Procesal Penal.”.”.

La Comisión aprobó la idea y adecuó la redacción a la tipificación del delito que hace el artículo 182 de la Ordenanza en cuestión, puntualizando que el comiso de los vehículos se podrá aplicar como pena en estos delitos y que procederá también la incautación de ellos durante el proceso, como medida cautelar real, de conformidad con las prescripciones del Código Procesal Penal.

- La indicación fue aprobada en su nueva formulación, como artículo 3° del proyecto en informe, con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. 
- - - - - - -

El Honorable Senador señor Chahuán, presentó otra indicación, que también suscribieron los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Girardi y Rossi, para introducir enmiendas en los artículos 188 y 189 de la Ordenanza General de Aduanas:

“Modifíquese la Ordenanza General de Aduanas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el Decreto con Fuerza de Ley N° 30 del Ministerio de Hacienda, del año 2005, de la siguiente forma:

1.- En su artículo 188, agréguese un inciso final del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, el Servicio no podrá celebrar acuerdos reparatorios cuando el delito de contrabando recaiga sobre productos regulados en la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con los productos de tabaco.”

2.- En su artículo 189, agrégase un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“Sin perjuicio de lo establecido en el inciso cuarto, cuando el delito de contrabando recaiga sobre productos regulados en la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con los productos de tabaco, el servicio no podrá aceptar ofertas de este tipo, debiendo presentar en tales casos la denuncia o querella correspondiente.”.”.

- Ambos numerales propuestos en la indicación fueron declarados inadmisibles con el voto unánime de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi, por incidir en materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de conformidad con lo dispuesto en el ordinal 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.


La Comisión recabó la aquiescencia del Ejecutivo, para poder incorporar ambas indicaciones y proceder a su debate, en el trámite reglamentario de segundo informe.

- - - - - - -

Artículo transitorio aprobado en general

La moción contiene un artículo transitorio que concede un plazo de un año, a contar de la entrada en vigencia de la ley, para dictar el reglamento que regule las prescripciones contenidas en el artículo 9°, La Comisión agregó la frase final “de la ley N° 19.419”, para disipar cualquier duda.

- Con ese ajuste y otro de redacción, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi y Rossi. 
- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO




En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Salud tiene el honor de proponer la aprobación en general del siguiente texto del proyecto de ley:

“PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.419:


1) Reemplázase la letra a) del artículo 2°, por la siguiente:


“a) Publicidad del tabaco: Toda forma de promoción, patrocinio, comunicación, recomendación, propaganda, información o acción con el fin o el efecto de promover un producto de tabaco o el consumo de tabaco;”.

2) En el artículo 3º:


A) En el inciso segundo, intercálase la expresión “y a aquella”, entre las palabras “indirecta” y “realizada”; además, agrégase el vocablo “publicitario”, a continuación del término “emplazamiento”.


B) Agrégase al final del mismo inciso segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “En ningún caso podrá incorporarse publicidad en el interior de los envases de productos de tabaco.”.

C) En el inciso quinto, intercálase entre la expresión “Ministerio de Salud” y las palabras “el detalle”, la frase “en la forma que éste determine”, precedida y seguida de sendas comas. 


3) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 4°, la oración "Las máquinas expendedoras automáticas de este tipo de productos solo podrán instalarse en establecimientos, lugares o recintos a los cuales, por disposición de la ley, no tengan acceso los menores de edad.", por la siguiente: "Se prohíbe la instalación y el uso de máquinas expendedoras automáticas de tabaco.". 


4) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto al artículo 4°:

"Los lugares de comercialización de productos de tabaco al público deberán contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.

La venta de tabaco en dichos lugares no podrá efectuarse mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar de acceso directo al público.".

5) Agrégase el siguiente artículo 5° bis:

"Artículo 5° bis.- Se prohíbe la fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro artículo que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.".

6) En el artículo 6°:


A) Suprímese la oración final del inciso primero “En el caso de productos importados, deberá ser adherida de manera que no pueda ser despegada fácilmente.”.


B) Reemplázase el inciso segundo por el que sigue:


“La advertencia deberá cubrir el 100% de las dos caras principales de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco. Las especificaciones de la misma se regularán mediante decreto expedido a través del Ministerio de Salud. Se prohíbe cualquier acción o elemento destinado a ocultar total o parcialmente esta advertencia. Estas disposiciones serán igualmente aplicables a los productos de tabaco importados.”.


C) Agrégase el siguiente inciso final:

“Asimismo todo envase deberá contener la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile.”.


7) Sustitúyese el artículo 8°, por el siguiente:


“Artículo 8°.- Se prohíbe que en el nombre, envases o propiedades asociadas a la marca de productos de tabaco se utilicen términos tales como “light”, “suave”, “ligero”, “bajo en” u otros que tengan el efecto directo o indirecto de crear la impresión de que un determinado producto de tabaco es menos nocivo que otros, o que su consumo importa consecuencias positivas para la persona

Las prohibiciones establecidas en el presente artículo se aplican a palabras de cualquier idioma o dialecto.”.


8) En el artículo 9°:


A) En el inciso primero, elimínanse las palabras “según éste lo determine” y las comas escritas antes y después de ellas.


B) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Ministerio de Salud deberá prohibir el uso de aditivos y sustancias que se incorporen al tabaco en el proceso de fabricación de los productos a los que se refiere esta ley, destinados a ser comercializados en el territorio nacional, cuando tales aditivos y sustancias están asociados a un aumento, directo o indirecto, de los niveles de adicción, daño o riesgo en los consumidores de dichos productos, o bien promuevan, directa o indirectamente, el inicio del consumo de productos de tabaco. Además, deberá establecer los límites máximos permitidos de sustancias contenidas en los productos de tabaco. Asimismo, fijará las normas sobre difusión de la información referida a los aditivos y sustancias incorporadas al tabaco y sus efectos en la salud de los consumidores.”.


C) En el inciso final, sustitúyese la palabra “cigarrillos” por la expresión “productos de tabaco”.


9) Reemplázase el número 4 de la letra b) del inciso primero del artículo 10, por el que se indica a continuación:


“4. Recintos deportivos, gimnasios o estadios, salvo en los lugares especialmente habilitados para fumar que podrán tener los mencionados recintos.”.


10) En el artículo 11:


A) Sustitúyese el encabezado del inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 11.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, se prohíbe fumar en los siguientes lugares, salvo en sus espacios al aire libre:”.


B) en la letra b) del mismo inciso, intercálase, entre los vocablos “Aeropuertos” y “terrapuertos” la palabra “puertos”, precedida de una coma. 


11) Agrégase el siguiente artículo 12, nuevo:

“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, se prohíbe fumar en las áreas silvestres protegidas del Estado y en parques, plazas y lugares de recreación destinados a menores.

En dichos lugares podrán habilitarse espacios especialmente destinados para fumadores.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 13, nuevo:


“Artículo 13.- Se prohíbe el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumadores.”.


13) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La autoridad sanitaria fiscalizará el cumplimiento de la presente ley, de acuerdo con lo prescrito en el Libro X del Código Sanitario.”.


14) En el inciso primero del artículo 16:


A) Agrégase en el numeral 3), a continuación del literal d., las siguientes letras e., f. y g., nuevas:


“e. Venta de productos de tabaco al público sin contar con anuncios en que se advierta la prohibición de su venta a menores de 18 años.


f. Venta de tabaco mediante su disposición en estanterías o en cualquier otro lugar que permita el acceso directo del público.


g. Fabricación y venta de dulces, golosinas, juguetes o cualquier otro producto que asemeje o tenga forma de pipa, cigarrillo u otro producto de tabaco.”.


B) Sustitúyese las letras b. y c. del numeral 4), por las siguientes:


“b. Omitir en los envases de los productos de tabaco nacionales o importados destinados a su distribución dentro del territorio nacional, la expresión “Venta autorizada únicamente en Chile”.


c. No informar, al inicio de la vigencia de las advertencias, las cantidades de productos de tabaco respectivos y la distribución de las advertencias en ellos, de conformidad con lo que establece el artículo 6°.”.


C) Intercálase en el numeral 4), a continuación del nuevo literal c., las siguientes letras d. y e. nuevas, pasando el literal d. a ser f.:

“d. No informar al Ministerio de Salud modificaciones al etiquetado de productos de tabaco.


e. No expresar clara y visiblemente, en una de las caras laterales de los envases de productos de tabaco, los principales componentes de éste, en los términos establecidos por el Ministerio de Salud en conformidad al inciso tercero del artículo 9º.”.


D) Sustitúyese el numeral 5), por el siguiente:


“5) Multa de 101 a 500 unidades tributarias mensuales, en los siguientes casos:


a. No informar al Ministerio de Salud del detalle de donaciones efectuadas, así como de los gastos en que incurran en virtud de convenios con instituciones públicas, organizaciones deportivas, comunitarias, entidades académicas, culturales y organizaciones no gubernamentales en conformidad al inciso final del artículo 3°.


b. No informar al Ministerio de Salud sobre los constituyentes y aditivos que se incorporan a los productos de tabaco, o sobre las sustancias utilizadas para el tratamiento del tabaco, en conformidad al inciso primero del artículo 9º.”.


E) Derógase el numeral 6).


F) Incorpórase el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) Multa de 50 a 250 unidades tributarias mensuales y comiso de las especies, en caso de infracción de lo dispuesto en el artículo 8º de la presente ley.”.


G) Sustitúyese el numeral 8), por el siguiente:


“8) Multa de 10 a 100 unidades tributarias mensuales, por la instalación o el uso de máquinas expendedoras automáticas de productos de tabaco.”.


H) Inclúyese en el numeral 10) la siguiente letra a., nueva:


“a. Permitir el ingreso de menores de edad a lugares habilitados para fumar.”.


I) Sustitúyese el numeral 12, por el siguiente:


“12) Multa de 2 unidades tributarias mensuales, aplicada al fumador que contravenga la prohibición de fumar establecida en los artículos 10, 11 y 12.”.

15) Insértase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:

“Artículo 16 bis.- El que comercialice, ofrezca, distribuya o entregue a título gratuito un producto de tabaco a menores de dieciocho años de edad será castigado con prisión en su grado medio y multa de 3 a 50 unidades tributarias mensuales, además del comiso de los bienes materia de la infracción y clausura temporal del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción, por hasta tres meses.

Si la infracción es cometida por una persona natural o jurídica perteneciente a la industria tabacalera la multa aplicable será de 30 a 300 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las demás sanciones señaladas en el inciso anterior.

En caso de reincidencia, la pena privativa de libertad se elevará en un grado, se duplicará la multa y se podrá decretar la clausura definitiva y la cancelación de la patente municipal respectiva del establecimiento, comercio o lugar donde se cometió la infracción.”.


16) Incorpórase el siguiente artículo 18, nuevo:

“Artículo 18.- Las compañías de la industria tabacalera responderán solidaria y objetivamente de todo perjuicio causado por el consumo de tabaco.”.


Artículo 2°.- Agrégase a la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, de 2009, el siguiente artículo 116 bis, nuevo:

"Artículo 116 bis.- Se prohíbe al conductor fumar mientras conduce. Asimismo, se prohíbe fumar en todo vehículo que traslade a menores de edad.". 

Artículo 3°.- Agrégase al artículo 182 de la Ordenanza General de Aduanas, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se encuentra contenido en el decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, el siguiente inciso final nuevo:
“En los delitos de contrabando y fraude aduanero en que la mercancía sean productos de tabaco, se aplicará como pena accesoria el comiso de los vehículos que se hubieren utilizado para el transporte, en la perpetración de dichos ilícitos. Además, se podrá solicitar su incautación, como medida cautelar real, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 217 del Código Procesal Penal.”.
Artículo transitorio.- En el plazo de un año a contar de la vigencia de la presente ley se deberá dictar el reglamento que regule las prescripciones contenidas en el artículo 9° de la ley N° 19.419.”.

- - - - - - -


Acordado en sesiones de hoy y de fechas 6 de mayo, 3, 10 y 17 de junio y 22 de julio, todas de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Hernán Larraín Fernández) y señores Francisco Chahuán Chahuán y Fulvio Rossi Ciocca.


Valparaíso, 05 de agosto de 2014.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 66ª DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, EN MATERIA DE REELECCIÓN DE LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA
(9.232-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma, y Walker, don Patricio, y del exsenador señor Gómez.


A la sesión en que se trató esta iniciativa asistió, además de los integrantes de la Comisión, el Honorable Senador señor Prokurica.


Presidió esta sesión, en calidad de presidente accidental, el Honorable Senador señor Pedro Araya.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.


2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: indicación número 1.


4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones rechazadas: ninguna.


6. Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de la norma del proyecto, de la indicación presentada a su respecto y los acuerdos adoptados por la Comisión.
Artículo único


Esta iniciativa modifica el inciso tercero del artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 


Esta disposición, incorporada por la ley N° 20.447, creó el Comité de Auditoría Parlamentaria, servicio común del Congreso Nacional encargado de controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional, efectúen de sus gastos institucionales.


Este Comité está conformado por tres profesionales. A saber, un abogado, un contador auditor, quienes deberán acreditar un ejercicio profesional de, a lo menos, diez años, y un especialista en materia de auditorías, quien preferentemente debe haberse desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República o encontrarse registrado, por igual período, en la nómina de auditores de la Superintendencia de Valores y Seguros. Ellos son elegidos para desempeñar estos cargos mediante un procedimiento que debe ajustarse a las siguientes reglas:


1. El Consejo de Alta Dirección Pública debe realizar un concurso público de oposición de antecedentes para seleccionar a los profesionales que cumplen con los requisitos señalados precedentemente.


2. A continuación, la entidad antes mencionada elabora una nómina de tres personas para cada uno de los cargos ya indicados, la cual se remite a la Comisión Bicameral que fija la ley.


3. La referida Comisión elige a uno de los candidatos de cada terna y somete su proposición de nombramiento a ambas Cámaras del Congreso Nacional, las que deberán dar su consentimiento por los tres quintos de los Diputados y Senadores en ejercicio.


En lo que interesa a este informe, el inciso tercero del artículo 66 A señala que los profesionales designados, de acuerdo al procedimiento antes descrito, no pueden ser reelegidos para servir los mismos cargos.


La norma aprobada en general por esta Corporación elimina el vocablo “no”, de forma que los actuales integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria podrían nuevamente ser elegidos para desempeñar los cargos que ejercen.


En relación con esta disposición, se presentó la indicación número 1, del Honorable Senador señor Zaldívar, que sustituye el texto aprobado en general por el siguiente:


“ARTÍCULO ÚNICO.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la frase “no podrán ser reelegidos” por “podrán ser reelegidos por una sola vez”.”.

Al iniciarse el estudio de esta indicación, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, ofreció el uso de la palabra al Honorable Senador señor Larraín, quien manifestó que lo dispuestos en el inciso tercero del artículo 66 A resulta razonable, pues impide que determinadas personas ejerzan funciones de auditoría de manera indefinida.

Con todo, observó que también es cierto que la auditoría de las asignaciones parlamentarias es un oficio de suyo complejo, por lo que la experiencia adquirida por estos profesionales resulta relevante para ejercer esta labor. Agregó que la rotación continua de titulares en los cargos puede complicar el cumplimiento de las tareas que debe ejercer el Comité de Auditoría Parlamentaria.

A su turno, el Honorable Senador señor Araya indicó que el texto aprobado en general establecía la posibilidad de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, lo que, en todo caso, supone que quienes quisieran obtener un mandato adicional en esa función, deberán volver a concursar en el proceso que realiza el Consejo de Alta Dirección Pública y someterse a las demás exigencias que fija la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Expresó que esas normas no garantizan una reelección automática de las personas que actualmente desempeñan dichos cargos. 

Puntualizó que la indicación presentada por el Honorable Senador señor Zaldívar parece en principio estar inspirada por un criterio más restrictivo, pero su tenor literal podría apuntar a favorecer la reelección de las personas que actualmente desempeñan los referidos cargos, los que no tendrían que someterse nuevamente al sistema de selección que prevé la ley. Puntualizó que quizás se podría seguir un camino más simple y aprobar la norma en los mismos términos en que ya lo acordó el Senado.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín señaló que hay que rescatar el propósito de la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar y no necesariamente su tenor literal. Agregó que los actuales profesionales del Comité de Auditoría Parlamentaria deberían aprobar, en todo caso, todo el proceso de selección que se aplica a quienes quieran acceder a dichas funciones, y no sólo a la parte de la decisión final que le corresponde al Parlamento.


A su vez, el Honorable Senador señor Espina puntualizó que el propósito de la ley en esta materia es claro: establecer barreras para impedir que alguno de los integrantes del Comité de Auditoría pueda permanecer indefinidamente en su cargo. Añadió que también es razonable el punto relativo a la experiencia adquirida como factor relevante para que el trabajo de este Comité sea más efectivo y, por ello, consideró apropiada la idea de evitar que esa capacidad profesional adquirida se pierda. Añadió que ambos elementos deben conjugarse y, en ese sentido, consideró muy adecuado el propósito de la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar, que limita a una sola vez la posibilidad de reelección de sus integrantes. Con todo, puntualizó que esa opción solo debe estar disponible si ellos aprueban previamente el procedimiento de selección que efectúa el Consejo de Alta Dirección Pública.

Por su parte, el Honorable Senador señor De Urresti expresó que si los actuales integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria desean volver a postular a estos cargos deben pasar por el Sistema de Alta Dirección Pública. En ese proceso, sostuvo, probablemente estarán en mejores condiciones que los candidatos externos, pues podrán acreditar una experiencia que aquellos no tienen. Indicó que la circunstancia anterior hace doblemente necesario que la posibilidad de reelección quede limitada a una sola vez, tal como plantea la indicación.


Como consecuencia del debate anterior, el Presidente Accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Araya, propuso aprobar la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar con modificaciones, consistentes en especificar que los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria que deseen postular a un único segundo período, deberán pasar por el sistema de selección de Consejo de Alta Dirección Pública. Asimismo, señaló que era conveniente hacer una enmienda de forma en este inciso.


En virtud de lo anterior, propuso aprobar la indicación del Honorable Senador señor Zaldívar, enmendada en los siguientes términos:

“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la expresión “las letras” por “los incisos” y la frase “no podrán ser reelegidos” por “podrán ser reelegidos por una sola vez, previa participación en el proceso de selección señalado en el inciso precedente”.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín, aprobó la indicación con las modificaciones indicadas precedentemente.
- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con el acuerdo adoptado la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone la siguiente modificación al texto aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

Sustituir por el siguiente:


“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la expresión “las letras” por “los incisos” y la frase “no podrán ser reelegidos” por “podrán ser reelegidos por una sola vez, previa participación en el proceso de selección señalado en el inciso precedente”. (Indicación N° 1, aprobada con modificaciones, unanimidad 4 x 0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 66 A de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la expresión “las letras” por “los incisos” y la frase “no podrán ser reelegidos” por “podrán ser reelegidos por una sola vez, previa participación en el proceso de selección señalado en el inciso precedente”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 23 de julio de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero (Presidente Accidental), Alfonso De Urresti Longton, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, 25 de julio de 2014.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.

� � HYPERLINK "http://iris.paho.org/xmlui/bitstream/handle/123456789/2811/Econom%EDa%20del%20Control%20del%20Tabaco%20en%20los%20Pa%EDses%20del%20Mercosur%20y%20Estados%20Asociados-Chile.pdf?sequence=1" �http://iris.paho.org/xmlui/bitstream/handle/123456789/2811/Econom%EDa%20del%20Control%20del%20Tabaco%20en%20los%20Pa%EDses%20del%20Mercosur%20y%20Estados%20Asociados-Chile.pdf?sequence=1�








�� HYPERLINK "http://www.surgeongeneral.gov/library/reports/preventing-youth-tobacco-use/exec-summary.pdf" �http://www.surgeongeneral.gov/library/reports/preventing-youth-tobacco-use/exec-summary.pdf�





� 8) Agrégase el siguiente art. 12:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, se prohíbe fumar en los siguientes lugares o espacios al aire libre:


a) En las áreas silvestres protegidas del Estado.


b) En parques, plazas o lugares de recreación destinados a menores.


En dichos lugares podrán habilitarse espacios especialmente destinados para fumadores.”.





� El inciso segundo del artículo 6° de la ley N° 19.419 dispone lo siguiente: “En el caso de los paquetes de cigarrillos o cigarros, bolsas o paquetes de productos de tabaco, esta advertencia deberá figurar en las dos caras principales y ocupar el 50% de cada una de ellas. La advertencia se colocará en la parte inferior de cada cara.”.





� Proyecto de ley Boletín N° 9.290-05, sobre reforma tributaria, que modifica el sistema de tributación de la renta, e introduce diversos ajustes, en el sistema tributario.


� El artículo 12 original fue derogado por la ley N° 20.660.





� Tal como en el caso del precepto 12 de la ley, el artículo 13 fue derogado por la ley N° 20.660.
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